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EJE 6: Nuevas formas de ocupación del espacio. Las 

transformaciones políticas, sociales y territoriales 

 

6.1. La importancia del frente atlántico a lo largo del siglo XIX y primeras 

décadas del XX: el rol de las poblaciones de Carmen y Mercedes de 

Patagones-Viedma.1 

 

-La etapa fundacional (fines del siglo XVIII a 1810) 

Recuérdese que, como ya se consignara en el Informe anterior, fue a 

partir del gobierno de los Borbones cuando el frente atlántico se volvió 

importante para la corona española, cuando se tomó real conciencia de la 

amenaza que significaba la constante presencia extranjera en los mares 

australes. Esta preocupación dio origen a un proyecto fundador de nuevas 

poblaciones que la corona encararía en zonas despobladas de la península, 

como Andalucía, y en el continente americano, tarea que asumiría 

resueltamente el monarca Carlos III en la segunda mitad del siglo XVIII (de 

Paula, 2000:15). En América se fundaron cincuenta nuevas poblaciones que se 

extenderían desde California al Río de la Plata con el objeto de asegurar los 

dominios hispanos ante el evidente avance británico. Esto también incluyó el 

interés por un control más efectivo del área rioplatense, afianzado con la 

creación del Virreinato del Río de la Plata en 1776, la incorporación del puerto 

de Buenos Aires al monopolio comercial español en 1778 y la fundación de 

fuertes con poblaciones estables en la costa patagónica a los efectos de evitar 

entradas marginales al territorio. A ello se sumó la intención de encontrar una 

vía fluvial que permitiera desde el Atlántico llegar al Reino de Chile y evitar, 

asimismo, el interés británico por ocupar el área sur del Pacífico, cuestión 

oportunamente alentada por el misionero jesuita Thomas Falkner quien ya 

                                            

1 Las etapas consignadas se corresponden, en parte, con las establecidas en el fondo 
documental obrante en el Museo Emma Nozzi (https://emmanozzi.org/periodos). Este 
repositorio contiene documentación desde el año 1854, cuando se constituyó la Municipalidad 
de Patagones. La jurisdicción de la provincia de Buenos Aires y por ende del municipio, incluía 
la banda sur del río Negro hasta la creación de la Gobernación de la Patagonia en 1878, por lo 
que también cuenta con documentación concerniente a la población sureña que daría origen a 
la ciudad de Viedma. 
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sugería en sus escritos la importancia de fortalecer la presencia inglesa en el 

sur del continente atendiendo al peligro que implicaba el pacto de familia 

establecido entre España y Francia a través de la casa de los Borbones 

(Falkner, 1774). A esos fines, el propio Falkner mencionaba la existencia de un 

río cuya navegación supuestamente permitiría llegar desde por el norte de la 

Patagonia hasta Valdivia, en Chile (de Paula, 2000:180), evitando el obligado 

cruce interoceánico a través del estrecho de Magallanes.  

El proyecto inicial, en el caso patagónico, incluía la fundación de tres 

fuertes: uno en la Bahía San Julián, con mayor cercanía al Estrecho de 

Magallanes, al que denominaron Floridablanca; otro al borde de una gran 

península (luego llamada Valdés), en la actual provincia de Chubut, al que 

denominaron San José; y un tercero en la entonces conocida como Bahía Sin 

Fondo, donde desagua el río Negro, denominado luego Fuerte del Carmen. A 

esos fines, la expedición de Francisco de Viedma y Narváez exploró por 

primera vez a comienzos de 1779 la desembocadura del río Negro, en cuya 

margen sur fundó, el 22 de abril de ese mismo año, una incipiente población 

conocida inicialmente como Fuerte del Río Negro, trasladado luego a la banda 

norte, menos expuesta a las crecientes. Ambas márgenes del río tendrían 

desde entonces, como ya se dijera, núcleos de población estables, favorecidos 

por el acuerdo previo con el cacique Negro (o Chanel/Chanil, según distintas 

fuentes), quien habría cedido -o vendido según otros (Marfany, 1947:748)- al 

virrey las márgenes del curso inferior del río Negro habitadas por los grupos 

indígenas del lugar. La erección de una capilla dedicada a la Virgen del 

Carmen daría finalmente nombre bautismal a la fundación, llamada desde 

entonces Fuerte ñNuestra Señora del Carmenò o "Fuerte del Carmen".2 No 

obstante el traslado, algunos pobladores quedaron residiendo en la margen 

                                            

2 El 4 de junio de 1779, don Francisco de Viedma, escribía al virrey Juan José de Vértiz y 
Salcedo: "...a este fuerte y población se le denomina de Nuestra Señora del Carmen por 
haberla elegido de patrona. Sírvase vuestra excelencia dar disposición para que se haga una 
efigie de esta señora y se la remita con la mayor brevedad para colocarla en la capilla" 
(www.patagones.gov.ar/carmen-de-patagones/fundacion/). Aun cuando esta denominación 
sería desde entonces la oficialmente reconocida, el nombre de Fuerte del Río Negro siguió 
apareciendo en fuentes diversas hasta varios años después (Ver Cramer, 1837). También se 
observa en la documentación la denominación temprana de Fuerte de Carmen de Patagones, 
en alusión a los indígenas que poblaban el lugar, llamados así por los expedicionarios de 
Magallanes en el año 1520. 
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sur, razón por la cual el propio fundador, Francisco de Viedma y Narváez, 

nombró a un funcionario, Juan de Ureña, para atender los problemas que 

pudieran suscitarse en ese área (AA.VV, 1980:141). De hecho, la población de 

la margen sur -actualmente ciudad de Viedma- fue denominada inicialmente 

como Mercedes de Patagones en homenaje a la virgen de la Merced, patrona 

de su capilla.3 

Del Fuerte del Carmen, única de las tres colonias españolas antes 

mencionadas que logró sobrevivir, partirían las primeras expediciones fluviales, 

como la de Basilio Villarino en 1782 y 1783 para navegar el río Negro con el 

objeto de demostrar la supuesta conexión fluvial entre los océanos Atlántico y 

Pacífico, finalmente inexistente, como se viera en la primera parte de este 

informe. Francisco de Viedma, designado Comisario Superintendente del 

Fuerte Nuestra Señora del Carmen entre los años 1779 y 1784, desplegó un 

accionar marcadamente negociador con las comunidades indígenas del lugar, 

lo cual permitió la sobrevivencia de estas poblaciones, aisladas y muchas 

veces desprotegidas y desabastecidas por los españoles y, más adelante, por 

los gobiernos surgidos en Buenos Aires después de la revolución de mayo de 

1810.  

Las poblaciones de ambas márgenes del río Negro crecieron a un ritmo 

muy lento pese a los sucesivos arribos de contingentes de colonos, la mayoría 

procedentes de las zonas más pobres de España, como Galicia, León, Castilla, 

Asturias y una región de León, la Maragatería.4 Cinco leguas al oeste, se había 

establecido, en 1782, en épocas de Francisco de Viedma, otro fuerte de 

resguardo llamado Guardia de San Javier. Muchos de los primeros pobladores 

vivieron allí en cuevas cavadas en las barrancas del río, algunas de las cuales 

se conservan hasta la actualidad.  

 

 

                                            

3 Por las razones antes apuntadas, se reconoce que la ciudad de Viedma, actual capital de la 
provincia de Río Negro, nació en el mismo acto fundacional que su vecina Carmen de 
Patagones, hoy ubicada en la provincia de Buenos Aires, el 22 de abril de 1779.  

4 Pese a no ser el grupo mayoritario, el gentilicio ñmaragatoò se le adjudicaría más tarde a todos 
los pobladores del Carmen (https://emmanozzi.org/periodos). Según información obrante en 
este mismo repositorio, habría habido, en 1799, 262 pobladores españoles y 191 empleados y 
tropas del fuerte. 

https://es.wikipedia.org/wiki/Carmen_de_Patagones
https://es.wikipedia.org/wiki/Carmen_de_Patagones
https://es.wikipedia.org/wiki/1779
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-Después de la revolución, la crisis (1810-1820) 

Como resultado de los importantes cambios políticos producidos luego 

de la revolución de mayo de 1810, las poblaciones ubicadas en la 

desembocadura del río Negro perdieron su importancia geopolítica. El Fuerte 

del Carmen se convirtió en un lugar de confinamiento de presos políticos, 

particularmente españoles. Dos años después, un serio amotinamiento volvió a 

ponerlo en manos realistas hasta su definitiva recuperación por el Almirante 

Brown en diciembre de 1814. Una serie de malos gobiernos y pésimas 

administraciones provocaron, de allí en más, una sucesión de conflictos. Un 

nuevo amotinamiento de reclusos, producido en 1817, facilitado por los 

integrantes del Regimiento de Dragones, liderados por Juan Villada, que 

aclamaba al rey Fernando VII, terminó con el fusilamiento de militares y civiles, 

dotando al fuerte de una pésima reputación, mientras los pobladores 

mostraban una creciente politización cuyas expresiones más contundentes se 

reflejaban en los ámbitos de sociabilidad de la época, como ranchos y 

pulperías.  

Entretanto, se suprimieron los estímulos a la agricultura que se 

desarrollaba en el lugar y se redujeron los empleos públicos y servicios. Se 

inició así una crisis que puso a los españoles y criollos afincados en el área al 

borde de la desaparición. Las nuevas autoridades produjeron deportaciones y 

confiscaron bienes como castigo a los pobladores que mantenían su fidelidad a 

la corona, agravando cada vez más la situación.5 

 

-Tras el derrumbe directorial (1820-1829) 

Producido el derrumbe del gobierno directorial -bajo la conducción de los 

Directores Supremos de las Provincias Unidas del Río de la Plata- en 1820, 

cuando se impusieron las autonomías provinciales, el área patagónica entró a 

depender del gobierno de la provincia de Buenos Aires. El nuevo comandante 

del Fuerte del Carmen, José Gabriel de la Oyuela, informaba entonces a sus 

superiores sobre el estado caótico y lamentable en que se encontraba la 

población, prácticamente en ruinas. Muchos de sus habitantes habían migrado, 

                                            

5 Según las mismas fuentes antes consignadas, la población del fuerte en 1816 era de 482 
pobladores y 50 soldados (https://emmanozzi.org/periodos) 
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en tanto que también habían disminuido las cabezas de ganado existentes en 

el lugar. Una reforma político-administrativa se puso en marcha de inmediato, 

designándose un alcalde -que ejercería además funciones de comisario y juez 

de paz-, con tareas básicas de disciplinamiento social. Se estimuló asimismo el 

repoblamiento del lugar, ofreciendo solares y chacras para los interesados, y se 

inauguró una escuela pública. Desde Buenos Aires se enviaron semillas y útiles 

de labranza, colocándose un gravamen para la importación de sal extranjera 

con el objeto de fomentar la extracción en las salinas próximas al lugar, que ya 

poco antes de la década de 1820 habían comenzado a dinamizar la economía 

de la zona, instalándose dos saladeros en la banda sur, además de algunos 

pulperos que atendían a la creciente población de esa margen y comerciaban 

con las comunidades indígenas. Fuentes de esos años describen las 

características de los asentamientos instalados en el lugar (Cramer, 1837). 

Hacia 1822, un servicio marítimo hacía con cierta regularidad el recorrido entre 

Buenos Aires y el Fuerte y el lugar logró alguna prosperidad, especialmente a 

partir de su condición de puerto único y seguro a causa del bloqueo al Río de la 

Plata impuesto por la guerra con el Brasil.6 

No obstante, la vida cotidiana en la zona, debido a su aislamiento, era 

muy precaria. El abastecimiento se hacía por mar y con escasa regularidad. La 

provisión de ganado desde Buenos Aires, cruzando territorios dominados por 

los indígenas, era muy dificultosa, razón por la cual los animales se adquirían a 

las propias parcialidades que habitaban la región (Bustos, 1993). Para frenar 

este intercambio, muy resistido por los hacendados bonaerenses, las 

autoridades de Buenos Aires intentaron prohibir en 1821 el comercio de cueros 

marcados provenientes de las tolderías, pero los comerciantes del Carmen 

alegaron la necesidad de mantenerlo para asegurar la supervivencia del sitio 

(Martínez de Gorla, 1969). 

Para ese entonces, los habitantes del fuerte apenas sobrepasaban las 

400 personas, en tanto que las tolderías que lo rodeaban concentraban una 

                                            

6 En 1825 Brasil declaraba la guerra a las Provincias del Río de la Plata por la incorporación de 
la Banda Oriental, territorio que el Imperio brasileño buscaba anexar a sus dominios. Tras 
aceptar la declaración de guerra, se sufrió, desde enero de 1826, el bloqueo de todos los 
accesos a los puertos del Río de la Plata.  
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numerosísima población que respondía a diversos jefes. El avance de la 

frontera que hiciera el gobernador de Buenos Aires, Martín Rodríguez, 

fundando en 1823 el Fuerte Independencia en las sierras de Tandil, había 

generado una gran oposición de los caciques, quienes sostenían que los 

dominios de la nación indígena se extendían desde ñla costa de la mar hasta la 

guardia de los Ranchosò. Por esta razón se incrementaron en la época los 

malones, esta vez con una finalidad más política que económica. Al mismo 

tiempo, desde Carmen de Patagones se enviaban delegaciones de 

comerciantes en misión de paz a las tolderías. Los relatos de estos últimos 

muestran con claridad el poder de los caciques y su manejo de la territorialidad, 

por cuanto debían pagarse diversos peajes en especies por los ñderechos de 

cacicazgosò para atravesar zonas muy cercanas entre sí donde se ubicaban las 

distintas tolderías.  

Como parte de las mismas estrategias de convivencia se instaló en la 

zona el llamado ñnegocio pacífico de indiosò, un sistema ideado para la 

captación de tribus aliadas en las áreas de frontera que se comprometieran a 

apoyar militarmente la defensa de los campos bonaerenses. A cambio de sus 

servicios al gobierno, recibían raciones mensuales de ganado y artículos 

diversos de consumo, a la vez que trabajaban en la extracción y cargamento de 

sal y en la fabricación de tejidos y artículos de cuero. Para ello, se destinó en la 

provincia de Buenos Aires un monto presupuestario específico, política que 

sería luego reforzada durante los gobiernos rosistas de los años 1829 a 1852 

(Ratto, 2003). Cuando las partidas para las raciones no llegaban a tiempo, los 

mismos comerciantes del fuerte adelantaban los productos para asegurar la 

regularidad de las entregas, en cuyo caso las deudas eran registradas como 

ñgastos de indiosò. En 1824 se prohibió nuevamente el comercio con los 

indígenas, esta vez de manera total. Pero en Carmen de Patagones el 

acatamiento de la medida era prácticamente imposible, no sólo por lo que ello 

implicaba para el sustento de la población, sino también para los intereses de 

los comerciantes del lugar que se enriquecían con estos intercambios, de 

hecho, muy desiguales y basados en el trueque. En 1828 se instaló la 

ñFortaleza Protectora Argentinaò, actual Bahía Blanca, punto que, de aquí en 

más, competiría seriamente por el control del comercio con la sociedad 

indígena. 
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La ganadería comercial se había consolidado entretanto como economía 

dominante de las comunidades indígenas que habitaban el corredor 

pampeano-norpatagónico. El ganado obtenido por cría o por malones a las 

estancias fronterizas se comercializaba localmente o allende la cordillera, en 

tanto que una buena porción de yeguarizos se usaba para el consumo, junto a 

productos obtenidos de la caza y del cultivo de huertas y cereales. La cría de 

ovinos era muy apreciada por la calidad de su lana, usada por las mujeres para 

tejer los finos ponchos pampas, muy codiciados por los pobladores de Buenos 

Aires y del Litoral. No solo los comerciantes criollos se adentraban en las 

tolderías, sino que comitivas indígenas cruzaban frecuentemente las fronteras 

para intercambiar sus productos, a veces en sitios preestablecidos, como las 

ferias de ponchos que regularmente se hacían en Luján. A cambio, recibían 

aguardiente, harina, tabaco, yerba, cuchillos, espuelas y artículos de metal, 

junto a otros bienes variados que la sociedad criolla les proveía (Varela y Bizet, 

1993).  

El conflicto bélico, iniciado en 1825, se prolongaba. La victoria brasileña 

sobre la escuadra del Almirante Brown había consolidado la posición del 

Imperio, en tanto que el bloqueo ocasionaba serias pérdidas a la economía 

bonaerense. El gobierno provincial estimuló el otorgamiento de patentes de 

corso -se llamaba así a la autorización que en tiempos de guerra se daba a los 

buques mercantes para combatir a naves enemigas- a todo aquel que tuviera 

posibilidades de enfrentarse a la escuadra brasileña. Un número importante de 

corsarios nacionales y del extranjero comenzaron a operar entonces desde el 

Fuerte del Carmen. 

Muy pronto, en febrero de 1827, Brasil tomaría medidas al respecto 

enviando una expedición con tres naves y más de 600 hombres ïla mayoría de 

origen británico y estadounidense- con órdenes precisas de destruir el sitio y 

aniquilar a su población. El comandante del Carmen, Martín Lacarra, anoticiado 

del inminente ataque, pidio insistentemente refuerzos a Buenos Aires mientras 

preparaba una apurada defensa. Finalmente, descontentos por tal 

improvisación, los propios vecinos se organizaron para hacer frente a la 

invasión. Soldados, corsarios, comerciantes y pobladores rurales, junto a sus 

mujeres, enfrentaron a los invasores con una fuerza de alrededor de 450 

hombres y cuatro naves. Mientras tanto, la escuadra brasileña había 
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desembarcado y ocupado el Cerro de la Caballada, unos 2 km al sudeste del 

fuerte. La escuadrilla de los defensores los cañoneó desde el río Negro, 

cortándoles la retirada. El capitán inglés James Shepherd, que dirigía el ataque 

brasileño, murió en el enfrentamiento y los invasores se rindieron rápidamente. 

Este hecho es recordado en la actualidad como una verdadera victoria popular 

y el acontecimiento más importante en la historia del lugar.7 

Superada esta situación, los asentamientos poblacionales ubicados en 

ambas márgenes de la desembocadura del río Negro lograron prosperar 

gracias a sus salinas y a los dos saladeros instalados en la costa sur del río, en 

la actual Viedma. La presencia regular de barcos que llegaban por sal abrió 

mercados para el trigo y derivados de la ganadería, lo cual hizo que el área 

rural se expandiera con rapidez. Ello acentuó la integración de intereses con 

las tribus proveedoras de ganado, quienes también aportaron mano de obra 

para las nuevas explotaciones. Alrededor de doscientos de los más de dos mil 

africanos traídos en las presas corsarias, se integraron a la población.8 

 

-La ocupación militar desde el gobierno de Rosas hasta la consolidación 

del Estado nacional (1829-1878/79) 

Cuando Juan Manuel de Rosas asumió el gobierno de la provincia de 

Buenos Aires en 1829, la preocupación por asegurar la frontera con las 

comunidades indígenas se acentuó, particularmente luego de que las 

divergencias intertribales provocadas entre los líderes indígenas que tenían 

relación directa con el fuerte y aquellos que eran sus enemigos provocó el 

malón del 21 de mayo de 1829 -presenciado por el científico francés Alcides 

                                            

7 Este combate, conocido como la Gesta Histórica del 7 de marzo de 1827, es conmemorada 
por los habitantes de las actuales ciudades de Viedma y Carmen de Patagones. En esta última, 
todos los años, se realiza la ñFiesta de la Soberanía Patag·nicaò; mientras que la provincia de 
Río Negro, a través de su Ministerio de Educación, se propone una jornada de reflexión en 
torno a la hazaña militar del Fuerte en defensa de la Soberanía, que se considera tuvo 
características similares a la denominada ñVuelta de Obligadoò. 
(https://educacion.rionegro.gov.ar/desarrollo_noti.php?id=1545). También puede mencionarse 
que, como símbolo material de esta gesta, en la iglesia Nuestra Señora del Carmen se 
conservan dos de las siete banderas imperiales brasileñas que se tomaron tras la victoria 
patagónica y que los buques capturados fueron renombrados y pasaron a integrar la escuadra 
del Alte. Brown: el Itaparica se denominó Ituzaingo; el Escudeiro se convirtió en el Patagones y 
la Constanza pasó a llamarse Juncal. 

8 Se estima que, para el año 1825, la población del área era de 780 habitantes, incluidos cerca 
de 200 presos deportados (https://emmanozzi.org/periodos). 

https://educacion.rionegro.gov.ar/desarrollo_noti.php?id=1545
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dôOrbigny-, que atacó la población del Carmen llevándose sus ganados. Fue en 

este ataque que participaron las fuerzas realistas de los hermanos Pincheira, 

entonces instalados en el extremo noroeste de la actual provincia de Neuquén. 

En 1831 y 1832, nuevos conflictos, esta vez con grupos de las pampas que 

rompieron la paz con Juan Manuel de Rosas, motivaron la respuesta del 

caudillo bonaerense que inició su campaña del año 1833. El avance de las 

tropas provinciales hasta la isla de Choele Choel, logró que el cacique Chocori 

y su hermano Cheuqueta, que reclamaban derechos sobre el río Negro, se 

replegaran hacia la cordillera. 

La relativa paz instalada luego de la expedición de Rosas permitió el 

crecimiento del lugar. Los cultivos en las chacras prosperaron y los ganados se 

reprodujeron con rapidez. Numerosos comerciantes fueron atraídos por la 

situación del fuerte y la posibilidad de hacer buenos negocios con los indios. La 

extracción de sal de la cercana salina de La Espuma seguía siendo una de las 

actividades dominantes, dando lugar a un activo comercio marítimo con 

Buenos Aires que la demandaba de manera creciente para su industria 

saladeril. Las pieles, cueros y aceites de lobos marinos, provenientes del sur, 

eran también productos característicos del importante movimiento portuario, 

intensificado a partir de 1856 por la designación de Carmen de Patagones 

como puerto franco. La ampliación del área económica demandó la instalación 

de mayores defensas militares, como fueron Guardia Mitre y Fortín Conesa, en 

1862 y 1869, respectivamente, parte hoy de la provincia de Río Negro. 

Entretanto, las relaciones entre la sociedad hispano-criolla y la indígena se 

volvieron cada vez más complejas en el marco de una frontera interna 

absolutamente permeable, donde hombres y bienes circulaban 

permanentemente en uno y otro sentido.9 

                                            

9 Una historia muy particular se desarrolló en este entorno, como muchas otras similares que el 
contacto entre blancos e indios permitía. Un pequeño niño de diez años fue entregado por su 
madre tehuelche en 1829 a cambio de alcohol, según dice haber presenciado dôOrbigny, a un 
poblador de Patagones de origen francés, Francisco Fourmantin, conocido con el apodo de 
ñBivoisò,quien fuera comandante militar del fuerte entre 1852 y 1854. El niño en cuestión, cuyo 
padre había muerto en una pelea con otro indios, se fugó a los trece años y retornó con su 
gente. Más tarde sería conocido como Casimiró Bivoisïo Biguá-, su nombre cristiano, llegando 
a convertirse en uno de los caciques más respetados de los tehuelche. Su habilidad 
diplomática se puso varias veces de manifiesto cuando visitó Buenos Aires en dos ocasiones, 
Santiago de Chile, Punta Arenas y otros sitios. El gobierno chileno, durante la presidencia de 
Bulnes, le otorgó el grado de capitán. Poco después recibió del gobierno argentino el cargo de 
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Significativa fue también la instalación del Fortín del Colorado en mayo 

de 1833, luego trasladado y renombrado Fortín Mercedes en 1875, en la 

Provincia de Buenos Aires, que permitió un mayor control de las márgenes de 

ese río y de las aguadas que en la travesía al Carmen abastecían a jinetes y 

caballadas. Además, sirvió de enlace con Bahía Blanca, permitiendo 

esporádicos envíos de ganado desde allí. Sin embargo, el ñnegocio pac²ficoò 

que cambiaba paz por raciones, fue el factor más consistente para que el 

malón progresivamente perdiera significación en la vida fronteriza. Las 

relaciones de Cheuqueta con el Gobierno y las de su gente con las poblaciones 

del lugar fueron acentuándose paulatinamente. El hijo de este Cacique, José 

María Bulnes Yanquetruz -o Llanquitruz- lo sucedió en el mando. Otro tanto 

hizo su primo Sayhueque, hijo de Chocorí. Ambos consolidaron el eje de poder 

que sus padres venían gestando, asentado en su linaje mapuche-tehuelche, 

entre Patagones y el gobierno de Las Manzanas, este último en la actual 

provincia de Neuquén. 

En 1857, el gobierno de la provincia de Buenos Airesl firmó un 

trascendente tratado de paz con el cacique Yanquetruz -o LLanquitruz-,10 que 

fue recibido con beneplácito por sus seguidores del Carmen. Antes, éste 

importante jefe indígena había dirigido dos malones sobre los campos del sur, 

a fin de forzar que se reconociera su poder en la región. Se abrió entonces una 

nueva perspectiva económica y social en la aldea. Fue posible una vigorosa 

expansión de las explotaciones agropecuarias, que quedaron a mayor 

resguardo de las correrías indígenas por la acción combinada de la Guardia 

Mitre, el Fortín Conesa, el Fortín del Colorado y el asentamiento de las tribus 

aliadas en sitios estratégicos. En esta etapa se consolidó la configuración 

                                                                                                                                

teniente coronel del ejército y la designación de jefe principal de los tehuelche de la Patagonia 
austral. Dicen que en 1845, este cacique, que era reconocido como jefe supremo por varios 
grupos del sur patagónico, le vendió el estrecho de Magallanes a un irlandés, quien durante 
algún tiempo cobró un impuesto a las embarcaciones que recogían guano en el lugar. Casimiro 
fue padre de otro tehuelche conocido que acompañó al viajero inglés Musters en sus recorridos 
por el sur, Sam Slick, nombre que le pusieran los misioneros ingleses durante su estancia en 
Malvinas, cuando su padre lo envió, junto a su hermano Gabriel, para educarse y aprender el 
idioma inglés. 

10 Este tratado, de 15 artículos, firmado entre Valentín Alsina y José María Bulnes Llanquitruz el 
24 de mayo de 1857, se encuentra publicado en Vignati, 1972, y reproducido en Rey (1987:99-
102). 
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mestiza del Carmen, evidenciada en el estrechamiento de los lazos 

económicos, parentales y sociales entre las familias indígenas asentadas en la 

aldea y los maragatos. 

Poco antes, en 1854, Patagones se había convertido en el primer 

municipio del área. Su importancia se consolidó con la señalada expansión de 

las explotaciones agrícolas y ganaderas a más de treinta leguas aguas arriba. 

Especial significación tuvo la colonización italiana de Cubanea y la ocupación 

de los aledaños a la Guardia Mitre y más tarde de los de Conesa, en la actual 

provincia de Río Negro. Finalizada la etapa, las explotaciones ganaderas ya se 

extendían por el litoral marítimo hasta la Bahía San Blas. Las márgenes del río 

Colorado también comenzaban a poblarse de ocupantes que mantenían una 

aceptable armonía con las tribus de la zona. Las guerras de Secesión en 

EE.UU. (1861-1865) y de Crimea entre Rusia y países de Europa y Asia (1853 

-1856), generaron escases de lana y un alza sostenida de su precio lo que, 

sumado a las condiciones agroecológicas de la región para la crianza de ovinos 

estimularon esta importante expansión.11 

Consecuencia de los procesos señalados fue el notable crecimiento 

urbano de ambas márgenes del río Negro. La del sur -luego Viedma-, ya era 

conocida como ñMercedesò desde que en 1858 se erigió allí una capilla bajo la 

advocación de la Virgen de la Merced. La jurisdicción de la zona llegó hasta el 

estrecho de Magallanes. Ello se materializó en la relación de la comandancia 

con los caciques patagónicos, que aquí firmaban sus tratados y recibían sus 

raciones, y con la colonia galesa del Chubut. Luis Piedra Buena, hijo de un 

comerciante del Carmen que interactuaba con las tribus australes, desplegó en 

el extremo sur un accionar importante que permitió luego a la Argentina 

sostener allí sus pretensiones territoriales. La muerte de Chingoleo aceleró la 

decadencia de su cacicato. La comandancia del Fuerte impuso a su sucesor, 

Miguel Linares, como jefe de ñindios amigosò de Patagones y consolidó su 

poder en la zona.12 

                                            

11 Según un Censo de Patagones/Mercedes de Patagones realizado en el año 1869, la 
población del lugar alcanzaba los 2567 habitantes(https://emmanozzi.org/periodos). 

12 Según los datos obrantes en el mismo repositorio documental, en el año 1836 los habitantes 
del lugar llegarían a 1.036 y, en el año 1852, a 1.708 (https://emmanozzi.org/periodos). 
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-Viedma capital de la Gobernación de la Patagonia (1878/79-1885) 

Al mismo tiempo, la expansión económica del país, hasta ese momento 

predominantemente pecuaria, comenzó a exigir la incorporación de nuevas 

tierras que aliviaran la presión pastoril sobre la llanura bonaerense a la vez que 

permitiesen el incremento de los volúmenes de producción para una creciente 

respuesta a la demanda europea de carnes y lanas. A comienzos de la década 

de 1870 los territorios pampeanos se encontraban alarmantemente sobre 

pastoreados por la presencia simultánea de vacunos y ovinos, con una carga 

mayor que la que su receptividad natural admitía, lo cual indicaba la urgente 

necesidad de canalizar el excedente ganadero a nuevas tierras marginales. 

Cabe recordar que el ovino productor de lana, cuya etapa de predominio 

comenzó en el país alrededor de 1850, había inicialmente provocado un 

aparente desplazamiento del vacuno de su lugar de preeminencia en la 

producción ganadera argentina. En este sentido, como es sabido, el vacuno por 

su rusticidad se adelantó al ovino en los sucesivos corrimientos de la frontera 

ganadera a las nuevas tierras ganadas a los indígenas. Sin embargo, el 

surgimiento de la industria frigorífica y la utilización del sistema de congelado 

hacia 1880 valorizaron primero a la carne ovina y luego a la vacuna, 

provocando una importante reorientación productiva en la búsqueda de razas 

con mejores aptitudes carniceras. El proceso así iniciado se expandió 

rápidamente por las tierras del sur bonaerense, cuyos campos húmedos, bajos 

y más cercanos a los frigoríficos, admitían animales más exigentes en la 

alimentación. Esto provocó el interés por desplazar los ovinos de raza Merino 

hacia tierras marginales de la Patagonia con condiciones aptas para la 

producción de lana, en tanto que la pampa húmeda se reservó para la crianza 

de animales más refinados, especialmente vacunos, y el cultivo de cereales. 

La necesidad de incorporación de suelos menos favorecidos para la 

expansión de la ganadería extensiva en sus diferentes rubros, más la inversión 

especulativa en tierras, muy importante en esos años, son entonces el macro 

nivel de análisis en el que necesariamente debe inscribirse el modelo de 

expansión territorial con baja densidad de población que en términos generales 

caracterizó la ocupación de los territorios patagónicos, con la sola excepción de 

los valles fluviales que, como en el caso del río Negro, dieron lugar a la 

formación de colonias y localidades diversas. 
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A estas condiciones, estrictamente económicas, hay que sumarle el 

llamado ñproblema del indioò, subsumido en la vieja confrontación sarmientina 

de "civilización o barbarie", muy presente en el pensamiento de los 

gobernantes y de los grupos terratenientes de la Argentina, así como en la 

literatura de la época, justificando la necesidad de una definitiva política 

ofensiva contra las comunidades indígenas del país. Tal es el caso, por 

ejemplo, de Álvaro Barros, hacendado porteño y senador por la provincia de 

Buenos Aires, que fuera luego primer Gobernador de la Patagonia con sede en 

Viedma. En Fronteras y territorios federales en las pampas del sur, publicado 

en 1872, Barros sostenía explícitamente su oposición al sistema defensivo 

instalado por el Ministro de Guerra Adolfo Alsina -más conocido como la "zanja 

de Alsina"-, argumentando a favor de un sistema ofensivo drástico y 

concluyente. 

Con igual objetivo, el presidente Julio A. Roca encargó a Estanislao 

Zeballos en 1878, que había escrito reiterados artículos periodísticos 

predicando las ventajas de extender las fronteras hasta el río Negro, que 

redactara una memoria con ñdatos históricos y científicos convenientes para 

demostrar al país la practicabilidad de aquella empresa y proporcionar a los 

jefes y oficiales del ejército expedicionario un conocimiento sintético de la obra 

en que iban a colaborarò. Ese fue el principio rector que derivó en la publicación 

de La conquista de quince mil leguas. Cuando ese mismo año apareció la 

primera edición de la obra, elaborada rápidamente a partir de la bibliografía 

existente, la crítica la acogió con gran beneplácito. Agotada en una semana, 

fue reeditada al año siguiente. Acorde con el encargo realizado por Roca, el 

propósito que guió a Zeballos fue el de ñprestigiar la ocupación de la línea 

estratégica del río Negro, fundado en la doble autoridad de la historia y de la 

cienciaò. 

Fue en el contexto económico e ideológico antes descripto que se 

efectuaron en pocos años, en lo que toca al sur del país, una serie de 

campañas con distintas estrategias militares para someter a los grupos 

indígenas de la región. Desde la ñzanjaò defensiva ideada en 1876 por Adolfo 

Alsina, Ministro de Guerra del Presidente Avellaneda, en el oeste de la 

provincia de Buenos Aires, hasta el avance definitivo sobre el río Negro llevado 

a cabo por su sucesor, Julio Argentino Roca, en el año 1879, con el 
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financiamiento de los propios sectores interesados, como ya se comentara en 

la primera parte de este informe. 

Según se disponía en la llamada ñLey del Empr®stitoò Nº947 de 1876, el 

gasto que demandase el establecimiento de la línea de frontera sobre la 

margen izquierda de los ríos Negro y Neuquén, previo sometimiento del 

indígena, se imputaría al producido de las tierras nacionales que se 

conquistasen. Sobre esta base, el Estado lanzó una suscripción pública para 

financiar la expedición militar. Así, las tierras que sucesivamente se ocuparon 

al avanzar la línea de fronteras fueron en gran parte concedidas a particulares 

por amortización de títulos del empréstito. 

Simultáneamente se dictó, en octubre de 1878, la ley Nº 954, 

denominada ñLey de Fronterasò, por la cual se disponía la creación de la 

Gobernación de la Patagonia con jurisdicción sobre la zona comprendida entre 

el río Colorado y el Cabo de Hornos, colocando a su frente al Cnel. Álvaro 

Barros. La población fronteriza de Carmen de Patagones, en la provincia de 

Buenos Aires, perdió así su jurisdicción sobre la margen sur del río Negro, 

lugar donde la población de Mercedes de Patagones -desde entonces Viedma- 

se constituiría en la capital de la nueva gobernación. Sería ésta una verdadera 

cuña orientada hacia el interior patagónico desde donde se desplazarían 

sucesivas expediciones militares contra los grupos indígenas de la región.  

Desde la significativamente denominada "Campaña al Desierto" de 1879 

en adelante -donde "desierto" debe entenderse como sinónimo de "barbarie" o, 

lo que es lo mismo, "vacío de civilización"-, las sucesivas etapas en que se 

planeó el definitivo sometimiento de la sociedad indígena regional se centraron 

primero en el área norte de la Patagonia, cuya accidentada geografía en las 

áreas cordilleranas ofrecía un refugio seguro a los grupos indígenas en sus 

intentos defensivos, inútiles por otra parte frente a la superioridad tecnológica 

del ejército nacional que había incorporado el uso de armas a repetición y el 

telégrafo. 

De acuerdo con el plan trazado por Roca, la primera y cuarta divisiones -

de las cinco que integraban la expedición de 1879- debían cerrar en 

movimiento de pinzas el territorio pampeano-norpatagónico ubicado entre la 

antigua línea de frontera y la nueva; en tanto que las otras tres debían "barrer 

sistemáticamente" el territorio de La Pampa para evitar que quedaran "tribus 
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hostiles" detrás del nuevo avance. De las dos divisiones antes mencionadas, la 

cuarta, a las órdenes del Cnel. Uriburu, penetró desde el sur de Mendoza al 

actual territorio de Neuquén, estableciendo su asiento general en el Fuerte IV 

División -luego Chos Malal-, en la confluencia de los ríos Curi-Leuvu y 

Neuquén, en un lugar central como nudo de circulación y tránsito de los grupos 

indígenas de la región. Desde allí se desplazaron fuerzas con destino a la 

confluencia del Limay con el Neuquén para encontrarse con la primera división 

al mando de Roca. En el transcurso de la marcha se establecieron una línea de 

fortines a lo largo del curso del río Neuquén que, al unirse con la primera 

división en cercanías de la confluencia que daba nacimiento al río Negro, 

pretendía consolidar la nueva línea de defensa que tenía el comando general 

en Choele Choel. Esta frontera quedó a cargo del Gral. Conrado Villegas, quien 

había acompañado al Roca como Jefe del Estado Mayor. 

El reconocimiento y ocupación del resto del territorio en sus áreas 

andinas sería objeto de la expedición de 1881, llamada "Campaña del Nahuel 

Huapi" dirigida por el Gral. Villegas. La misma se desarrolló en un movimiento 

simultáneo de tres brigadas que partiendo de distintos puntos debían reunirse 

en el gran lago. La primera recorrió todo el costado oriental de la cordillera. La 

segunda debía entrar por la confluencia de los ríos Neuquén y Limay y penetrar 

en la margen norte de este último buscando las tolderías de Reuquecura, 

objetivo éste que no pudo alcanzar porque el cacique y su gente habían 

cruzado la cordillera refugiándose en Chile. La tercera, por su parte, debía 

recorrer la margen sur del río Limay, por el actual territorio rionegrino. De este 

modo se pretendía impedir cualquier intento de retirada que pudieran poner en 

práctica los caciques que aún se resistían al avance del "huinca" y a la 

usurpación de sus dominios. 

Los grupos indígenas que se habían refugiado en la cordillera o en Chile 

regresaron al territorio un año más tarde y atacaron el fortín Primera División, 

ubicado en la margen izquierda del río Neuquén, próximo a su confluencia con 

el Limay, en las cercanías de la actual localidad rionegrina de Cipolletti. Este 

importante avance sirvió para justificar la necesidad de ejercer un control más 

efectivo de los principales pasos cordilleranos, en especial luego de haberse 

iniciado en Chile la campaña militar contra la Araucanía, que de hecho 

provocaría nuevos desplazamientos indígenas a través de los Andes. Así se 
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proyectó una tercera campaña durante los años 1882-83, llamada "Campaña a 

los Andes de la Patagonia", otra vez al mando del Gral. Villegas, que estableció 

una serie de asentamientos militares en el área andina  

Desde otro frente, una serie de acciones militares dirigidas por el 

General Vintter, ahora gobernador de la Patagonia con sede en Viedma, 

llegaron hasta Rawson por la vía marítima y desde allí por tierra hasta 

Valcheta, importante punto de comunicación de los grupos indígenas de la 

región sur. Desde el fuerte instalado en ese lugar partió la expedición del Cnel. 

Lino Roa que barrió toda la meseta central patagónica hasta la precordillera 

haciendo prisioneros a los caciques del lugar y a su gente. Desde Nahuel 

Huapi salieron finalmente los grupos militares que llegarían hasta el noroeste 

de Santa Cruz, persiguiendo a los últimos grupos sobrevivientes por territorios 

que sólo se conocían a través de los relatos de viajeros y científicos como 

Musters y el Perito Moreno. La batalla de los llanos de Appeleg, librada en 

febrero de 1883 entre las tribus de Inacayal y Foyel y las tropas de Villegas, 

quebró finalmente la resistencia indígena abriendo el acceso a los ricos valles 

chubutenses. Recién hacia 1885 se lograría la rendición total de los últimos 

caciques patagónicos como Sayhueque, hasta poco antes digno soberano del 

"País de las Manzanas". En la Patagonia austral, el control del territorio no 

requirió de nuevas campañas militares. Al sur de Deseado fueron los nuevos 

dueños de la tierra los encargados de imponer el orden social. 

Más tarde, en 1895, se creó la División de los Andes con asiento en 

General Roca, en el Territorio de Río Negro, bajo el mando del Gral. Enrique 

Godoy, quien consideró conveniente reforzar la presencia de fuerzas militares 

frente a la cordillera con el asentamiento de población civil para asegurar la 

línea de defensa. 

Luego del sometimiento de las comunidades indígenas comenzaron a 

funcionar otros mecanismos complementarios con la finalidad de afirmar y 

consolidar el sistema de dominación impuesto. Pronto se hizo evidente la 

necesidad de poner en marcha una política de organización interna de los 

espacios apropiados por el Estado nacional, procediéndose a su ordenamiento 

en unidades administrativas más pequeñas que aquel vasto territorio 

comprendido por la Gobernación de la Patagonia con centro en la localidad de 

Viedma. Se promulgó entonces la ley Nº 1532 del 16 de octubre de 1884 que 
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creó los Territorios Nacionales de Chaco, Formosa y Misiones en el norte, la 

Pampa en el área central del país y, en el sur, por división de la Gobernación 

de la Patagonia, los de Neuquén, Río Negro, Chubut, Santa Cruz y Tierra del 

Fuego, estableciendo sus superficies, límites, forma de gobierno y 

administración. Hasta la década de 1950, en que se convirtieron en provincias 

(Chaco y La Pampa en 1951, Misiones en 1953 y el resto en 1955) -con la sola 

excepción de Los Andes que se disolvió en 1943, distribuyéndose entre las 

provincias vecinas, y Tierra del Fuego que se provincializó en 1990-, los 

Territorios nacionales fueron divisiones administrativas carentes de la 

autonomía con que contaban las tradicionales provincias argentinas. De hecho, 

sus habitantes no fueron ciudadanos plenos de la nación hasta su 

transformación en provincias a mediados de la década de 1950, no pudiendo 

elegir a las autoridades nacionales ni a sus propios gobiernos -con la sola 

excepción de jueces de paz y comisiones municipales en localidades con más 

de 1000 habitantes-, ni contando con representantes en el Congreso nacional 

que defendieran sus intereses, tal y como se desarrollará más adelante. 

 

-Un nuevo espacio político y social (fines del siglo XIX y primeras 

décadas del XX)13 

A partir de 1880, el perfil de Carmen de Patagones como centro 

económico y de Viedma como cabecera política se terminó de consolidar. 

Como ya se dijera, en octubre de 1878 se creó la Gobernación de la Patagonia 

con jurisdicción sobre la zona comprendida entre el río Colorado y el Cabo de 

Hornos, colocando a su frente al Cnel. Álvaro Barros. La población fronteriza de 

Carmen de Patagones, en la provincia de Buenos Aires, perdió así su 

jurisdicción sobre la margen sur del río Negro, lugar donde la población de 

Mercedes de Patagones -desde entonces Viedma- se constituiría en la capital 

de la nueva gobernación, a la vez que se designaba, luego de la creación de 

los territorios nacionales en 1884 -entre ellos el de Río Negro-, su primera 

comisión municipal en noviembre de 1886.  

                                            

13 Para este punto se ha seguido especialmente el texto obrante en la información del Museo 
Emma Nozzi de Carmen de Patagones (https://emmanozzi.org/periodos). 
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También a comienzos de 1880 habían arribado a la Patagonia los 

primeros grupos de salesianos. Como se verá más adelante, estos sacerdotes 

desplegaron en las nuevas poblaciones patagónicas una enérgica labor que no 

se limitó solamente a lo pastoral. 

Meses después llegaba la galera de los hermanos Mora que uniría 

Bahía Blanca y Patagones en tres días. Luego de la agotadora travesía, los 

viedmenses debían tomar además un carro o volanta que los trasladaba hasta 

la balsa para cruzar el río. En 1884 concluyó el trazado ferroviario entre Buenos 

Aires y Bahía Blanca, de tal modo que se igualaron los cuatro días de viaje que 

insumían los vapores, cuyo arribo solía ser tan impredecible como las 

condiciones de vientos y mareas para ingresar al río Negro. La colonización de 

los valles y meseta rionegrinos hizo de Patagones un importante centro 

comercial y de servicios, ya que su puerto vinculó a los nuevos territorios con 

Bahía Blanca y Buenos Aires. Los barcos de la Escuadrilla del Río Negro 

movilizaban la economía de las poblaciones de los valles superior y medio, 

mientras que las caravanas de carros acercaban a las barracas maragatas la 

lana de la meseta rionegrina.  

Asociándose a la creciente prosperidad, el Banco de la Provincia de 

Buenos Aires instaló en 1884 la primera sucursal bancaria de la zona. También 

llegaron comerciantes porteños y extranjeros e importantes grupos de 

artesanos y trabajadores, rurales y urbanos, que ocuparon ambas márgenes 

del río. Estos migrantes contribuyeron a enriquecer la política local, que se vio 

conmovida por los conflictos de la época, que enfrentaban a clericales y 

anticlericales ïcon fuerte presencia masónica- y a los radicales con el régimen 

conservador. 

En poco más de una década se triplicó la planta urbana del Carmen, se 

crearon varias escuelas, un hospital regional, y se proveyeron importantes 

servicios públicos. En cuanto a lo productivo, la zona se lanzó decididamente a 

la ganadería ovina. Ya contaba con una antigua tradición en ese rubro y, al 

igual que el resto de la Patagonia y el sudoeste bonaerense, aprovechó la 

desmerinización de la pampa húmeda para hacerse de los planteles necesarios 

para la expansión (Giberti. 1954). Por otra parte, los habitantes mapuche-

tehuelche de la región profundizaron su inserción en el mercado de trabajo 

rural. Incluso algunos de ellos ocuparon fracciones de tierras fiscales como 
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productores independientes. Varias de las ñcomparsasò de esquila que 

recorrían los campos de Viedma y el partido de Patagones estaban integradas 

por miembros de las comunidades indígenas. 

Viedma se sostenía con la administración pública, la ganadería ovina 

sobre la meseta y la horticultura y agricultura en las cercanías del río, como se 

desarrollará más adelante. Para la época, el mayor impacto fue la instalación 

de la cárcel y el juzgado letrado que llevaron a la ciudad unos doscientos 

cincuenta habitantes. Por otra parte, Viedma estaba encerrada entre el río y la 

Laguna del Juncal, la que llegaba a extenderse por más de 60 km. En 1899, 

una importante inundación arrasó a la localidad, junto a otros asentamientos 

ribereños y a algunos sectores del Carmen. Sin embargo, la bonanza del 

momento permitió una rápida reconstrucción en ambas márgenes. No obstante, 

el traslado provisorio de la gobernación a Choele Choel trajo consigo el primero 

de los cuestionamientos sobre la condición de capital de Viedma, hasta que en 

1973 el tema quedaría definitivamente zanjado a favor de la tradicional capital. 

En 1899, a causa del peligro de una inminente guerra con Chile por 

cuestiones limítrofes, se concretó la extensión del ramal Bahía Blancaï

Cipolletti del FC del Sud y, pocos años después, en 1905, la apertura del 

puerto de San Antonio Oeste. La primera de estas obras privó a Patagones de 

los mercados valletanos, que simultáneamente iniciaban su desarrollo frutícola, 

y la segunda hizo lo propio con los de la meseta rionegrina, con lo cual la 

influencia del puerto maragato quedó reducida a una mínima expresión. 

Tanto Viedma como Patagones esperaban ansiosas el ferrocarril que a 

principios de siglo comenzaba a tenderse desde Bahía Blanca. Empero, recién 

en 1913 llegaban las vías a Stroeder, pero para detenerse allí hasta 1922. 

Durante esos años, un par de empresas recorrían los 60 km de la polvorienta 

huella, transportando a los pasajeros del tren mientras los equipajes y quienes 

no podían costear el pasaje en automóvil, viajaban en la galera de los Mora. 

En 1917 se produjo la apertura de la Escuela Normal Popular Mixta de 

Viedma, un hecho de gran trascendencia para la región. Años después, en 

1929, nacía en General Conesa el ingenio ñSan Lorenzoò para la producción de 

azúcar obtenida de la remolacha azucarera. Más adelante analizaremos las 

causas del fracaso de este importante emprendimiento industrial. 
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En 1931 se inauguró el puente ferro-carretero que unió a Carmen de 

Patagones y Viedma. Fue un paso importante para integrar la Patagonia al 

resto del país, aunque significó un golpe serio para los puertos de San Antonio 

Oeste y Carmen de Patagones que no podían competir con los costos de los 

fletes del Ferrocarril Sur y del tramo ferroviario que desde 1934 uniría 

directamente a Bariloche con la costa atlántica. Hasta entonces las cargas se 

bajaban en la estación Viedma, se trasladaban en balsa a Patagones para ser 

transportadas en carros hasta los depósitos de su estación para ser 

embarcadas luego en los vagones del FC del Sud. Inicialmente, las compañías 

navieras habían podido resistir la guerra de tarifas que instaló el Ferrocarril Sur. 

Pero una vez que la empresa erigió sus galpones de acopio, el tramo 

basculante del puente dejó de levantarse para dar paso a los vapores en 1943. 

Un factor concomitante fue el hecho de que a pesar de los reclamos, la 

desembocadura del Negro jamás fue dragada, de modo que a la vez que crecía 

el calado de los buques, decrecía su profundidad. 

Durante las presidencias de Juan D. Perón (1946-1955) se generaron 

las transformaciones más importantes acaecidas en el siglo XX en el área: el 

regadío del valle inferior del Negro, el principio del riego racional del Colorado, 

la entrega a pequeños y medianos productores de las tierras fiscales del 

Partido de Patagones y la creación de dos colonias agrícolas. La política 

agraria nacional se propuso elevar la productividad rural, favoreciendo el 

desarrollo de la pequeña y mediana propiedad. En primer lugar impulsó un 

amplio plan nacional de irrigación del que Río Negro obtuvo tres obras. Una de 

ellas, fue la del valle inferior que se inició en 1951 con la construcción del canal 

principal de 60 km de. 

Pero la medida más trascendente fue la ley de provincialización del 

territorio Nacional del Río Negro en junio 1955, poco tiempo después de 

haberse concedido el voto femenino. La medida permitió a Viedma iniciar un 

extraordinario despegue que también benefició a Carmen de Patagones. La 

construcción de la infraestructura administrativa y el despliegue de los órganos 

del nuevo Estado, demandaron profesionales, técnicos, obreros y 

administrativos. La mayoría de ellos provenientes de diversos lugares del país, 

precisaron viviendas y la extensión de servicios de todo tipo. De tal modo, se 

generó un círculo virtuoso que por décadas sería vital para ambas ciudades. 
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Especial relevancia numérica tuvo la migración indígena proveniente de 

la ñl²nea surò rionegrina, crónica expulsora de población debido a la endeblez 

de su estructura productiva. Las familias se establecieron en tierras fiscales o 

judicializadas por sucesiones, formándose barrios que expandieron las plantas 

urbanas de ambas localidades. El golpe cívico militar de setiembre de 1955 

detuvo temporalmente estas innovaciones, aunque prontamente fueron 

retomadas, como se verá más adelante, al tratar la etapa política del territorio 

provincializado. Se retomarán estos temas más adelante. 

 

6.2. Río Negro como Territorio Nacional 

-Organización política 

La ley 1532, dictada el 16 de octubre de 1884 determinó la creación de 

los Territorios Nacionales ïentre ellos el de Río Negro- estableciendo sus 

límites, formas de gobierno y funcionamiento administrativo. Como ya se 

adelantara, la ley establecía que los habitantes territorianos no podían 

participar de los procesos eleccionarios ïsalvo en las elecciones municipales 

cuando el número de habitantes, superior a 1000, así lo permitía- y no tenían 

representación en el Congreso de la Nación. Al reservarse el Poder Ejecutivo 

Nacional el nombramiento de las autoridades, la fijación de impuestos y la 

administración de las rentas, a los gobernadores les quedaba poca autoridad 

ñefectivaò aunque, con el transcurrir del siglo XX, se convirtieron muchas veces 

en los voceros de los reclamos territorianos, en general asociados a todo 

aquello que se concibiera como necesario para garantizar el ñorden y el 

progresoò (Bandieri, 2005a: 156). 

La incorporación de los nuevos territorios implicó la apelación recurrente 

y constante a la soberanía territorial concebida como instancia de legitimación 

del conjunto de las iniciativas del Estado, factores a partir de los cuales se 

organizó la vida colectiva y desde los que se potenció la edificación de los 

símbolos constitutivos de una identidad nacional (Marquesi, 2002).  

El territorio de Río Negro tuvo que enfrentar, desde su origen, un 

conjunto de problemas de difícil resolución: el acceso a la propiedad de la 

tierra, el destino de los pueblos originarios, la administración de la justicia (un 

único juzgado funcionó en Viedma hasta la década de 1930), la participación 
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política y la falta de instituciones como escuelas, hospitales y fuerzas públicas. 

La población fue concentrándose en tres polos urbanos -San Carlos de 

Bariloche, las ciudades del Alto Valle y Viedma- alejados y mal comunicados 

entre sí. La conexión directa del Valle Medio y del Alto Valle con Bahía Blanca 

y Buenos Aires creada por el trazado del Ferrocarril del Sud a principios del 

siglo XX, acentuó el estancamiento y el aislamiento del Valle Inferior, 

agravados por la falta de concreción del ramal ferroviario de Viedma a Choele 

Choel. Esta dispersión y crecimiento desigual explica los históricos planteos 

sobre el tema de la capitalidad, la ubicación de la justicia letrada y las 

rivalidades económicas interregionales.  

En su condición de gobernadores de Territorios Nacionales, las únicas 

partidas presupuestarias que manejaron inicialmente los mandatarios eran las 

de "gastos generales", que a fines de los años 1930 rondaban los 50.000 pesos 

(Lenzi, 1939:80). Según disposiciones del Código Rural para los Territorios 

Nacionales de 1894, el gobernador también podía hacer uso de la partida de 

"puentes y caminos", formada por las multas que se cobrasen, generalmente 

exiguas. 

Los jueces letrados eran elegidos por el Poder Ejecutivo Nacional con 

acuerdo del Senado y, salvo el título de abogado, no necesitaban tener otros 

antecedentes en la administración de justicia. Sus funciones eran autónomas 

del gobernador, quien debía poner a su servicio a la institución policial y a los 

jueces de paz. El juez letrado entendía en todos los fueros: civil, comercial, 

correccional y criminal, y ejercía funciones de superintendencia sobre los 

escribanos de registro y los jueces de paz, cuyas apelaciones resolvía. 

Supervisaba además las cárceles y las tareas judiciales desarrolladas por la 

policía. En la práctica, las dificultades para la instrucción de sumarios eran 

variadas, generalmente derivadas de la falta de movilidad y personal para 

trasladarse al interior del territorio, así como la dependencia del apoyo de los 

funcionarios locales, particularmente gobernadores y policía. Muchas veces, las 

tareas en el interior del territorio las efectuaban los jueces de paz, de hecho 

legos no capacitados y con relaciones de poder muy consolidadas, lo cual sin 

duda afectaba la correcta administración de la justicia nacional. No obstante, 

recientes avances historiográficos han demostrado que, pese a la precariedad 

de recursos materiales y humanos con que se desenvolvían las agencias 
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estatales administradoras de justicia, las mismas mostraban una probada 

eficiencia en el marco del contexto social vigente en los Territorios Nacionales. 

(Casullo, Gallucci y Perren, 2013). 

Como se dijo anteriormente, las únicas elecciones populares previstas 

por la ley orgánica de territorios nacionales eran la de jueces de paz y concejos 

municipales en aquellas poblaciones que superasen los 1.000 habitantes. El 

artículo 28 de la ley 1.532 ordenaba a esos fines la inscripción en un padrón 

local de "todos los habitantes domiciliados en la sección respectiva del 

territorio, mayores de 18 años, expresando la nacionalidad, estado, profesión y 

si sabe leer y escribir". Al reglamentarse esta disposición en 1924, se dispuso 

que la oficina empadronadora agregara al "padrón militar" la nómina de los 

"ciudadanos argentinos, vecinos de la localidad, que según sus noticias 

hubieran sido involuntariamente omitidos, y de los extranjeros mayores de 18 

años que tengan domicilio y residencia inmediata anterior por lo menos de un 

año en la localidad".14 Otro decreto del año 1932 estableció que debían 

inscribirse todos, argentinos y extranjeros, con domicilio legal en los territorios, 

manteniendo como única exigencia para la inscripción de los últimos la 

radicación de un año.15 Finalmente, el artículo 1º del decreto del 14 de octubre 

de 1933 decía solamente: "Son electores de concejos municipales [renovables 

por mitad cada año] y de jueces de paz [cada dos años] en los territorios 

nacionales, los vecinos radicados dentro del ejido del municipio respectivo, 

mayores de 18 años, siempre que estén inscriptos en el padrón electoral".  

Como puede observarse, y según era de práctica en las elecciones 

municipales del conjunto nacional, se prestaba especial atención a la condición 

de contribuyente, de allí la igualdad fijada para argentinos y extranjeros, 

mayoritariamente chilenos en el caso de la Patagonia andina, y el definitivo 

papel otorgado a la residencia. De esa forma, un argentino inscripto en el 

Registro Cívico Nacional no podía ser elector municipal en los territorios si no 

se inscribía antes en el padrón local, mientras que un habitante territorial que 

se trasladara a otra provincia o se radicara en la Capital Federal se convertía 

                                            

14 Decreto del PEN, 6/6/1924-  

15 Decreto del PEN, 2/6/1932. 
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automáticamente en ciudadano con plenitud de derechos políticos. Por otra 

parte, la inscripción en los padrones se hacía cada dos años y no era 

automática sino a petición personal directa, lo cual demoraba la posibilidad de 

participar de aquellos que, por ejemplo, cambiaban su residencia a otra 

comuna aun dentro mismo del territorio. En fin, tales cuestiones provocaban no 

pocos inconvenientes a la hora de las elecciones. Así se citan casos donde los 

jueces letrados y el Ministerio del Interior aprobaban elecciones con pedidos 

locales de anulación, donde habrían sufragado personas no inscriptas en los 

padrones, no siendo por lo consiguiente electores en términos legales. 

La justicia local, como ya se dijo, estaba en manos de los jueces de paz 

y sus suplentes, instalados en las cabeceras departamentales y en las 

poblaciones más importantes. Según la ley Orgánica de Territorios Nacionales 

duraban dos años en sus funciones, siendo elegidos por el voto popular en 

aquellas localidades con más de 1.000 habitantes, o por el gobernador, con 

ratificación del Poder Ejecutivo, en el resto de los casos. Más tarde, en 1913, 

tal facultad fue asumida en forma directa por el gobierno nacional hasta el año 

1919 en que se devolvió a las autoridades locales. Las condiciones requeridas 

para ser elegido juez de paz eran las de ser argentino, tener servicio militar 

cumplido, ser vecino arraigado en el lugar y demostrar competencia para el 

cargo (saber leer y escribir).  

En oportunidades especiales, el gobierno territoriano podía designar 

alcaldes y tenientes como auxiliares de la justicia de paz para ejercer funciones 

en los distritos y jurisdicciones menores. Los jueces de paz entendían en una 

variedad de aspectos fijados originalmente por la misma ley 1532: resolver 

causas civiles y comerciales donde las sumas involucradas no excedieran 

determinados montos, incluidas demandas por desalojo y transacciones de 

mercado ï con la excepción de juicios sucesorios y concursos de acreedoresï . 

A estos asuntos se agregaron las atribuciones concedidas por el Código Rural 

de 1894 para intervenir en todo lo concerniente al tránsito de ganado, expendio 

de guías, registro de marcas y señales, control sanitario, patentes comerciales, 

policía rural, caza, división de tierras, caminos y régimen de aguas. Una serie 

de contravenciones, consideradas de menor gravedad que los delitos ï 

embriaguez, vagancia, juegos de azar, ostentación de armas, boleadas de 

guanacos y avestruces, etc.ï así como el control y vigilancia de los espacios 



31 

públicos considerados como ámbitos de peligrosidad ïboliches, prostíbulos, 

reuniones públicas, entre otros- estaban también bajo sus funciones.  

Los jueces de paz cumplían así un rol fundamental en el disciplinamiento 

y control social de la población de los Territorios, con amplias facultades para 

penalizar "aquellas conductas que infringieran los comportamientos 

socialmente aceptados" en el campo de la llamada "peligrosidad no delictiva" 

(Suárez, 2001:336-337) cuyas manifestaciones eran sin duda las más 

importantes en los ámbitos territorianos, particularmente rurales. Sus 

decisiones, salvo en cuestiones muy menores, eran siempre apelables ante el 

juzgado letrado, lo cual generaba frecuentes circunstancias contenciosas por 

cuanto los jueces de paz dependían del gobernador del Territorio y los letrados 

del Poder Ejecutivo Nacional, cosa que los presuntos delincuentes sabían 

aprovechar a su favor. Al organizarse legalmente las funciones del Registro 

Civil, también la inscripción de nacimientos, matrimonios y defunciones 

quedaron en los territorios en manos de la justicia de paz.16  

En la práctica, la escasez de juzgados de paz constituidos, las grandes 

distancias y las dificultades en las comunicaciones, hacían que muchas veces 

las multas por infracciones fueran cobradas, por disposición del gobernador, 

por las comisarías, subcomisarías y destacamentos de policía, aún cuando el 

Código Rural sostenía expresamente que las fuerzas represivas en ningún 

caso podían constituirse en autoridad judicial. Estos incumplimientos causaban 

significativos conflictos en cuestiones jurisdiccionales, en especial con la 

policía, que requerían de la intervención de autoridades superiores. También 

era común, y así lo expresa abundante documentación, que los vecinos más 

destacados -pertenecientes en muchos casos a las filiales locales de las logias 

masónicas- entregaran petitorios a los gobernadores, ya fuese para incidir en el 

nombramiento de algún candidato o para solicitar su remoción. De hecho, los 

jueces de paz elegidos pertenecían a estos mismos grupos y estaban inmersos 

en las redes de relaciones económicas, sociales y políticas características del 

territorio, participando de los conflictos y luchas facciosas propias de los grupos 

locales de poder.  

                                            

16 Leyes 1.565/1.884 y 3.703/2.898, respectivamente. 
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Según se desprende de la documentación relevada, las elecciones 

populares para jueces de paz se realizaban en contadas ocasiones. Pese a 

que las localidades alcanzaban el número de habitantes requerido, era habitual 

que el gobernador de turno prefiriese realizar designaciones personales de 

jueces de paz de su confianza. Como estos últimos podían ser reelectos, los 

nombres suelen repetirse con designaciones en algunos casos casi vitalicias, 

en tanto que comerciantes, ganaderos y profesionales aparecen 

reiteradamente en el ejercicio de estas funciones, a veces por períodos 

extremadamente largos. De hecho, entonces, la elección del juez de paz 

también fue durante muchos años prerrogativa del gobernador de turno.17 Sin 

duda esto se explica a partir de que las autoridades territoriales podían ejercer 

un control social más efectivo a través de estos intermediarios locales, que 

indudablemente eran más funcionales a la administración de poder cuanto 

menos cercana a la decisión popular fuese su designación. Veremos, más 

adelante, como los reclamos eleccionarios a las autoridades nacionales por 

parte de los organismos creados por esos mismos "vecinos destacados", 

reniegan muchas veces de la elección popular para el caso de los jueces de 

paz, indudablemente un ámbito de fundamental importancia a la hora de 

asegurar el orden social y garantizar las posibilidades de acumulación de esos 

mismos grupos.18 

También en las localidades con más de 1.000 habitantes, como dijimos, 

los concejos municipales, integrados por cinco miembros, eran electivos. Los 

ediles, electos por dos años y renovados anualmente por mitades por sorteo, 

debían ser mayores de edad y domiciliados en el distrito. Aún cuando existía la 

figura del presidente, éste ejercía solamente la representación oficial y 

ordenaba los debates, pero sus actos dependían de la aprobación de los 

ediles. A diferencia del juez de paz, los cargos en los concejos municipales 

                                            

17 Los gobernadores estaban facultados por distintos decretos del PEN (21/1/1905 y 
22/11/1919) a nombrar y fiscalizar la prestación de los servicios de la justicia de paz. 

18 La generalización de muchas prácticas fue tejiendo una extensa red de "solidaridades" que 
dibujarían el mapa del poder en los territorios. Un ejemplo generalizado era la expedición de 
guías que hacían los jueces de paz a los comerciantes sin exigirles comprobante alguno de la 
procedencia del acopio. Los comerciantes, por su parte, tampoco exigían al vendedor la 
comprobación de la propiedad de los frutos con las boletas de señales, violando abiertamente 
las prescripciones vigentes. 
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eran honorarios. Sus funciones estaban limitadas al mantenimiento de la 

higiene, la moral pública y las buenas costumbres, entendiendo también en 

cuestiones edilicias e impositivas dentro del área del ejido municipal. Por 

decreto nacional del año 1924, que reglamentó las funciones de los concejos, 

se ampliaron de manera importante las atribuciones de sus miembros. No 

obstante, en términos generales, puede decirse que la tendencia general a 

través de los años fue su pérdida paulatina de autonomía a favor de la 

autoridad de los gobernadores y, por ende, del poder central. 

En la práctica, en consecuencia, el accionar de los concejos municipales 

quedaba muchas veces supeditado a la voluntad del gobernador de turno, 

particularmente luego de 1902 cuando se le otorgaron a éste las facultades de 

suspender los procesos electorales o las funciones de los concejos por 

ñirregularidades, faltas o vicios electorales, conflictos sobre atribuciones o 

interpretación de las leyes o decretos vigentesò. En esos casos, muy frecuentes 

por cierto, los gobernadores proponían al Poder Ejecutivo nacional una nómina 

de vecinos para integrar una nueva comisión municipal. El mismo criterio se 

utilizaba para la creación de comisiones de fomento en aquellas localidades 

con menos de mil habitantes. De hecho, era común que los gobernadores 

ignorasen el incremento de población de las localidades de su territorio, 

obviando el correspondiente llamado a elecciones y designando en su lugar a 

una mucho más controlable comisión de fomento. Avanzado el siglo XX, pocos 

concejos municipales se habían realmente conformado en los territorios.19 Sus 

miembros se elegían entre las figuras más importantes de la sociedad local -

ganaderos, comerciantes, acopiadores, profesionales, periodistas-, en función 

de las candidaturas presentadas por ñpartidosò generalmente comunales y casi 

siempre indiferenciados desde el punto de vista ideológico y programático.20 No 

                                            

19 En el caso de Río Negro, uno de los territorios más poblados, el primer concejo municipal 
electivo fue el de Viedma en 1886; luego el de Gral. Roca en 1887, que funcionó con muchas 
interrupciones hasta su reinstalación definitiva en 1912; el de San Antonio Oeste en 1912 y el 
de Allen en 1916 (Ruffini, 2001:314). 

20 De esa manera, las designaciones más comunes de los ñpartidosò, que se repiten en todos 
los territorios, son: ñUni·n Vecinalò, ñUni·n Popularò, ñDefensa Comunalò, ñComit® Popularò, etc. 
Ruffini da un ejemplo en Río Negro de candidatos que se repiten en más de una lista a los 
efectos de asegurar mayoría y minoría en la elección del Concejo Municipal de Viedma en 
1917 (Ruffini, 2001:315), lo que da idea de las estrategias que se ponían en juego en cada 
ocasión.  
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obstante, su constitución era siempre expresión de las distintas facciones en 

que se dividía la sociedad local y las disputas electorales o el funcionamiento 

mismo de los concejos estaban siempre permeados por los conflictos entre 

esas mismas facciones.21 Las cuestiones impositivas eran siempre fuente de 

diferencias, particularmente porque el ejido electoral era también el ámbito de 

influencia del concejo en cuanto a la recepción de las rentas municipales. El 

crónico déficit de estas comunas obligaba muchas veces a solicitar créditos con 

intereses mensuales, que podían ser bancarios o de particulares, en ocasiones 

de los mismos ediles (Ruffini, 2001:316-327). 

 

-Proyectos de reforma, demandas insatisfechas: primeras tres décadas 

del siglo XX 

Según adelantáramos, la ley orgánica de 1884 sufrió una serie de 

reformas menores en el transcurso de los años subsiguientes, destinadas 

sobre todo a corregir los vicios de su aplicación en lo concerniente a la 

administración de la justicia y al régimen municipal. Así, en 1889, se aumentó 

de 100 a 300 pesos el valor de los juicios en que podían intervenir los jueces 

de paz y se estableció la imposibilidad de remoción de los jueces letrados sin 

causa justa. Más tarde, en 1897, se suprimió también la inamovilidad de estos 

últimos, fijando en cuatro años su período de gestión (ley 3575). En el año 

1900, un nuevo proyecto de ley orgánica fue elevado al congreso sin que se 

aprobara. El propio presidente Roca se hacía eco de las aspiraciones 

crecientes de los habitantes territorianos ñ...cuya vida política estaba limitada al 

gobierno municipalò. Otras iniciativas de las primeras décadas del nuevo siglo, 

también fracasadas, fueron las de los diputados Federico Pinedo (1913), sobre 

representación parlamentaria de los Territorios; Castillo, Olmos y Víctor Molina, 

entre otros. Todos estos proyectos fallidos intentaron modificar el régimen 

territoriano incorporando su representación parlamentaria, en coincidencia con 

la fiebre ñreformistaò que inundaba los ámbitos de la decisión política en los 

                                            

21 Como ejemplo, resulta interesante mencionar un caso en la localidad de Gral. Roca, Río 
Negro, donde un grupo de tres ediles disconformes con el presidente del concejo, hacen una 
reunión secreta y designan una nueva autoridad con acuerdo del gobernador. Las gestiones 
del mandatario saliente ante las autoridades nacionales para recuperar su cargo, fueron 
desatendidas (Ruffini, 2001:29). 
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primeros años del siglo XX.22 Pero no fue sino hasta la década de 1930 cuando 

se retomó con inusual fuerza la discusión sobre los derechos políticos de la 

población de los territorios.  

Fue así como en 1932 se proclamó oficialmente con mayor firmeza la 

idea de otorgar una nueva legislación para los territorios nacionales. Un 

anteproyecto, presentado por el Ministro del Interior del presidente Justo, 

Leopoldo Melo, pretendió en 1934, sin éxito, cambiar la ley orgánica que ese 

mismo año cumplía medio siglo de vigencia, en respuesta a compromisos 

asumidos en las instancias electorales. Para su elaboración se tuvieron en 

cuenta las recomendaciones de la Oficina de Territorios Nacionales, entonces a 

cargo de Eduardo Elordi, un hombre con experiencia que había sido por tres 

períodos consecutivos gobernador del territorio de Neuquén. La idea base era 

crear en los territorios un régimen administrativo y político que contenga, en 

embrión, todas las instituciones que más tarde tendrían como provincias, y que 

ese régimen fuese integral y efectivamente practicado (Lenzi, 1939:68). Es 

decir, se intentaban establecer formas participativas más amplias que las 

existentes aunque igualmente controladas. Una novedad importante, 

largamente reclamada desde los territorios, exigía una radicación previa de 

cinco años para ser gobernador y de tres para ser secretario, representante o 

legislador.23 

Los errores de la iniciativa fueron señalados de inmediato por quienes 

venían estudiando sistemáticamente el tema desde años atrás, particularmente 

el conocido periodista rionegrino Juan Hilarión Lenzi, quien escribió una serie 

de once artículos en el periódico ñLa Uni·nò de Río Gallegos, en julio de 1934, 

analizando el anteproyecto. En ellos se sostenía que, después de medio siglo, 

los territorios no sólo no se veían como ñfuturas provinciasò sino que se había 

acentuado su explotación como ñcolonias internasò. Nuevas subdivisiones ïel 

proyecto planteaba suprimir los territorios de Los Andes y Tierra del Fuego, el 

primero para dividirlo entre tres provincias y el segundo para anexarlo a Santa 

                                            

22 Dichos proyectos pueden verse en detalle en Lenzi (1939).  

23 En el caso patagónico, no habría sido ajena a estas iniciativas la Liga Patriótica Argentina, 
instalada tempranamente en la región. Esta asociación nacionalista de tendencias extremas 
entendía que estos territorios eran los custodios naturales de los ñconfines de la Naci·nò y, por 
ende, debía dársele a sus habitantes ñm§s ilustradosò el poder suficiente para ejercer tal tarea.  
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Cruz, en tanto se creaban tres nuevas jurisdicciones: Los Lagos, San Martín y 

Patagonia-, transformaban los territorios en once gobernaciones cuyos límites, 

sin fundamentar, eran sólo divisiones arbitrarias sin ningún criterio regional. Se 

establecían asimismo, en el proyecto, tres categorías de territorios: primera, los 

que superaran los 40.000 habitantes argentinos; segunda, los de 10.000 a 

40.000 y, tercera, los inferiores a 10.000. De hecho, insistían los críticos, 

ningún territorio cumplía ya esa última condición. Los gobernadores tendrían 

autoridad limitada, al igual que las legislaturas y los Consejos Territoriales.24 Se 

mejoraba, aunque sólo parcialmente, la administración de justicia, se creaba un 

tribunal de cuentas sin amplias jurisdicciones como se pretendía, mientras que 

el derecho a la representación parlamentaria se restringía a los territorios de 

primera categoría. Una vez transcurridos tres años de funcionamiento normal 

del régimen institucional impuesto por la nueva ley en un territorio, y éste 

tuviera un mínimo de 150.000 habitantes, el PEN podría convocar a un 

plebiscito popular a los efectos de decidir su transformación en provincia. La 

oposición al proyecto se generalizó rápidamente. La prensa territoriana 

reaccionó masiva y tenazmente y el diario ñLa Nueva Provinciaò de Bahía 

Blanca publicó una serie importante de reportajes.  

Por esa misma época, sucesivos Congresos Generales de Municipios 

Territoriales se reunieron en Buenos Aires para discutir la incorporación de los 

territorios a la vida institucional argentina, reclamando una serie de derechos 

políticos centrados en la representación parlamentaria, gobiernos electivos, 

régimen municipal adecuado, así como las exigencias antes mencionadas para 

la radicación previa de los funcionarios administrativos. Es así como, en el 

Primer Congreso General de Municipios Territoriales, reunido en agosto de 

1933,25 se instaló la opinión unánime de que el futuro proyecto de ley orgánica 

                                            

24 En la Primera Conferencia de los Gobernadores de los Territorios Nacionales, realizada en el 
año 1913, se discutió ampliamente la iniciativa, con muchos partidarios, de conformar Consejos 
Territoriales de Administración que nunca se concretaron. El rechazo de los pobladores 
territorianos a esta figura sustituta de las legislaturas provenía de su carácter no electivo y 
dependiente de la propuesta del gobernador.  

25 Asistieron a este Congreso numerosos delegados, representantes de los ocho territorios con 
comunas electivas. Los firmantes del despacho de las comisiones de Régimen Legal y Acción 
Municipal fueron: Lorenzo Amaya, Justo Bergadá Mugica, Félix Rodolfo González, Anselmo Z. 
Ducca, Juan Hilarión Lenzi, Francisco Escofet y Juan F. Caminos (Lenzi, 1939:138). No hemos 
encontrado aún documentación que nos permita reconstruir cómo se eligieron estos 
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debía surgir de los propios territorios. José Hilarión Lenzi, como Secretario del 

ñOrganismo Permanente de Municipalidades y Comisiones de Fomento de los 

Territorios Nacionalesò, que presidía Braulio Zumalacárregui, preparó el nuevo 

anteproyecto. Mientras la iniciativa oficial del Ministro Melo era rechazada por 

los respectivos Congresos Municipales y Comisiones de Fomento de 

Resistencia (Chaco) y Santa Rosa (La Pampa), en este último se aceptaba 

unánimemente el nuevo anteproyecto territoriano, nuevamente discutido y 

mejorado en el Segundo Congreso General de Municipios Territoriales 

celebrado en el año 1935. Gobernadores y vice-gobernadores electivos, 

conformación de legislaturas, régimen municipal, administración de justicia, 

sistema electoral, representación parlamentaria, provincialización de los 

Territorios, derecho al voto femenino, eran sus puntos centrales (Lenzi, 

1939:187). Este proyecto, que mantenía los límites originales de los territorios, 

incorporando como Colonias Nacionales a Tierra del Fuego, Martín García e 

Islas Malvinas, fue sometido a la opinión de todas las comunas y remitido al 

Ministro Melo, sin recibir respuesta oficial alguna. Tampoco en el Congreso se 

obtuvo el eco esperado.  

En el año 1938 se dio a conocer un nuevo proyecto, esta vez oficial y 

proveniente del propio Ministerio del Interior, que tampoco satisfizo los 

intereses de los pobladores de los territorios, provocando airadas reacciones, 

especialmente visibles en la prensa, por cuanto no se establecía su 

transformación en provincias ni se reconocía la condición de ciudadanos a sus 

habitantes, agregando la exigencia de que la Constitución a dictarse en un 

territorio en situación de ser provincia debía ser previamente aprobada por el 

Congreso nacional. Si bien el nuevo proyecto tomaba algunos aspectos del 

anterior, no consideraba la modificación de los límites y la creación de nuevos 

territorios; se insistía en los Consejos de Administración, pero se oponía a la 

elección de los gobernadores y a la ampliación de los gobiernos municipales; 

se intentaba mejorar la administración de justicia y se reconocía el derecho a la 

                                                                                                                                

representantes y a que sectores pertenecían, lo cual seguramente aportaría a una mayor 
comprensión del grado de representatividad social de sus posiciones. Sí sabemos que la 
iniciativa del Congreso partió de la comuna de Río Gallegos (a la cual pertenecía 
Zumalacárregui ïpresidente del concejo municipal-) y que Amaya representaba al municipio de 
Esquel, en el territorio de Chubut.  
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representación parlamentaria. Con respecto al tema de la provincialización, sus 

disposiciones eran incluso más estrictas, estableciendo que el plebiscito 

popular para la elevación a la categoría de provincias requeriría de seis años 

de funcionamiento del régimen institucional dispuesto por la nueva ley y una 

cantidad mínima de 200.000 habitantes por territorio. Recién con un 

pronunciamiento de más del 50% de los inscriptos en los padrones, el 

Congreso ñpod²aò determinar si había llegado la hora de la provincialización. En 

ese caso, se convocaría a la Convención Constituyente y el proyecto de 

constitución debería ser girado nuevamente al Congreso para su aprobación. Si 

el resultado del plebiscito fuera adverso o no se aprobara el proyecto 

constitucional, deberían pasar otros cinco años antes de reiniciarse las 

gestiones (Lenzi, 1939:55 y 207). 

La oposición al nuevo proyecto del ministro Taboada fue tan unánime 

como en los casos anteriores. Los habitantes de los territorios vieron más 

afectados sus derechos que con la vieja ley orgánica de 1884, cuyas 

exigencias de población eran considerablemente menores, e interpretaron al 

nuevo proyecto como un evidente retroceso institucional. El avance que 

aparecía como más significativo era la posibilidad de crear la figura de los 

intendentes municipales en todas las localidades, independientemente de que 

cumplieran o no con la exigencia de los mil habitantes. No obstante, estas 

figuras se pensaban como no electivas y quedaban bajo la injerencia directa de 

los gobernadores, también dependientes del gobierno central. En suma, a la 

par que las exigencias para la provincialización eran mayores, se centralizaba 

más la conducción política en los personeros del ejecutivo nacional, en tanto la 

cantidad de habitantes seguía siendo el criterio fundamental a la hora de 

otorgar derechos, pese incluso al importante incremento poblacional 

producido.26  

                                            

26 El censo nacional de 1895 estableció para los Territorios Nacionales una población de 
103.369 habitantes, 10 años después un cálculo estimativo la aumentó a 170.625. El censo 
territorial de 1912 dio una suma de 293.372 y el nacional de población de 1914, de 331.612 
habitantes. Según el censo territorial de 1920, la población había ascendido a 389.994 y 
cálculos de 1935 y 1939, la elevaron respectivamente a 831.100 y 950.000 habitantes (ver 
Cuadro3). 
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Otro tema muy discutido por los representantes territorianos en los 

sucesivos congresos fue el relativo a la administración de justicia. Mientras que 

para los jueces letrados se aceptaba su remoción por la Suprema Corte de 

justicia nacional, sin necesidad de intervención del Senado, argumentando a 

favor de su inamovilidad mientras durase su buena conducta,27 la elección y 

remoción de los jueces de paz se reservaba a los gobernadores de territorios, 

esto aludiendo a la necesidad de independizar a la justicia de ñlos compromisos 

asumidos con el vecindario y con los movimientos partidistasò. De hecho, en los 

Congresos Generales de Municipios Territoriales, muchos delegados insistieron 

en que en ningún caso la justicia de paz fuese electiva, en tanto otros 

sostenían la inconveniencia de suprimir una de las pocas posibilidades de 

elección permitidas por la ley original. Los argumentos en contra de la elección 

popular de los jueces de paz se acompañaban con la idea de que, al ser 

electivo el cargo de gobernador, ñesto pondría a los magistrados en el 

compromiso de designar a vecinos especialmente calificados para el cargoò. 

Finalmente, en el congreso de 1935, se adoptó la posición de que cada 

legislatura debería dictar la correspondiente ley de justicia de paz y decidir con 

respecto a los nombramientos y remociones, a la vez que se elevaba un fuerte 

reclamo a favor de la constitución de cámaras de apelaciones para garantizar 

una mejor administración de justicia.  

Con respecto a los municipios, se partía del reconocimiento de que el 

régimen municipal era ñla célula del Estado democr§ticoò, cuya graduación 

lógica era: individuo, municipio, provincia, nación (Lenzi, 1939:130). La plena 

conciencia ciudadana del individuo se manifestaba primero en la vida local y el 

nacimiento mismo de la ñnacionalidad argentinaò se atribuía a los municipios ï

los ñantiguos cabildosò-. Tales fueron las expresiones volcadas al momento de 

discutirse la ley de 1884 y la disposición de hacer electivos los municipios que 

superasen los 1000 habitantes.28 Para perfeccionar el régimen, dado que los 

                                            

27 La opinión favorable con respecto a la inamovilidad de los jueces letrados era compartida por 
el oficialismo, tal y como lo expresara el mismo presidente Ortiz en su mensaje al Congreso de 
julio de 1938, al sostener que éstos deberían durar en sus cargos mientras observasen 
conducta intachable y gozasen de reconocimiento y consideración pública. 

28 Claramente expuesto en el discurso del miembro informante de la Cámara de Diputados, Dr. 
Ramón J. Cárcano, el 17 de septiembre de 1884. 
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mismos carecían de rentas propias, así como de facultades para obtenerlas, se 

introduciría pocos años después, en 1890, una ampliación de su estatuto legal, 

por iniciativa del diputado Víctor M. Molina. Los municipios fueron así 

facultados para conceder en venta y escriturar las tierras fiscales en los 

respectivos ejidos, así como para percibir impuestos puramente municipales. 

Pero las amplias atribuciones del gobierno municipal frente a la dependencia 

de los gobernadores del poder central no demoró en provocar conflictos en los 

territorios, muchas veces insolubles, que provocaron frecuentes intervenciones, 

cuando no demoras injustificadas en otorgar a una comuna carácter municipal 

cuando claramente superaba la cantidad de habitantes exigida. En el Congreso 

General de Municipios Territoriales de 1933 se adoptaron las posiciones de: 

insistir en la elección popular de intendentes y concejos municipales, en tanto 

se aceptaba que las comisiones de fomento fueran elegidas por el gobernador; 

se solicitaba la ampliación de las facultades en materia impositiva y la 

posibilidad de contratación de empréstitos y se reconocía a los municipios 

atribuciones ajustadas a los principios generales del derecho en esa materia 

(Lenzi, 1939:139). De gran repercusión en libros y prensa de la época, tampoco 

este proyecto contó con apoyo oficial. Aquellos provenientes de ese ámbito, en 

cambio, como los ya mencionados de 1932 y 1938, tendieron a dar mayores 

facultades a los gobernadores en detrimento de las comunas ïpor ejemplo en 

la elección del intendente-, además de exigir más de 10.000 habitantes para 

constituir un municipio, aún cuando se mantuvieran los ya existentes con más 

de 1000 habitantes, lo cual generaba obvias diferencias intercomunales.29 

Otra demanda fue la referida a la representación parlamentaria. 

Siguiendo el modelo norteamericano, muchos diputados plantearon, al 

momento de discutirse la ley de 1884, que una vez alcanzados los 30.000 

habitantes los territorios podrían designar delegados (residentes o con 

propiedades en el territorio que representen) en la Cámara de Diputados de la 

Nación, con voz pero sin voto. Los defensores de esta postura fracasaron ante 

cerradas posiciones de legisladores que argumentaban la inconstitucionalidad 

                                            

29 Críticas a este cercenamiento a la participación política en los territorios se publicaron en los 
diarios La Nueva Provincia de Bahía Blanca, La Mañana de Río Gallegos y La Prensa de 
Buenos Aires el 30 de agosto de 1938.  
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de la propuesta,30 o el crónico despoblamiento de los territorios, mayormente 

ocupados por ñextranjerosò. La discusión siguió sin resolverse en futuros 

planteos de reformas constitucionales como la de 1898. Las opiniones 

permanecieron divididas entre quienes planteaban la negación a la 

representación parlamentaria de los territorios sin previa reforma de la 

constitución, los que la aceptaban condicionalmente con voz pero sin voto y los 

que sostenían que tal representación era posible sin reforma constitucional en 

razón de la diferencia entre ñdelegadoò y ñdiputadoò. Por otra parte, la tendencia 

ñprovincialistaò era muy fuerte en aquellos territorios que se consideraban 

ñmayoresò, como La Pampa, Chaco, Misiones y Río Negro, razón por la cual 

sus representantes preferían no argumentar a favor de la representación 

parlamentaria. Entre los firmes partícipes de la representación parlamentaria de 

los territorios se conformó, en asamblea de delegados territoriales realizada en 

Buenos Aires en septiembre de 1922, la Junta Permanente Pro-Representación 

Parlamentaria de los Territorios Nacionales.31 Este organismo, reunido en el 

año 1932 en Posadas argumentó muy sólidamente desde el punto de vista 

jurídico a favor de la constitución de una representación de los territorios en la 

Cámara de Diputados, con igualdad de atributos a los de provincias y capital. 

Todos los proyectos oficiales de la década de 1930 contemplaron de 

algún modo la representación parlamentaria de los territorios, sólo que 

reemplazando la figura de delegado o diputado, en el caso del proyecto de 

1938, por un ñrepresentante del territorio antes los poderes públicos de la 

Naci·nò, encargado de hacer de ñgestor de todos los asuntos de interés general 

relacionados con el territorio por el cual haya sido electoò. Las autoridades 

locales podrían ñencomendarle diligencias, impartiéndole las instrucciones que 

                                            

30 "La Cámara de Diputados se compondrá de representantes elegidos directamente ñpor el 
pueblo de las provincias y de la Capitalò, reza la Constitución en su art. 37.  

31 En este caso, los firmantes fueron: el presidente de la Junta, Dr. Luis E. Zuberbühler, los 
vocales señores Ernesto Gramondo, Juan José Paso, Juan S. Mac Lean, Francisco Comas, 
Próspero G. Alemandri, y el Sr. T. D. Real y Taylor como secretario (Lenzi, 1939:166). Es 
interesante destacar la participación en este grupo de algunos propietarios importantes, 
básicamente ganaderos, con intereses económicos en el área patagónica, que hemos 
identificado, como puede ser el caso del propio Zuberbühler (presidente de la Sociedad Rural 
de Río Negro y Neuquén) o Ernesto Gramondo (agrimensor a cargo de la primera mensura en 
Neuquén e importante propietario de tierras). También Armando Braun Menéndez, 
importantísimo terrateniente patagónico originario de Punta Arenas, integraba el organismo.  
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crean convenientesò, debiendo además ñsujetarse a las disposiciones que tome 

la Dirección de Territorios Nacionalesò dependiente del Ministerio del Interior 

(Lenzi, 1939:172-73). Sin duda, esta figura anodina (cuya elección se haría por 

votación directa en los territorios con más de 60.000 habitantes) distaba mucho 

de la representación que exigían los interesados, convirtiéndose en un 

funcionario al servicio del Ministerio y en un simple gestor del gobernador en 

Buenos Aires. 

En síntesis entonces, aunque abundaron las propuestas de reforma, 

tanto del lado oficial como de los organismos representativos de los intereses 

de los territorios nacionales, no se concretaron los resultados esperados. 

Mientras los representantes territoriales insistían y perfeccionaban sus 

demandas electivas, particularmente en lo referente a las autoridades 

gubernativas y a las representaciones parlamentarias, así como redoblaban los 

pedidos de provincialización, el Ministerio del Interior argumentaba a favor de la 

centralización y el control político de los territorios por parte del ejecutivo 

nacional, ligando el otorgamiento de derechos electivos a exigencias de 

población cada vez más altas. Mientras estos temas se discutían a nivel local y 

nacional, con amplia participación de juristas y activo interés de la prensa, la 

situación en los territorios era fiel reflejo del incremento de la centralidad en las 

decisiones políticas. 

Las restricciones al ejercicio de las prácticas ciudadanas en los 

Territorios Nacionales pueden entenderse, desde una perspectiva histórica, 

como parte del debate político del liberalismo argentino del siglo XIX, es decir, 

la distinción entre aquellos que podrían gozar plenamente de los derechos 

políticos -los ciudadanos-, frente a los que serían considerados como simples 

habitantes. 

Si bien al momento de dictarse la ley 1532 en 1884 primó la idea, 

fuertemente instalada en la época, de la necesidad de instaurar un fuerte 

control central en las decisiones políticas para evitar eventuales salidas 

autonómicas a las cuales se atribuían buena parte de los males pasados del 

país, no es menos cierto que a ello se sumaba al convencimiento sobre la 

necesidad de tutelar a los habitantes de las nuevas tierras en el ejercicio de sus 

derechos políticos, los que serían otorgados en forma paulatina y gradual ï

empezando por el ámbito exclusivamente local- hasta su plena inserción en el 
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sistema federal de gobierno. En la perspectiva de los dirigentes de la época, 

varios argumentos podían utilizarse para justificar la exclusión de nuevos 

grupos sociales, hasta ahora ausentes de las pujas políticas en el orden 

nacional. Pero explicar la perdurabilidad de estos mismos principios hasta 

pasada la primera mitad del siglo XX resulta sin duda más complejo, máxime 

cuando las razones más esgrimidas giraron siempre alrededor de la escasez 

demográfica, argumento sin duda demasiado débil a la hora de entender los 

sucesivos fracasos de los distintos proyectos de reforma de la ley 1532 

presentados entre 1902 y 1950; incluso aquellos elaborados desde el propio 

oficialismo en la década de 1930 que, como ya mencionáramos, la centralidad 

se acentuaba. Indudablemente, la oposición entre federalismo y centralización 

parecía estar muy presente, todavía en esta etapa, a la hora de discutir el 

funcionamiento político del país.  

Por otra parte, no caben dudas acerca de que la misma condición de 

fuerte centralidad que significó el status jurídico de los Territorios Nacionales, 

con absoluta falta de autarquía en asuntos presupuestarios, donde el poder 

central se reservaba la designación de los funcionarios y la percepción de las 

rentas, afectó considerablemente el proceso de construcción de una 

ciudadanía política en términos formales. Cadenas de fuerte dependencia 

ejercidas a través del Ministerio del Interior, la Dirección General de Territorios 

Nacionales, los gobernadores y los funcionarios de la justicia letrada, 

aseguraban el control del poder nacional. Del gobernador dependían a su vez 

las comisiones de fomento, la policía y los juzgados de paz, articulados como 

espacios locales de poder que permitían asegurar el orden público. Estas 

cadenas de funcionarios aseguraban, además, que las limitaciones para el 

ejercicio de la ciudadanía formal fueran en la práctica más restrictivas que las 

propias condiciones que imponía la ley. Los concejos municipales y la justicia 

de paz, como únicos ámbitos electivos, no siempre permitían la libre expresión 

de la sociedad, ya fuera porque sufrían intervenciones, anulación de comicios, 

o nombramientos directos como forma de eludir las contiendas electorales. 

Muchos excesos se cometieron en el ejercicio de los controles políticos de la 

sociedad territoriana. La superposición y falta de claridad en la delimitación de 

funciones, la escasa regulación y los bajísimos presupuestos, fueron causas de 
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permanentes conflictos, a la vez que coadyuvaban al posicionamiento de los 

grupos locales de poder. 

 Sin embargo, la misma imposibilidad de ejercer los derechos políticos 

formales, propició una naciente conciencia ciudadana, instalada 

tempranamente en los territorios al calor de las luchas por la autonomía y la 

provincialización (Diez, 2002:T. II, 357). Ello habría favorecido el surgimiento de 

prácticas ciudadanas alternativas por parte de una sociedad heterogénea que 

fortaleció sus lazos étnicos e identitarios a nivel local y regional. Fue en ese 

espacio de las asociaciones, la prensa y las movilizaciones públicas, 

producidas alrededor de las demandas de derechos políticos y de 

representatividad, donde deben buscarse los elementos más importantes a la 

hora de desentrañar el proceso de construcción de la ciudadanía local. 

 

-Río Negro en tiempos peronistas (1943-1955) 

En la madrugada del 4 de junio de 1943, las tropas del ejército argentino 

acantonadas en la Guarnición Militar Campo de Mayo y en otras unidades del 

Gran Buenos Aires, marcharon sobre la Capital Federal con la intención de 

derrocar al gobierno conservador dirigido por el presidente Ramón J. Castillo y 

tomar el poder, en el marco de una situación política nacional e internacional 

sumamente compleja. El golpe militar, orientado y dirigido políticamente por el 

GOU ïGrupo de Oficiales Unidos-, formado básicamente por oficiales jóvenes 

de extracción nacionalista, católica, antiliberal y de tendencias germanófilas, 

integrada entre otros por el coronel Juan Domingo Perón; tenía como objetivo 

restaurar la legitimidad democrática y poner fin al régimen conservador y, con 

ello, al fraude político, a la dependencia económica, a la corrupción y a las 

políticas consideradas contrarias a los intereses de la nación. 

Una vez en el poder, disuelto el Congreso de la Nación, intervenidas las 

provincias y los Territorios Nacionales, y prohibida la actividad de los partidos 

políticos, el gobierno militar se abocó a la reorganización de las instituciones y 

organismos del Estado, al tiempo que iniciaba una acción ñregenerativa y 

moralizadoraò de la sociedad.  

En los Territorios Nacionales, tras el golpe militar, se repitió el esquema 

restrictivo iniciado en 1930, siendo las instituciones electivas las primeras 
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afectadas por el nuevo estado de cosas. El decreto presidencial del 4 de 

agosto dispuso las intervenciones a las municipalidades electivas y su 

inmediato reemplazo por comisionados nombrados por el Ministerio del Interior. 

Según los informes proporcionados por el gobernador de Río Negro, coronel 

Rodolfo Lebrero, las primeras municipalidades intervenidas fueron las de 

General Roca y San Carlos de Bariloche. Le siguieron San Antonio Oeste 

(9/8/1943), Allen (12/11/1943), Viedma, Río Colorado y Choele Choel 

(29/11/1943). La prevención contra los extranjeros, vinculada a su 

posicionamiento ideológico, se manifestó también en las órdenes emanadas 

del gobierno central. En septiembre de ese año, se ordenó al gobernador 

rionegrino desplazar a los extranjeros que detentaban cargos públicos e 

impedirles la obtención de la carta de ciudadanía.  

Luego de la llegada de Perón a la presidencia de Nación en 1946, tras 

su exitosa gestión en la Secretaría de Trabajo, se inició una gesta política que, 

en diez años, cambió radicalmente al país. Independencia económica, justicia 

social y soberanía política fueron las tres banderas históricas del peronismo. 

Con él, el Estado se consolidó como un actor político con objetivos propios y no 

solamente como un conjunto de instituciones que representaba los intereses de 

los grupos económicos.  

Para Río Negro y la Patagonia, el período peronista fue un momento de 

transición en los aspectos organizativos de la política y una etapa de captación 

y formación de dirigentes y clientelas que se incorporaron a la esfera pública 

tras la provincialización. En este período (1946-1955) se completó el proceso -

iniciado al comienzo de la década del 40-, de integración de la región 

patagónica a la nación. 

Una de las características más relevantes de esta etapa fue la fuerte 

presencia del Estado en la vida política de los territorios patagónicos a través 

de procesos simultáneos de militarización, burocratización y aumento de la 

inversión estatal con el desarrollo de infraestructura. Las iniciativas de la 

Secretaría de Trabajo y Previsión y la aplicación de los Planes Quinquenales, 

que atendieron especialmente a las áreas de obra pública, salud y educación, 

también se hicieron sentir en territorio rionegrino. Nuevas localidades 

adquirirían rango de municipios y el partido dominante fuea conformando una 

base electoral propia con vistas a la primera participación de los habitantes de 
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los territorios en las próximas elecciones a presidente y vice, conforme lo 

dispuesto en la nueva Constitución Nacional de 1949. 

La Patagonia se militarizó a través del asentamiento de guarniciones 

militares para garantizar el control sobre los recursos estratégicos en el marco 

de la segunda guerra mundial, la perspectiva de una nueva guerra y la 

búsqueda de la seguridad de la frontera. En 1943 se creó la Gobernación 

militar de Comodoro Rivadavia en zona de yacimientos y territorios adyacentes, 

que luego se amplió hasta la cordillera. En Tierra del Fuego, la marina tomó el 

control del territorio. En Santa Cruz, los asentamientos militares fueron muy 

bienvenidos por los ganaderos que hacía rato los demandaban, estableciendo 

importantes vínculos entre ellos. En otras localidades, como Bariloche, 

aumentó la presencia de efectivos militares y gendarmes, los que adquirieron, a 

partir del lugar de privilegio que les otorgaba del gobierno, poder y visibilidad en 

las esferas políticas locales. 

El peronismo movilizó a los gremios y avanzó en la defensa de los 

derechos laborales en todo el territorio, especialmente en el espacio rural. La 

política propiciada por el Estado para la agremiación potenció el papel de los 

sindicatos. Existió un alto grado de intervención estatal en el mercado del 

trabajo con el objetivo de mediar en los conflictos de intereses. El avance del 

Estado en esta materia desmanteló a la vieja guardia sindical, mayormente 

comunista y socialista, del territorio rionegrino. 

Si bien la sociedad territoriana ya estaba politizada antes del gobierno 

peronista, a partir de 1945 se produjo un cambio en relación a quién 

presionaba ante las autoridades nacionales: desde entonces lo hizo el partido, 

anteriormente lo hacían sociedades civiles como la Sociedad Rural, la Liga 

Patriótica, etc. La inclusión de nuevas voces capaces de emitir juicios sobre la 

vida comunitaria produjo la visibilidad de ciertas demandas de los trabajadores 

que hasta entonces no existían como tales (Barros, 2009). 

En los diez años peronistas, las autoridades políticas rionegrinas 

cambiaron, en tanto confluyeron liderazgos civiles y militares. En todos los 

territorios patagónicos se observó un proceso de ñperonizaci·nò y 

nacionalización de la política, a través del desarrollo de la liturgia peronista, la 

movilización en fechas claves y el uso de los medios de comunicación para la 

transmisión de los discursos. La prensa se convirtió en una gran propagadora 
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del discurso peronista y los periódicos que no apoyaban al régimen cerraron o 

cambiaron de dueños. 

En 1949, Emilio Belenguer, asociado a los gremios ferroviarios, asumió 

la gobernación de Río Negro. Con él se inició un proceso de unificación y 

centralización peronista. Se creó la Junta de Estudios Históricos y el Instituto 

de Estudios Sociales y Económicos del partido peronista, con sede en las 

ciudades de General Roca y Bariloche, con la intención de superar las 

lealtades locales y armar una red provincial. Para el caso de las mujeres, la 

institución aglutinante fue la Fundación Eva Perón y la creación de la Rama 

Femenina del partido.  

Existieron diferencias en la filiación peronista rionegrina, ya sea que se 

tratase de ámbitos rurales o urbanos. En el mundo rural el peronismo era más 

policlasista e incluía tanto a pequeños y medianos propietarios como a 

trabajadores, mientras que en los ámbitos urbanos la mayoría de los peronistas 

pertenecían a la clase obrera (Rafart y Enrique Masés, 2003). En las 

elecciones de 1951 el peronismo obtuvo el 90% de los votos en el ámbito rural 

y el 60% en el mundo urbano. Un estudio de caso realizado por Ernesto 

Boholavsky y Daniel Caminotti (2003), por ejemplo, demuestra como en los 

ámbitos rurales -caracterizados por la presencia de grandes estancias ovinas, 

minifundistas y una baja densidad demográfica; en los que la máxima autoridad 

eran el hacendado o el mayordomo, en connivencia con el juez de paz y el 

comisario-, la situación cambió luego de 1943. A partir de ese año se produjo la 

irrupción del Estado a través de leyes específicas y de la llegada de los 

inspectores de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social. Las nuevas leyes se 

difundieron a través de los diarios, de los empleados públicos de la región, de 

los policías y de los jueces de paz. El impacto no fue tanto en la reducción de la 

tasa de siniestralidad sino en el aumento de denuncias de accidentes de 

trabajo y en las iniciativas de prevención, seguimiento, registro estadístico y 

sanción de los empleadores. Muchos de los obreros rurales ïque hasta 

entonces trabajaban de sol a sol, por casa y comida, y se ñjubilabanò cuando no 

podían trabajar más-, se apropiaron de dos nociones: ñderechosò y ñaccidentes 

de trabajoò. Los que antes eran ñchilenosò, ñindiosò, ñpaisanosò, ñcriollosò, 

lograron convertirse en trabajadores argentinos a través del peronismo, que les 
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otorgaba beneficios sociales y una subjetividad colectiva: la de trabajadores 

asalariados. 

 

-Los debates por la provincialización 

Fue en la década de 1940 cuando aumentaron los esfuerzos por la 

inclusión política de los territorios y se incrementaron los debates a favor de la 

provincialización, al momento que el Poder Ejecutivo propendió a aumentar los 

derechos civiles de sus habitantes. En el primer Plan Quinquinal se estipuló 

para los Territorios Nacionales un conjunto de medidas en pos del 

mejoramiento jurídico- político con el fin de generar una autonomía paulatina. 

En ese marco, se aprobaron un conjunto de leyes de fomento y partidas 

especiales dirigidas al desarrollo urbano y a las condiciones sociales de sus 

habitantes. 

En la década de 1950, el debate por la provincialización fue auspiciado 

por el gobierno nacional. En 1951 se transformaron en provincias los territorios 

de Chaco y La Pampa, dos años después ocurría lo mismo con Misiones. En 

Río Negro se produjeron dos tendencias: una alineada con la idea y otra más 

gradualista, que llegó a manifestar públicamente su oposición a la 

provincialización. 

La Convención Nacional, que en 1951 sancionó las reformas a la 

Constitución, incorporaba al pueblo de los Territorios Nacionales al mecanismo 

eleccionario. Por ello, en noviembre de 1951 los habitantes de los territorios 

concurrieron, junto a la ciudadanía del país, a las elecciones de presidente y 

vicepresidente de la República y eligieron, además, delegados con voz y sin 

voto, a la Cámara de Diputados de la Nación, en un ejercicio que proponía un 

cambio progresivo de situación. El resultado fue una amplia victoria del 

peronismo (Iuorno, 2008). 

Los límites de las provincias que se establecían correspondían a los 

límites territoriales, sin mayor reflexión sobre las relaciones de integración 

previas. En Río Negro era una situación conocida que los vínculos, que cada 

localidad había establecido, no pasaban por las divisiones políticas planteadas. 

Siguiendo este razonamiento, en 1954 se acercó a la presidencia un proyecto 

de provincialización alternativo que propuso la desmembración de la 

gobernación de Río Negro en varios territorios. En esa propuesta, Bariloche 
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formaría parte del ñTerritorio de los Lagosò, conformado por el sur de Neuquén 

y el oeste de Río Negro. Con una superficie aproximada de 51.963 km2 y 

37.000 habitantes, esta gobernación tendría un perfil turístico y estaría formada 

por los departamentos de Bariloche, Pilcaniyeu y Ñorquinco de Río Negro y 

Lácar, Los Lagos, Huilliches, Collon Curá, Catan Lil y Aluminé de Neuquén. La 

propuesta se completaba con la subdivisión de los territorios de Río Negro y 

Neuquén, afectando a la zona valletana ïlos departamentos de General Roca y 

El Cuy en territorio rionegrino se anexarían al departamento Confluencia de 

Neuquén- y, en la zona atlántica, se crearía una nueva provincia con el nombre 

de ñGeneral San Mart²nò, con capital en Bahía Blanca e inclusión de Río Negro, 

parte la Pampa y de Neuquén. Estas propuestas, que tuvieron amplia difusión 

en la prensa, fueron rechazadas por la Cámaras de Industria y Comercio del 

Alto Valle y por la comuna de Viedma, que se negaba a quedar bajo la órbita 

de la ciudad de Bahía Blanca.32 

En el año 1954, el parlamento modificó la Ley Nº 1.532/1884, 

reemplazándola por la Ley 14.315 de Organización de los Territorios 

Nacionales en la que establecía el principio de gradualismo, aun cuando otros 

territorios nacionales como La Pampa, Chaco y Misiones ya habían sido 

provincializados. Esta ley tuvo sólo diez meses de vigencia y, si bien introducía 

algunos cambios, mantenía la tutela federal sobre los territorios (Arias 

Bucciarelli, 2011). Se autorizaba a los ciudadanos territorianos a votar por el 

gobernador, conformar una legislatura territorial y modernizar los municipios. El 

ejecutivo tenía la prerrogativa de remover a gobernadores y vicegobernadores 

electos y el gobierno nacional, en forma ñprovisoriaò, se quedaba con las rentas 

territoriales. El criterio numérico para la provincialización se reemplazó por un 

criterio cualitativo: para acceder al status de provincia previamente se debía 

lograr autonomía en la administración y orden en la justicia y la educación 

(Ruffini, 2010).  

En 1955, otra ley, la 14.408, provincializó a todos los territorios 

nacionales con la sola excepción de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del 

                                            

32 Diversos artículos periodísticos de los años 1954 y 1955 que dan cuenta de estas 
propuestas, publicados en los diarios La Nueva Era y Río Negro son citados por Jorge Raúl 
Entraigas (2016). 
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Atlántico Sur, que mantendría esa situación hasta comienzos de la década de 

1990. La rápida discusión y aprobación de la ley en el Congreso de Nación, se 

debió, por un lado, a la presión de los habitantes territorianos con sus 

movimientos a favor de la provincialización, apoyados por la prensa y, por el 

otro, al interés del gobierno nacional de obtener un posible incremento del 

caudal electoral en futuras elecciones en el marco de una seria crisis política 

(Entraigas, 2016). 

La provincialización de Río Negro se oficializó el 28 de junio de 1955 y 

un comisionado nacional fue puesto a su mando, auxiliado en las tareas de 

gobierno por los ministros de Gobierno, Economía y Asuntos Sociales.  

La caída de Perón con el golpe militar de 1955 retrasó, en algunos 

casos, la puesta en vigencia del proceso de provincialización y demoró por un 

tiempo la sanción de las respectivas constituciones y las primeras elecciones 

directas para gobernador, vicegobernador y legisladores provinciales, como así 

también las de autoridades municipales en aquellas localidades con más de 

500 inscriptos.  

El reclamo de los rionegrinos por un Estado autónomo no se acalló. 

Como lo manifestó la Comisión Central Pro Provincialización de Río Negro ñun 

territorio que cuenta con 150.000 habitantes y tiene una superficie de 200.000 

hectáreas de riego; una producción de 340.000.000 de kilos de frutas diversas 

(manzanas, duraznos, peras, etc.), que elabora 65.000.000 de litros de vino, 

una producción anual de 12.000.000 de kilos de tomates, y que en orden 

pecuario arroja una producción anual de 12.000.000 de kilos de lana sobre la 

existencia de 3.000.000 de animales lanares, y finalmente, donde 

desenvuelven sus actividades, más de 4.000 establecimientos comerciales e 

industriales con centenares de millones de pesos de capital en giro, es sin duda 

acreedor a la provincializaci·n.ò33  

 

-Divisiones Departamentales 

Tras su transformación en Territorio Nacional, Río Negro se dividió, a 

través de un decreto nacional, en 7 departamentos denominados con números 

                                            

33 Diario La Nueva Era, Viedma-Carmen de Patagones- sábado 26 de febrero de 1955:2. 
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romanos. En 1904, a través de un nuevo decreto, se dispuso la modificación de 

los límites departamentales, el cambio de su denominación de números a 

nombres y la subdivisión de los departamentos en distritos y estos últimos en 

cuarteles:34 

* Viedma (anteriormente I) 35 

* Coronel Pringles (anteriormente II) 

* Avellaneda (anteriormente III) 

* General Roca (anteriormente IV) 

* 9 de Julio (anteriormente V) 

* 25 de Mayo (anteriormente VI) 

* Nahuel Huapi (anteriormente VII) 

División Política del Territorio Nacional de Río Negro establecida en 1885 

Fuente: Vap¶arsky 1983 

                                            

34 Los Distritos tenían como autoridades a "un subcomisario y un Juez de Paz", ya fueran 
rentados u honorarios. Estos, a su vez, se dividían en Cuarteles, cuyas autoridades podían ser 
"tenientes alcaldes o tenientes jueces de paz", en directa colaboración con los anteriores (Rey, 
1987:187). 

35 En algunas fuentes puede encontrarse de forma indistinta la denominación de Biedma o 
Viedma. En realidad, como consignamos anteriormente, corresponde el uso de la "V", que 
obedece al apellido correcto de Francisco de Viedma y Narváez, a quien Álvaro Barros, en su 
condición de Gobernador del Territorio Nacional de Río Negro, pretendió homenajear. Fue así 
que en el Art. 1 del decreto del 4 de julio de 1879, se estableció: "Se denominará desde esta 
fecha con el nombre de Viedma a la población de Mercedes, asiento de este gobiernoò. 
(https://www.rionegro.com.ar/sociedad/los-viedma-biedma-MDRN_857812). 
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En 1915, con el Decreto de División Departamental de los Territorios 

Nacionales, se crearon 6 nuevos departamentos en Río Negro a partir de la 

división de los existentes, configurando la división administrativa vigente en la 

actualidad: 

* Con la parte oeste del departamento Viedma se creó el de San 

Antonio. 

* El departamento Coronel Pringles pasó a denominarse Pichi Mahuida 

y, en la parte sur del mismo, se creó el departamento Conesa. 

* Con la parte este de 9 de Julio se creó el departamento de Valcheta. 

* Con la parte norte del departamento 25 de Mayo se creó el de El Cuy. 

* El departamento Nahuel Huapi pasa a denominarse Bariloche y con 

partes del mismo, se crearon los departamentos Ñorquincó y Pilcaniyeu. 

 

En 1916, los departamentos El Cuy y General Roca fueron transferidos 

al Territorio Nacional del Neuquén por decreto del presidente de la nación 

Victorino de la Plaza, para luego ser reincorporados a Río Negro en 1918, 

configurándose la vigente división departamental.36 

En resumen, desde esa última fecha, la actual provincia de Río Negro 

mantuvo sus límites territoriales: al norte con la provincia de La Pampa; al este 

con la provincia de Buenos Aires y el Mar Argentino; al sur con la provincia de 

Chubut; y al oeste con la provincia de Neuquén y la República de Chile, 

cordillera de los Andes mediante. El territorio posee una superficie de 203.013 

km2 que se dividen administrativamente en los 13 departamentos antes 

citados, con las siguientes denominaciones y sus correspondientes cabeceras: 

Adolfo Alsina (Viedma) - Avellaneda (Choele Choel) - Bariloche (San Carlos de 

Bariloche) - Conesa (General Conesa) - El Cuy (El Cuy) - General Roca 

(General Roca) - Nueve de Julio (Sierra Colorada) - Ñorquinco (Ñorquinco) - 

Pichi Mahuida (Río Colorado) - Pilcaniyeu (Pilcaniyeu) - San Antonio (San 

Antonio Oeste) - Valcheta (Valcheta) - 25 de Mayo (Maquinchao).  

 

 

                                            

36 Archivo Histórico Provincial (en adelante AHP). Registro oficial N°2, Notas Varias 1889-1903, 
páginas 14 y 159; Cacopardo,1967.  
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División departamental actual de la Provincia de Río Negro 

 

 

Fuente: https://www.rionegro.gov.ar/?typeID=0&pagina=resena 

 

6.3. La distribución inicial de la tierra pública después de la campaña 

militar contra las comunidades indígenas 

Para el Estado Nacional consolidado hacia 1880, inserto en el sistema 

capitalista internacional bajo formas dependientes, e imbuido de la ideología 

positivista dominante que propiciaba el progreso indefinido, el "orden" era un 

principio fundamental para construir la base material necesaria de una futura 

Argentina "moderna y poderosa". La presencia de las comunidades indígenas 

en buena parte del territorio constituía, en consecuencia, un serio obstáculo. 

Otro problema que afectaba a la soberanía nacional eran los diferendos 

limítrofes con los países vecinos, particularmente con Chile en el caso de la 

Patagonia. Esto derivaría en la utilización de medios coactivos, físicos y 

legales, para concretar el dominio de los territorios indígenas con el objeto de 

afianzar la soberanía y, por sobre todo, para expandir y asegurar las fronteras 

internas e incorporar estas tierras a la producción, extendiendo así la actividad 

ganadera bajo formas capitalistas de producción (Bandieri, 2005a). 
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Los territorios así expropiados fueron incorporados como parte del 

patrimonio público al Estado, que acumuló derechos de títulos sobre las tierras 

fiscales para transferirlas luego a propietarios particulares -individuales o 

colectivos-, que accedieron a las mismas en carácter de donación o a precios 

extremadamente bajos. La acción jurídica se completaría con la organización 

administrativa y el gobierno de los nuevos Territorios Nacionales. Pero la 

mayoría de estos propietarios de la nueva frontera no ocuparían ni explotarían 

sus campos, sino que esperarían a obtener mayores ganancias a través de la 

renta o venta de sus propiedades en el período posterior a la pacificación, 

organización y crecimiento de los nuevos territorios. 

Sobre fines del siglo XIX y comienzos del XX, algunos de los nuevos 

compradores, empresarios estancieros o sociedades ganaderas capitalistas, 

pondrían efectivamente en producción estas tierras. En muchos casos, tal 

proceso se vinculó estrechamente al funcionamiento de la zona cordillerana, de 

mejores pasturas, como parte de la región de los centros urbanos de las 

provincias chilenas limítrofes y de los puertos más importantes de ese país 

sobre el Pacífico Sur. Alejadas de sus respectivas capitales nacionales y de los 

centros de decisión política, estas áreas constituyeron verdaderas regiones 

autárquicas que perduraron como tales hasta la década de 1930, cuando una 

serie de factores relacionados motivó el inicio de su desvinculación y, en 

muchos casos, su reorientación definitiva hacia las respectivas economías 

nacionales En otros, su funcionamiento debe entenderse en el marco del 

desenvolvimiento de la expansión de las inversiones británicas en el cono sur 

del América Latina a partir de la ocupación del centro estratégico de Malvinas 

que le permitió controlar la navegación interoceánica (Bandieri, 2005a). 

Como veremos a continuación, aun cuando siempre se hizo desde el 

Estado nacional expresa referencia a la voluntad de poblar, tal objetivo en la 

práctica no se cumplió en la mayor parte de los territorios patagónicos. Motivos 

diversos explican la aparente contradicción entre el discurso oficial, que 

sostenía que las nuevas fronteras debían asegurarse con la radicación de 

población, y la realidad, mucho más orientada por la necesidad de ampliar las 

áreas productivas como requisito de la expansión de la ganadería extensiva y 

su vinculación con el crecimiento de la demanda internacional. A ello debe 

sumarse el convencimiento de las elites dirigentes argentinas de fines del siglo 
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XIX y comienzos del XX respecto de la necesidad de atraer a los nuevos 

territorios capitales y trabajo provenientes del exterior, particularmente de 

origen nordeuropeo, acorde con las máximas ñcivilizatoriasò por entonces 

vigentes. 

Las considerables superficies de tierras antes ocupadas por los pueblos 

indígenas pasaron a formar parte del patrimonio fiscal, iniciándose de 

inmediato el proceso de transferencia a particulares con un claro predominio de 

las grandes extensiones dedicadas a la ganadería extensiva.37 Las estructuras 

de la propiedad y la tenencia evolucionaron a partir de entonces hacia diversas 

modalidades de acuerdo con la aplicación de las diferentes normas legales, 

sentando así las bases de las nuevas formas de producción capitalista. Aún 

cuando, según la concepción geopolítica de la época, las nuevas fronteras 

debían asegurarse con la radicación de población, las normas jurídicas, en la 

mayoría de los casos, facilitaron el acaparamiento de tierras en pocas manos; 

ya fuera por su propósito manifiesto de proporcionar al Estado recursos para 

financiar sus déficits crónicos -o las propias campañas militares contra el indio-, 

sin preocuparse por el destino ulterior de las mismas, o fuera porque, aunque 

procurasen fomentar la inmigración y el asentamiento de población en las 

tierras a ceder, podían burlarse fácilmente mediante el fraude, la corrupción y la 

ineficiente maraña administrativa encargada de controlar su cumplimiento. Las 

condiciones de venta fijadas bloqueaban el acceso a la tierra de quienes 

carecían de capitales importantes o, más precisamente, de relaciones políticas 

apropiadas, de tal manera que sólo personas altamente vinculadas con los 

grupos de poder se encontraban en condiciones de responder a la oferta de 

tierras que hacía el Estado y de absorber su posterior venta especulativa. Estos 

rasgos marcan también la política de tierras en los territorios patagónicos, 

donde regía exclusivamente la legislación nacional. En ellos se tornó práctica 

común donar a particulares tierras públicas, lanzadas luego a la especulación. 

En términos clásicos, se menciona la existencia de dos momentos en el 

                                            

37 Con esta afirmación no estamos desconociendo otras formas de tenencia que también 
existieron en la Patagonia, sólo intentamos remarcar una característica predominante, aunque 
no única, del acceso a las tierras públicas en la región. Un muy interesante aporte a la 
complejización de sujetos agrarios en el ámbito patagónico puede verse en Blanco (2006). 
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proceso de incremento del patrimonio terrateniente. Uno inicial, de acumulación 

de derechos -títulos sobre patrimonios existentes, acumulados ante todo por 

razones especulativas-, y un segundo como acumulación en manos de un 

grupo que, por su especial posición dentro de la sociedad, era capaz de 

transformar estos títulos acumulados de patrimonio en medios efectivos de 

producción. En el caso que nos ocupa, tal proceso de acumulación no se 

produjo, al menos en sus inicios, comprando tierras a sus anteriores 

propietarios, sino recibiéndolas del Estado, muchas veces en forma gratuita, a 

través de un proceso de expansión de las fronteras que desalojó a la sociedad 

preexistente y consolidó la propiedad terrateniente sin generar un proceso 

masivo de aparición de sectores de medianos y pequeños propietarios rurales 

ni núcleos de población efectivos en las nuevas fronteras, tal y como el 

discurso oficial parecía sugerir. 

 

-Las normas legales 

Una vez producido el ordenamiento jurídico de los espacios ganados a 

los pueblos originarios -Ley 1532 de 1884 de creación de los Territorios 

Nacionales ya mencionada- se garantizaron las condiciones de seguridad 

necesarias para la implantación de una nueva realidad socioeconómica acorde 

con la incorporación de las tierras conquistadas a las nuevas formas de 

producción. Se pusieron entonces en práctica las leyes generales y especiales, 

decretos y resoluciones, relacionadas con la distribución de la tierra pública en 

los nuevos territorios, ya sea a través de la modalidad de la donación, la venta 

o el arrendamiento (Bandieri y Blanco, 2009; Bandieri, 2018) 

La necesidad de expandir a suelos marginales la ganadería extensiva en 

sus distintos rubros, pero particularmente ovino, y la inversión especulativa en 

tierras, son el macro nivel de análisis en el que necesariamente debe 

inscribirse el modelo de expansión territorial con bajo poblamiento que 

caracterizó la ocupación de los territorios patagónicos. Cabe suponer que los 

nuevos territorios debían asegurar un nivel de rentabilidad que permitiera cubrir 

lo que el Estado nacional gastaba en el financiamiento de la administración y la 

defensa y, para ello, la venta de tierras públicas constituía un recurso fiscal por 

excelencia. Sin embargo, contra lo que se cree, no parecen haber sido las 

necesidades financieras del Estado los motivos predominantes en el modelo de 
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distribución de la tierra pública en la Patagonia. Si bien la ley nº 947 de 1878, 

llamada ñLey del Empr®stitoò, que financió la campaña militar, y la ley nº 1628 

de ñPremios Militaresò de 1885, que premió con tierras a quienes la llevaron a 

cabo, fueron formas significativas de entrega de tierras públicas en las zonas 

recientemente conquistados ïparticularmente en el territorio de La Pampa-, no 

fueron dominantes en el conjunto regional. 

En las áreas de frontera, por lo contrario, aparece muy marcada la 

preocupación oficial, al menos en el discurso, por asentar población como 

forma de asegurar la soberanía nacional, en permanente disputa con el Estado 

chileno. Por ese motivo se recurrió frecuentemente a la aplicación de las leyes 

de colonización, particularmente la ley nº 817 de 1876, también llamada ñLey 

Avellanedaò, que en principio no implicaba la propiedad del recurso hasta tanto 

no se cumpliese con las obligaciones de poblar.38 De todos modos, al ser más 

significativa la colonización privada que la estatal -de las formas que admitía 

esta ley-característica por otro lado común a la aplicación de la norma en todo 

el país, los resultados derivarían, según luego veremos, en el incumplimiento 

de las obligaciones de colonizar y, por consiguiente, en nuevas formas de 

concentración de la propiedad y escaso o nulo poblamiento, al menos con los 

grupos extranjeros deseados por la estrategia de colonización estatal. Se 

otorgaron por esta norma más de 3.000.000 de hectáreas en las áreas 

fronterizas de la Patagonia, la mayoría de ellas ubicadas en los territorios de 

Río Negro y Neuquén. Para fines del siglo XIX la mayoría de estas superficies 

eran todavía campos abiertos en manos de presuntos colonizadores ausentes, 

ocupados de hecho por ganados criollos de indios, chilenos y mestizos.39 

                                            

38 Esta ley permitía a los particulares acceder a dos fracciones de tierras de hasta 40.000 ha 
cada una ï80.000 ha en total-, sin otorgar la propiedad del recurso hasta tanto no se cumpliese 
con las obligaciones de poblar. En los Territorios Nacionales se establecía como condición 
introducir un mínimo de 250 familias en el término de 4 años, debiendo donar o vender a cada 
una de ellas una superficie no menor de 50 ha, construir edificios para la administración y 
acopio de víveres, y proveer de los útiles necesarios. Mientras que la colonización estatal 
cubrió sólo un 8% de la superficie total que se dispuso por esta ley, la efectuada por 
particulares absorbió el 92% de las tierras. 

39 Sobre el resultado de las concesiones a particulares efectuadas por la Ley Avellaneda en el 
conjunto de los territorios nacionales, un documento oficial del año 1928 muestra que ninguno 
de los 88 concesionarios de un total de más de 5.000.000 de hectáreas distribuidas había 
cumplido con las obligaciones estipuladas (Ministerio de Agricultura de la Nación, Dirección. 
Gral. de Tierras,- en adelante MAN-DGT-, Memoria período administrativo 1922/1928, Bs. As., 
Oucinde, 1928). 
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Esta realidad, vinculada a los negocios especulativos de las elites 

urbanas porteñas, muy pronto se modificaría a partir de la adquisición de estas 

tierras por compañías ganaderas constituidas a esos fines, la mayoría de 

origen extranjero. A veces, estas mismas compañías habían sido beneficiadas 

por el Estado como concesionarias directas de la ley de colonización. Aunque 

pusieron de inmediato en producción sus campos, tampoco cumplieron con las 

obligaciones de poblar. Posteriormente, en el año 1891, entró en vigencia la 

Ley de Poblamiento Nº 2.875, llamada también ñLey de Liquidaci·nò, que anuló 

las obligaciones de colonizar fijadas por la anterior para los primitivos 

concesionarios, otorgando a quienes no las habían cumplido la posibilidad de 

conservar en propiedad la mayor parte de las superficies en concepto de 

donación o por compra a precios muy bajos, debiendo devolver al Estado un 

pequeño remanente. A cambio, se obligaban a introducir un determinado 

capital en mejoras y haciendas.40 

En muchos casos, los antiguos empresarios colonizadores, convertidos 

ahora en propietarios, aprovecharon las favorables condiciones que ofrecían la 

pacificación, organización y crecimiento de los Territorios Nacionales para 

concretar la venta de sus superficies con considerables ganancias. Otros, las 

pusieron en producción abandonando rápidamente la supuesta intención 

colonizadora. Unos años antes, en 1882, se había sancionado la ley nacional 

N° 1.265, también llamada de "Remate Público", con igual objeto de fomentar 

el poblamiento de las nuevas tierras de frontera. 41 Esta norma, si bien 

establecía límites a la posibilidad de adquisición individual, era fácilmente 

                                            

40 Esta ley otorgaba a quienes no habían cumplido las obligaciones fijadas en la anterior, la 
posibilidad de conservar en propiedad las tres cuartas partes de las tierras obtenidas -hasta 
60.000 ha- en concepto de donación o por compra a precios muy bajos -$0,60 la hectárea-, 
debiendo devolver una cuarta parte al Estado. A cambio, los adjudicatarios se obligaban a 
introducir un determinado capital ñen una industriaò y a ñconstruir una casa por cada 10.000 haò. 
Según el mismo documento oficial antes mencionado, al finalizar el año 1928 la mayoría de los 
concesionarios por ambas leyes estaban aún sujetos a multas por falta de cumplimiento en sus 
obligaciones, incobrables por prescriptas (MAN-DGT, Memoria período administrativo 
1922/1928, Bs. As., Oucinde, 1928). 

41 Por esta ley se procedió a la venta en remate público de tierras fiscales a $0,20 la hectárea, 
con una extensión mínima de 2.500 y máxima de 40.000 hectáreas, con obligación de poblar e 
invertir un pequeño capital. Las letras firmadas debían abonarse anualmente y los certificados 
de posesión tenían carácter de intransferibles. Los remates se llevaban a cabo en la Capital 
Federal, previa publicidad en los principales diarios porteños, lo cual, de por sí, limitaba el 
número de oferentes. 
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transgredible, convirtiéndose en otro factor de acaparamiento en propiedad. 

Muchas veces, las tierras rematadas con destino agrícola no eran aptas para 

esos fines sin previa infraestructura de riego, lo cual implicaba una fuerte 

inversión de capital que pocos estaban dispuestos a hacer. Tampoco esta ley 

se cumplió en la práctica, dando surgimiento a una cantidad importante de 

personas encargadas de ñsimular su cumplimientoò. Las ventas totales en 

remate público superaron las 5.000.000 de hectáreas distribuidas de manera 

muy desigual entre los distintos Territorios Nacionales, siendo el más 

representativo el caso de La Pampa. En la Patagonia se remataron un total de 

poco más de 3.000.000 de hectáreas, de las cuales el 50% correspondieron al 

sitio donde confluyen los ríos Limay y Neuquén para conformar el Negro.42 

Asimismo, tomando como modelo el proceso de colonización del oeste 

norteamericano, se sancionó en el año 1884 la denominada "Ley del Hogar", 

N° 1.501, para fomentar la creación de colonias agrícola-pastoriles en los 

territorios nacionales, entre éstas aquellas otorgadas a los pueblos indígenas 

sobrevivientes a la conquista. Tales son los casos de la Colonia San Martín, 

donde se radicó el cacique Valentín Sayhueque y su gente, y la Colonia 

Cushamen, donde se estableció la tribu del cacique Nahuelquir, ambas en el 

territorio de Chubut. Escasas en número, estas colonias fracasaron 

mayoritariamente porque la ley no preveía instrumentos adecuados para 

garantizar el cumplimiento de sus objetivos y los lotes, de 625 hectáreas cada 

uno, eran inadecuados para la práctica de la ganadería extensiva, única posible 

cuando las superficies estaban en tierras de meseta, como siempre ocurría en 

estos casos. Las insuficientes capacidades productivas de los terrenos y la 

dependencia de los sectores de comercialización de los productos ganaderos, 

no hicieron más que aumentar las condiciones de marginalidad y pobreza de 

sus pobladores. 

A partir del año 1903 el gobierno nacional encaró una reforma legislativa 

encabezada por la ñLey de Tierrasò Nº 4.167, que derogaba a las anteriores, 

con el objeto de poner en orden la caótica legislación de tierras vigente, que 

                                            

42 En este caso, las tierras rematadas, desocupadas por años, dieron lugar a importantes 
negociados al momento de trasladarse a ese punto la capital del territorio de Neuquén, en el 
año 1904. 
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había amparado la especulación y el acaparamiento antes mencionados, 

obstaculizando el poblamiento efectivo de las nuevas tierras y privando al 

Estado de un valiosísimo patrimonio, sólo escasamente utilizado para financiar 

déficits fiscales. Además, se había tomado alguna conciencia de que se 

carecía de conocimientos ciertos sobre la calidad de las tierras ya cedidas, así 

como sobre las que todavía se retenían, particularmente en los Territorios 

Nacionales. Esta ley pretendía distinguir entre diversas clases de tierras y 

distintas formas de adjudicación en venta y arrendamiento. Se creaban 

reservas para pueblos y colonias agrícolas y pastoriles, destinándose el resto 

de las tierras públicas al arrendamiento o a la venta en remate público.43 Pese 

a la intención manifiesta de corregir los vicios anteriores respecto de la compra 

indiscriminada de tierras con destino no productivo, esta ley no impidió la 

concentración posterior de la propiedad mediante la compra sucesiva de 

concesiones vecinas de similares características.  

De todas maneras, desde la sanción de la nueva ley de tierras 

disminuyó la transferencia en propiedad de tierras públicas a particulares y 

desaparecieron las donaciones directas, cobrando impulso la entrega en 

arrendamiento con opción a compra de una parte, siempre y cuando se 

cumplieran las obligaciones previstas, y la venta directa de parcelas de hasta 

2.500 ha para uso ganadero. De este modo, un número importante de 

propietarios y/o arrendatarios accedió a superficies de dimensiones menores 

que las que habían caracterizado la entrega de las tierras públicas en la etapa 

anterior. Sin embargo, las condiciones impuestas obligaban a una inversión 

inicial de capital que impidió, en la práctica, el acceso masivo a la propiedad de 

la tierra, favoreciendo en definitiva, como ya dijéramos, una distribución 

limitada que terminó en una nueva concentración de la propiedad por efecto de 

ventas sucesivas entre particulares.  

Esta norma exigía completar la exploración, mensura y subdivisión de 

los terrenos antes de entregarlos, usando un criterio fundamentado en la 

productividad de cada zona. Sin embargo, su aplicación sirvió 

                                            

43 La nueva ley autorizaba al Poder Ejecutivo a la venta directa de lotes que no excedieran las 
2.500 ha con destino exclusivo al uso ganadero, a la vez que prohibía que una sola persona o 
sociedad adquiriera o arrendara una superficie que excediera las 20.000 ha en total. 



61 

fundamentalmente para facilitar que antiguos propietarios aprovechasen para 

anexar más superficies a las que ya tenían, por lo cual puede afirmarse que el 

cambio en la modalidad de acceso no derivó en la práctica en efectos 

distintos.44 En resumen, además de las leyes generales ya mencionadas, se 

dictaron durante fines del siglo XIX y primeros años del XX, 51 leyes especiales 

y 7 decretos con el fin de adjudicar tierras en los Territorios Nacionales del 

norte y sur del país, en general como donaciones, sin fomentar realmente el 

poblamiento. No quedan dudas sobre el afianzamiento de la gran propiedad, 

puesto que se repartieron más de 15 millones de hectáreas entre 1.826 

beneficiarios, muchos de ellos concesionarios por más de una norma legal 

(Bandieri, 2005a). Veremos en el punto siguiente algunos ejemplos 

característicos de lo que venimos sosteniendo. 

El siguiente cuadro muestra la magnitud del proceso de apropiación de 

tierras públicas en los Territorios Nacionales hacia fines de la década de 1920, 

cuando ya la distribución más importante se había producido mediante la 

aplicación de las leyes antes mencionadas, pudiendo observarse claramente la 

situación de Río Negro con relación al resto de los Territorios.  

 

                                            

44 Por esta norma se distribuyeron con títulos definitivos en la Patagonia un total de 2.447.000 
hectáreas, de las cuales solo 45.000 se encontraban en Río Negro, siendo mucho más 
significativas las superficies entregadas en la zona austral --por ej. 1.508.000 en Santa Cruz- 
Esta ley general de tierras no se derogó hasta el año 1950, aun cuando se evidenciaron 
algunos cambios más o menos significativos durante la administración radical sobre fines de la 
década de 1920. 
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CUADRO 1: Superficie de tierras públicas adjudicada a particulares, con título de 
propiedad definitivo, a fines de 1928, por Territorio Nacional (miles de hectáreas) 

Territorio 

Nacional 

Superficie 

Total 

Sup. que 

permanecía 

en el 

dominio 

fiscal 

Superficie que había salido del dominio fiscal 

Total 

Fuera de pueblos y colonias, 

con arreglo a: En 

pueblos 

y 

colonias 

Subtotal 

 

Legisl. 

Ant. 

1903 

Ley 

4.167 

de 

1903 

Ley 

5.559 

de 

1908 

Chaco 10.410 7.268 3.142 3.059 2.503 15 541 83 

Formosa 7.800 6.303 1.497 1.447 1.378 56 13 50 

Misiones 2.924 715 2.209 2.108 2.108 --- --- 101 

La 

Pampa 

14.244 1.199 13.045 13.043 11.733 1.310 --- 2 

Río 

Negro 

19.980 12.378 7.602 7.460 5.670 45 1.745 142 

Neuquén 9.700 5.873 3.827 3.815 3.434 381 --- 12 

Chubut 22.440 17.090 4.450 3.054 2.811 243 --- 1.396 

Santa 

Cruz 

23.900 18.817 5.083 4.802 3.294 1.508 --- 281 

Tierra del 

Fuego  

2.149 1.448 701 701 431 270 --- --- 

Los 

Andes 

5.697 5.697 --- --- --- --- --- --- 

Totales 119.244 77.688 41.556 39.489 33.362 3.828 2.299 2.067 

Nota: En el Territorio de Tierra del Fuego se incluye la Isla de los Estados. 

Fuente: Melit·n D²az de Vivar (redactor), Memoria de la Direcci·n General de Tierras en el per²odo administrativo de 

1922-1928, Buenos Aires, Ministerio de Agricultura, Oucinde, 1928.  
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-El afianzamiento de la gran propiedad 

En este tema, tres ejemplos destacados nos permiten ratificar lo 

sostenido para el caso rionegrino, dos de ellos referidos a las áreas andinas, 

con extensión a los territorios vecinos, donde la soberanía nacional se suponía 

más amenazada por las pretensiones del país vecino. En ambos, una vez 

puesta en práctica la ley de Liquidación de 1891, el objetivo colonizador se 

abortó rápidamente en beneficio de la instalación de grandes empresas 

ganaderas de capital extranjero, una de ellas, en curiosa contradicción con la 

afirmación anterior, proveniente de Chile. El tercero, en el Alto Valle del río 

Negro, donde la colonización efectivamente se dio, pero luego del loteo y venta 

de pequeñas unidades productivas con considerables ganancias para los 

concesionarios originales. Ambas estrategias se relacionaron, obviamente, con 

las respectivas capacidades productivas de las superficies comprometidas. 

El primer ejemplo que analizaremos corresponde a la Argentine 

Southern Land Co. (ASLCo.), la más grande compañía de origen británico 

instalada en la norpatagonia, propietaria, entre otras, de las importantes 

estancias ñLelequeò, en el área andina de Chubut, y ñMaquinchaoò, en la 

meseta rionegrina. Esta compañía fue creada en el año 1889, durante el 

gobierno de Juárez Celman, en el período de auge de las inversiones británicas 

en Argentina, por iniciativa del ñArgentine Land Groupò, conocido grupo de 

empresarios pertenecientes a grandes firmas comerciales y financieras 

británicas radicadas en Buenos Aires. Dio inicio a sus propiedades en la 

Patagonia a través de la acostumbrada concesión de una faja de tierras de una 

legua a cada lado de la línea férrea del Ferrocarril Central de Chubut que unía 

Trelew con Puerto Madryn, que había construido, obteniendo así las primeras 

70.000 ha. A partir de entonces obtuvo otras superficies por la Ley Avellaneda 

de 1876 con fines de colonización -un total de 750.000 ha divididas en bloques 

de 46.000, que la compañía debía escoger de un área muy amplia indicada por 

el gobierno-. Como la concesión original excedía con creces el límite impuesto 

por la ley de colonización -80.000 ha, que durante el gobierno de Juárez 

Celman se habían extendido a 360.000 ha-, una parte se obtuvo a nombre de 

la compañía y otra al de un miembro del directorio de la ñCity of Buenos Aires 

Tranway Companyò, siendo luego transferida a la ASLCo. Años más tarde, ante 

el incumplimiento del objetivo colonizador, la empresa se acogió a las 
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disposiciones de la ley de liquidación de 1891 devolviendo una de cada cuatro 

de las concesiones recibidas. Finalmente, las superficies transferidas en 

propiedad alcanzaron aproximadamente las 585.000 hectáreas distribuidas en 

tierras de la meseta rionegrina y del área cordillerana de Río Negro y Chubut. 

Para 1898, todas las propiedades estaban escrituradas a nombre de la 

compañía británica, mostrando el fracaso del proyecto colonizador. La ASLCo. 

manejaba desde ñLelequeò las estancias de los contrafuertes andinos, donde 

se producía mayoritariamente ganado vacuno destinado al mercado chileno, y 

desde ñMaquinchaoò, en Río Negro, las de la Patagonia central, para las cuales 

se importaron carneros de la raza Merino Australiano. Más tarde, en 1910, el 

mismo grupo empresarial y otros asociados constituirían la Tecka (Argentina) 

Land Company , propietaria de la estancia de igual nombre, también en el área 

andina de Chubut. A sus actividades ganaderas la compañía sumaba ingresos 

muy importantes de sus almacenes de ramos generales instalados en las 

estancias. El monopolio de la comercialización de variados productos, muchos 

de ellos importados -aprovechando las facilidades de ingreso sin impuestos en 

los territorios del sur-, y la escasez de competidores, favorecieron la obtención 

de altos márgenes de ganancia. Para la segunda década del siglo XX la 

posición económica de la compañía era especialmente sólida. Los intereses de 

la ASLCo. en la Patagonia se mantuvieron hasta 1975. La baja internacional de 

los precios de la lana llevó a sucesivas ventas hasta que, en 1991, las tierras 

fueron adquiridas por la firma Benetton, propietaria de 900.000 ha en diversas 

áreas de la Patagonia y en la provincia de Buenos Aires, que opera en la zona 

bajo el nombre de ñCompa¶²a de Tierras Sud Argentina SAò ïCTSA- con centro 

en la estancia ñLelequeò. Para esta empresa italiana, que ha logrado integrar la 

actividad textil hasta su comercialización al menudeo en todo el mundo, la 

producción de lanas en la Patagonia sigue siendo un negocio rentable. 

El segundo ejemplo es el de la Sociedad Comercial y Ganadera Chile-

Argentina, un verdadero emporio económico que para principios del siglo XX 

era propietario de tierras en ambos lados de la cordillera, así como de una 

compleja red comercial con centro en San Carlos de Bariloche. Esta sociedad, 

conformada originalmente por migrantes alemanes radicados en el sur de 

Chile, en el área de Valdivia y Puerto Montt, llegó a concentrar en propiedad, 

por compra a sus concesionarios originales, una superficie total de 419.737 ha 
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de tierras en el sudoeste del territorio de Neuquén, constituyendo una serie de 

estancias que fueron manejadas empresarialmente como una única unidad de 

producción.45 En este caso, la compañía no fue directamente adjudicataria de 

las tierras que explotó, sino que accedió a las mismas mediante la compra a los 

concesionarios originales de la ley de colonización, una vez transformados 

éstos en propietarios por la ya mencionada norma de 1891. Se trataba, vale 

decirlo, de seis importantes concesiones para colonizar otorgadas 

originalmente por el Estado argentino a la familia Uriburu-Castells que fueron 

adquiridas en bloque en 1904 por Federico Hube y Adolfo Achelis, 

constituyendo a los fines de su explotación la citada sociedad, inscrita en los 

registros notariales de la ciudad de Valparaíso, cuyo primer presidente fuera el 

conocido hombre de negocios chileno Ramón Subercaseaux. Entre los 

accionistas más importantes de la ñChile-Argentinaò, además de los ya 

mencionados, figuraban Luis Subercaseaux, Luis Kuffré, Enrique Döll, 

Alejandro Maturana, Ochinger, Ramírez y Darío Urzúa, destacados miembros 

de la burguesía chilena de la época, vinculados a las explotaciones mineras y 

vitivinícolas en ese país. A principios de siglo, la sociedad tenía sedes en 

Valparaíso, Buenos Aires, Puerto Montt, Bariloche y quince sucursales, en 

tanto que su capital social era de 475.000 libras esterlinas. Las vinculaciones 

de Hube, su principal accionista, con firmas alemanas de Hamburgo hicieron de 

éste el principal mercado de exportación de cueros de la compañía.46 

                                            

45 El caso de la ñChile-Argentinaò es el ejemplo más destacado de la presencia en las áreas 
andinas norpatagónicas de hacendados chilenos que compraban tierras con el objeto de 
desahogar de ganado sus propios campos en Chile, destinados mayoritariamente a la 
agricultura (Muñoz Sougarret y Méndez, 2018). Aprovechando las condiciones físicas e 
histórico culturales que hemos analizado en varios trabajos (Bandieri, 1999, 2001, 2003), y en 
un claro ejemplo de economías complementarias, estos campos se destinaban a la cría de 
ganado que luego se engordaba en el país vecino con los sobrantes de las cosechas; de esta 
manera se combinaban eficientemente ambas actividades con excelentes condiciones de 
rentabilidad (Bandieri y Blanco, 1998a, 2001). Recuérdese que, por entonces, Chile era el 
mayor demandante de la producción ganadera regional, que se destinaba al consumo o a la 
transformación en saladeros y curtiembres de ese país, así como a la exportación por los 
puertos del Pacífico, condición ésta que permanecería casi inalterable hasta los inicios del 
cierre de la frontera comercial entre ambos países en la década de 1920, en un proceso que se 
acentuó a partir de la crisis internacional de los años 1930 y se completó luego de la Segunda 
Guerra Mundial. 

46 Para ampliar las conexiones de la ñChile-Argentinaò con capitales alemanes, véanse Méndez 
(2006) y Muñoz Sougarret y Méndez (2018). 
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Hasta la Primera Guerra Mundial, mientras fue rentable el 

mantenimiento de las vinculaciones comerciales con Alemania, la ñChile-

Argentinaò montó una verdadera empresa capitalista que abarcaba en ambos 

países los rubros de inversión más variados, incluido el turismo en la zona 

andina norpatagónica, para lo cual se realizaba una importante propaganda en 

Buenos Aires y Santiago. En la folletería impresa, la zona se presentaba como 

ñla Suiza chilena y argentinaò. Desde Puerto Montt, en Chile, la compañía 

brindaba servicio de transporte por tierra y agua hasta San Carlos de Bariloche, 

con sucesivas paradas en sus casas comerciales y hoteles en territorio chileno, 

en un viaje que duraba veinte horas. Un sistema de vapores servía para cruzar 

los lagos, incluido el Nahuel Huapi, donde la sociedad manejaba también el 

transporte de lanas y cueros que se comercializaban en Puerto Montt, lugar 

desde donde regresaban con mercaderías varias para el consumo en la región. 

Mediante subvención anual del gobierno argentino, la sociedad estuvo a cargo 

del servicio de correo, tendiendo sus propias líneas telefónicas entre Bariloche 

y Puerto Montt. Tres casas comerciales en Chile, una casa central en Bariloche 

y otras filiales en territorio neuquino, bodegas, muelles, vapores, lanchas y 

embarcaciones menores, coches, carros y carretas de tracción a sangre para el 

servicio trasandino entre Chile y Argentina, 170 km de líneas telefónicas, 2.000 

ha en Chile por donde pasaba el camino, una muy importante cantidad de 

tierras en propiedad y en arrendamiento en Neuquén, molinos harineros en Río 

Negro y Chubut, lavadora de lana, aserraderos, 998 clientes declarados en 

Chile y 400 en Argentina, hablan de la importancia de esta empresa, que 

consiguió del gobierno nacional que la zona que abarcaba sus actividades 

económicas ñquedara excluida de la jurisdicción aduanera argentinaò . Por un 

decreto del 23 de agosto de 1904, firmado por el presidente Roca, se le hacía 

tal concesión con el propósito declarado de fomentar el desarrollo de las 

localidades andinas ñpuesto que en nada se perjudica el comercio general, 

desde que por la distancia y condiciones que la rodean no pueden importarse 

mercaderías de contrabando en los territorios de la Pampa Central o de la 

provincia de Buenos Airesò. En otras palabras, se le permitía hacer buenos 

negocios en tanto no se perjudicaran los intereses de la economía pampeana. 

En 1916, la Chile-Argentina vendió a Primo Capraro y Cía -pionero poblador de 

Bariloche, de origen italiano, que había sido empleado de la compañía- su 
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sección comercial e industrial en esa localidad rionegrina (aserradero, molino y 

corralón de madera) y, tres años después, en proceso de liquidación, vendió la 

totalidad de sus campos a la ñSociedad Ganadera Gente Grandeò, una de las 

cuatro compañías más importantes del área magallánica, con sede central en 

Santiago de Chile.  

El tercer caso analizado se ubica en el Alto Valle del río Negro (Bandieri 

y Blanco, 1998b). También en esta zona, el proceso de distribución inicial de la 

tierra pública derivó en importantes concentraciones de la propiedad, aún en 

las zonas que el Estado había reservado originalmente para la colonización, 

como es el caso de la primera Colonia Agrícola Gral. Roca, creada en el año 

1883. El posterior proceso de subdivisión de las tierras estuvo directamente 

vinculado a la construcción de obras de riego, la solución del problema de las 

comunicaciones y la consecuente valorización de las chacras.  

Las nuevas condiciones motivaron el aumento de las solicitudes de 

concesión de tierras públicas por parte de influyentes particulares porteños con 

capital, los cuales promovieron la firma de un decreto en el año 1907 por el 

cual se les concedía expresa preferencia en el acceso a la adjudicación.47 Esta 

norma legal reducía al mínimo el precio de las chacras -$2,50 la ha-, con la 

condición de que sus adquirentes conformaran cooperativas para la 

construcción de las obras de riego e invirtieran en una serie de mejoras -

desmonte, nivelación, cercado, construcción de vivienda y sembrado parcial de 

las chacras-. Estas exigencias de capital inicial se justificaban expresamente en 

los considerandos del decreto en razón del alto costo que requería la puesta en 

producción de las tierras del valle, "fuera del alcance de colonos agrícolas 

desprovistos de los recursos necesarios". 

A partir de la formación de estas cooperativas de irrigación se observó 

un importante incremento del área cultivada, que pasó de 1.200 a 17.000 ha en 

el transcurso de la década de 1910. Algunos de estos concesionarios, como 

Marcelo Piñeiro Sorondo -ex-funcionario de la Dirección de Tierras y Colonias-, 

                                            

47 Este decreto, del 27 de septiembre de 1907, les concedía expresa "preferencia" a los 
peticionantes en el acceso a la adjudicación. Se reducía el precio de las chacras de $ 50 a $ 
2,50 la ha -valor mínimo establecido en la vigente ley de tierras nº 4167 de 1903-, con la 
condición de que sus adquirentes conformaran cooperativas de irrigación aportando $ 50 por 
ha en concepto de capital para la construcción de obras de riego (Ockier, 1987:19-20). 
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pusieron en marcha proyectos privados de colonización, fraccionando sus 

superficies y vendiéndolos mediante préstamos del Banco Hipotecario 

Nacional. Según un informe del año 1928, esta colonia, ubicada en los 

alrededores de la comuna de Allen, había alcanzado un importante grado de 

prosperidad, siendo sus pobladores antiguos vecinos del área que disponían de 

cierto capital y accedieron cómodamente al crédito bancario. Al este de la 

Colonia Roca, por su parte, el proceso de subdivisión de la tierra se inició más 

tardíamente, como producto de la habilitación de los sucesivos tramos del 

sistema integrado de riego que finalizó en 1928 para todo el Alto Valle. Estos 

campos, aledaños a las actuales comunas de Godoy, Villa Regina y 

Chichinales, habían sido concedidos por el gobierno nacional al ex Ministro de 

Agricultura Manuel Marcos Zorrilla, abarcando una superficie superior a las 

17.000 ha de valle, de un total de 36.000 que se le habían adjudicado en el 

territorio de Río Negro. La primera subdivisión de estas tierras se produjo en 

1924, cuando la ñCompa¶ía Italo Argentina de Colonizaci·nò ïCIAC- compró 

5.000 ha con el propósito de poblarlas con colonos procedentes de Italia, 

constituyendo la Colonia Villa Regina. Este proyecto estaba auspiciado por la 

embajada italiana en Argentina, cinco compañías navieras de ese mismo 

origen radicadas en Buenos Aires, el Banco de Italia y Río de la Plata, y el 

Banco Francés e Italiano para la América del Sud. La CIAC inició el 

fraccionamiento en lotes de 10 a 15 ha, concediendo las chacras 

progresivamente a los colonos ï400 familias italianas-, a los cuales se les 

descontarían de su trabajo los costos de traslado. Las chacras se entregaban 

alambradas, con canales y una rudimentaria casa que se incluían en el precio 

total de venta que oscilaba entre los $1.000 y $1.200 la hectárea ïrecuérdese 

que los concesionarios originales habían pagado por ellas el precio 

promocional de $2,50 la ha-. El pago de la tierra se hizo mediante préstamos 

de colonización otorgados por el Banco Hipotecario Nacional, que los colonos 

debían pagar a la compañía en porcentajes anuales hasta la cancelación 

definitiva al cabo de cinco años. Un relevamiento oficial de la situación de estas 

tierras en el año 1928 informaba de las dificultades presentadas a la mayoría 

de los colonos para afrontar el pago de la deuda, amortización e intereses, 

habiendo logrado prosperar sólo aquellos que habían contado con algún capital 

inicial. Esas mismas dificultades provocaron un conflicto agrario importante en 
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el transcurso del año siguiente, que motivó la intervención de la filial Bahía 

Blanca de la Federación Agraria Argentina ïFAA-. Por gestiones de esa 

institución ante el Banco Hipotecario Nacional, las tierras hipotecadas se 

transformaron en arrendamientos. Finalmente, los colonos obtuvieron la 

propiedad de sus chacras recién avanzada la década de 1940. 

 

-Pueblos, parajes y ciudades en la Línea Sur 

La Línea Sur atraviesa el centro sur de la provincia de Río Negro, es un 

extenso territorio semi-árido, conectado a través de la Ruta Nacional 23 y las 

líneas del ferrocarril. Los pueblos de esta región surgieron en forma 

espontanea, en torno a un almacén de ramos generales, una estación de 

ferrocarril, una aguada importante o simplemente en el cruce de 2 caminos de 

relativo tránsito. Muchos de estos pueblos comparten la misma fecha de 

fundación ya que en el año 1927, el entonces presidente de la Nación, a través 

del Decreto 1380, creó 17 pueblos con denominación análoga a las estaciones 

de ferrocarril en la línea ferroviaria de Viedma a Nahuel Huapi.48 

De las localidades que componen el departamento Valcheta, la más 

importante y cabecera del mismo es la ciudad homónima -única con carácter 

de municipio- que contaba en el último censo de 2010 con una población total 

de 3.867 habitantes; el resto del departamento se compone de 5 comisiones de 

fomento49 con 459 habitantes; mientras que la población rural diseminada 

ascendía a 2.775 habitantes.  

En cuanto a los orígenes históricos de Valcheta, podemos mencionar 

que en 1883 se emplazó, a la vera del arroyo Valcheta, el Fortín Alsina, por 

orden del teniente coronel Lino Oris de Roa; este fortín fue el origen del pueblo 

de Valcheta que, previo al avance militar hacia la Patagonia, fue territorio 

dominado por pueblos indígenas.50 La colonia Valcheta fue creada bajo la 

                                            

48 Los 17 publos se llamarían: Cinco Chañares, Mancha Blanca, Percy H. Scott, Aguada Cecilio, Pajalta, 

Musters, Teniente Maza, Falkner, Corral Chico, Sierra Colorada, Ganzú Lauquén, Los Menucos, Cerro 

Abanico, Aguada de Guerra, Maquinchao, Ingeniero Jacobacci y Comayo. Cabe acotar que en algunas de 

estas localidades ya no existen ni están habitadas. Reprocucida en: http://genoma.cfi.org.ar/  

49 A saber: Aguada Cecilio, Arroyo los Berros, Arroyo de la Ventana, Nahuel Niyeu y Sierra 
Pailemán. 

50 Reproducido en: http://genoma.cfi.org.ar/  

http://genoma.cfi.org.ar/
http://genoma.cfi.org.ar/
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presidencia del Gral. Julio Argentino Roca por decreto del 19 de junio de 1889, 

en el entonces departamento 25 de mayo -hoy departamento Valcheta- en los 

nacimientos del río homónimo; de acuerdo con la ley del 2 de octubre de 1884 

y decreto reglamentario del 7 de marzo de 1885ò (AA.VV, 1880). 

El departamento 9 de Julio limita al norte con el departamento de 

Avellaneda; al noroeste con El Cuy, mientras que al este lo hace con 

Valcheta51, al oeste con 25 de mayo y al sur con la Provincia de Chubut. La 

mayor parte de la población económicamente activa trabaja en empleos 

públicos municipales o provinciales, como sucede en el resto de la región. Su 

población total es de 3.475 habitantes.  

Sierra Colorada es la localidad cabecera del departamento y el municipio 

más poblado con 1.542 habitantes. Se encuentra en el km 224 de la Ruta 

Nacional 23 y dista de la ciudad de Viedma a 450 km. El pueblo se habría 

originado a fines del S. XIX, pero los escritos señalan la fundación en 1911, al 

llegar el ferrocarril, y recién en el año 1939, por orden del Poder Ejecutivo 

Nacional, se crea Sierra Colorada. Ministro Ramos Mexía es su segundo y 

último municipio del departamento, posee 973 habitantes. Esta pequeña 

localidad tuvo sus inicios en el siglo XIX con el asentamiento de integrantes de 

los pueblos originarios. Se dice que los primeros pobladores eran integrantes 

de la familia del Cacique Chiquichano que estaban asentadas en la zona de ñel 

bajoò, un rico valle regado por abundante agua donde resguardaban sus 

caballadas y ganado. Hasta la llegada del ferrocarril el pueblo se llamó Pichi 

Malal, que en lengua originaria significa ñCorral Chicoò. Pero años después, en 

honor al Ministro Ramos Mexía quien impulsó el tendido férreo al Nahuel 

Huapi, el pueblo tomó esa denominación mediante un decreto nacional.52 Sin 

                                            

51 Legislatura de la Provincia de Río Negro, en el año 1997, sancionó la Ley 3160, la cual fijó 
en su artículo 1° los límites colindantes entre los Municipios de Valcheta y Ministro Ramos 
Mexía y estableció en su artículo segundo que la Comisión Provincial de Límites verificará y 
certificará "in situ" la colocación de hitos y señales que determinen el límite y jurisdicción de 
cada municipio. Reproducido en: http://genoma.cfi.org.ar/  

5252 El 1 de abril de 1939 a través del decreto N°27778 del Poder Ejecutivo Nacional fue 
cambiado el nombre definitivo al de Corral Chico (Pichi Malal) y pasó a llamarse Ministro 
Ramos Mexía, en honor al funcionario nacional, un fuerte impulsor del desarrollo de la 
Patagonia y el fomento del ferrocarril. En abril de 1942 se formó la primera Comisión de 
Fomento, presidida por Ismael Larreguy y el 12 de octubre de 1965, pasó a ser un municipio. 

http://genoma.cfi.org.ar/


71 

embargo, su fecha fundacional se ha establecido en el año 1882 ya que, según 

cuenta la historia, en ese año ya había habitantes en esta zona.53  

Sus comisiones de fomento han registrado un gran descenso 

poblacional; con respecto a los periodos intercensales 2001-2010. Comico -

50.60%, Rincón Treneta con una caída del 74,04%. Yaminué con el 34.98% 

menos y la zona rural diseminada evidenció una baja de 34.60%; mientras que 

Cona Niyeu con 217 habitantes y Prahuaniyeu con 147 evidenciaron un leve 

incremento. Esta realidad poblacional está, mayoritariamente, ligada a la falta 

de trabajo y la migración de la población hacia espacios rurales con mayor 

cantidad de oferta laboral o hacia los centros urbanos más cercanos.  

Con una superficie de 25.597 km2, el Departamento de 25 de Mayo es el 

más extenso de la provincia de Río Negro, con 3 municipios de gran 

importancia para la región -Ingeniero Jacobacci, Los Menucos y Maquinchao- y 

5 Comisiones de Fomento: Aguada de Guerra, Clemente Onelli, Colán Conhue, 

El Caín y Pilquiniyeu. La capital del Departamento es Maquinchao, siendo 

Ingeniero Jacobacci la ciudad más poblada, con una población de 6.261 

habitantes. Según el censo del año 2010, el departamento 25 de Mayo tiene 

una densidad poblacional de 0,55 habitantes por km2, de la cual el 77% está 

concentrada en el ejido de sus tres municipios. 

Al igual que muchos de los pueblos de la Línea Sur, Ingeniero 

Jacobacci, nace a partir de la instalación del ferrocarril. El tendido férreo llegó 

en 1916 al paraje rural denominado Huahuel Niyeu, que en legua originaría se 

traduce como ñdonde hubo una gargantaò; el pueblo se fundó oficialmente en 

septiembre de 1910 y el cambio de nombre se dio en el año 1925 en memoria 

del técnico italiano, Ingeniero Jacobacci54, que se desempeñó como jefe del 

tendido de la línea férrea  

                                            

53 Reproducido en: http://genoma.cfi.org.ar/  

54 El ingeniero Guido Jacobacci nació en Módena, Italia en 1864. Estudió en la Universidad de 
Turín. En 1890 emigró a la Argentina. En nuestro país ejerció su profesión de ingeniero y, entre 
otras cosas, en 1906 realizó el estudio de la construcción del puerto de Buenos Aires y diseñó 
las vías en el lugar y de la red de subterráneos. También trabajó en la construcción de los 
ferrocarriles de Patquía -Chilecito, en la Rioja, y el Villa María-Rufino, en Córdoba. En 1908 fue 
nombrado por el ministro de Obras Públicas, Dr. Ezequiel Ramos Mexía, jefe de Ferrocarriles 
Patagónicos, para comenzar la construcción de la línea férrea entre el puerto de San Antonio y 
el lago Nahuel Huapi.  

 

http://genoma.cfi.org.ar/
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El nombre Los Menucos, está constituido por el artículo ñlosò y la palabra 

de lengua originaría menu-co (más la ñsò plural del castellano). ñMenuò se 

puede traducir como terrero inestable, inseguro y ñcoò, agua; traduciéndose 

como ñLas ci®nagasò o ñlos tembladeralesò. Antes de la campaña militar fue 

habitada por pueblos originario -tanto mapuche como tehuelche-. 

El Concejo Deliberante de esta Localidad, procedió al dictado de la 

Ordenanza Nº031/17 mediante la cual solicita se promueva ante el Poder 

Ejecutivo Nacional la modificación del Decreto Nacional Nº1380 de fecha 7 de 

diciembre de 1927 de creación de Los Menucos, encomendando a los 

representantes de la provincia realicen las gestiones necesarias ante los 

organismos que corresponda para proceder a su refundación, fijándose como 

fecha el 7 de diciembre de 1906. 

En los fundamentos históricos de dicha ordenanza, se deja constancia 

que La Delegación del Registro Civil, colaboró con copias autenticadas de 

partidas de nacimientos de pobladores que fueron asentados entre los años 

1945/1949, con fechas de nacimiento que datan entre los años 1888 y 1909, 

quedando demostrando así que este pueblo cuenta con más de 128 años de 

existencia. Actualmente, Lo Menucos, cuenta con 220 comercios; 15 

productores lajeros; 2 empresas productoras de laja y pórfidos con 

establecimiento industrial; 2 empresas mineras productoras de arena de silicio; 

3 acopiadoras de frutos del país; 485 productores ganaderos; 3 empresas 

constructoras; 3 empresas de transporte de carga; 3 hoteles; 1 estación ACA; 4 

radios FM; 2 clubes; 3 iglesias católicas y 5 evangelistas. Mas de 50 

instituciones públicas; 2 escuelas primarias, 1 escuela secundaria, 1 instituto 

terciario, 1 jardín de infantes, 1 escuela de policía, 2 carreras de nivel terciario 

(enfermería, turismo y docencia) 3 distribuidoras de alimentos con alcance 

regional. 

                                                                                                                                

Falleció en la provincia de Catamarca en 1922 En el año 1997, el entonces gobernador Dr. 
Pablo Verani gestionó ante los familiares del ingeniero Guido Jacobacci la posibilidad de 
trasladar sus restos hasta la localidad que lleva su nombre; tras algunos años, la familia dio su 
consentimiento. El 14 de setiembre de 2004, cuando se cumplieron 88 años de la llegada de 
los rieles, desde el cementerio de la Recoleta, recorriendo desde Viedma las vías que el mismo 
diseñara, arribaron los restos de quien fuera el que dirigió gran parte de esta importante obra 
de ingeniería. Diario Río Negro on-Line ñIngeniero Guido jacobacciò. 
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Cuando llegó el ferrocarril en 1911, a lo que hoy es Maquinchao, se 

aconsejó la creación de una estación teniendo en consideración la importancia 

pastoril de la región; un año más tarde se llevó a cabo la inauguración de esa 

estación y algunos pobladores que, desde hacía unos años (1905/1907) vivían 

en las proximidades del Arroyo Maquinchao se radicaron allí. 

El origen del nombre -Maquinchao- responde a dos vocablos indígenas -

invierno y lugar de y ello significa ñinvernadaò o lugar donde se pasa el invierno. 

Tiempo antes, a la llegada del ferrocarril, la ñArgentine Southern Land 

Company", fundó la Estancia "Maquinchao" dentro de los campos de su 

propiedad junto al arroyo que da nombre a la actual población, también 

conocido como ñLa Tranqueraò, por la Tranquera de la Estancia que dividía y 

cerraba el predio. Todo allí transcurre en torno a la producción ganadera ovina. 

La llegada del ferrocarril dio un nuevo impulso a estas antiguas poblaciones, 

cabe mencionar que ésta es la ciudad cabecera del departamento 25 de Mayo. 

Su fecha de fundación fue el 19 de Marzo de 1905. 55 Sin embargo, la creación 

oficial, data del 7 de diciembre de 1927 a través del decreto N°1380 del Poder 

Ejecutivo Nacional junto a otros 16 pueblos.  

El Departamento de Ñorquinco tiene una población de 1.736 habitantes, 

según el censo del año 2010, contra los 2.356 habitantes que tenía una década 

atrás, sobre todo la población rural dispersa, que registra una caída del 

51,88%. Este decrecimiento se explica, como en el resto de la línea sur, pero 

de modo más profundo, debido a la falta de oportunidades y alternativas 

laborales. Las adversas condiciones han favorecido procesos de emigración de 

la población, primero del campo a localidades y parajes más cercanos, y luego, 

desde esa relocalización, y a través de trabajos temporarios -tareas 

estacionales como la esquila o la minería en la meseta, la cosecha de fruta en 

Alto Valle y Valle Medio o turísticas en Bariloche o Las Grutas-, se generan 

otros desplazamientos definitivos y/o temporarios hacia centros urbanos más 

importantes. Pero la búsqueda de trabajo es sólo una de las causas. La pérdida 

de las existencias de ganado por inclemencias climáticas -nevadas, cenizas, 

                                            

55 Reproducido en: http://genoma.cfi.org.ar/  

http://genoma.cfi.org.ar/
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inundaciones o sequías- ha sido otro factor relevante en el proceso de 

expulsión de población de las áreas más alejadas.  

Más del 80 % de los habitantes de este Departamento viven en las 

localidades de Ñorquinco y Río Chico. Un elemento favorable a destacar en 

comparación con el resto de la región es que, según datos del censo 2010, en 

la localidad de Ñorquinco el 90 % de la población tiene red de gas natural, el 

100% posee red eléctrica, el 90 % agua corriente, aunque no existe sistema de 

red cloacal.  

Pese a las fuertes limitaciones señaladas, a las carencias económicas y 

laborales y a las adversas condiciones climáticas, permanecen fuertes lazos 

sociales organizados en torno a la tierra y a las prácticas productivas. Ese 

vínculo y su contenido identitario constituyen un componente clave en la lucha 

de sus habitantes por conservar su condición social de productores y resistir su 

desplazamiento.  

Las limitaciones más agudas para el desarrollo de Ñorquincó se 

manifiestan en su inaccesibilidad vial y en las dificultades de comunicación. El 

desplazamiento o emigración de su población no es más que la consecuencia 

de la falta de condiciones aceptables y dignas de vida y trabajo para sus 

pobladores.  

Ñorquinco o Ñorquín-Có es un pequeño pueblo situado en el suroeste de 

la provincia de Río Negro, al este de la cordillera, en donde comienza la 

inmensidad de la estepa patagónica. Aunque el 16 de noviembre de 1901 es la 

fecha considerada fundacional para la localidad de Ñorquincó hay fuentes que 

detallan que ya han pasado más de 100 años desde la llegada e instalación de 

los primeros colonos en la zona, luego de que éste, fuera con anterioridad, 

territorio ocupado por pueblos originarios. Su nombre, de origen mapuche, 

proviene de una planta, el Ñolquin, la cual, por sus características naturales, es 

utilizada para confeccionar un instrumento de viento del mismo nombre. 56 

Luego de un pasado próspero, cuando el Ferrocarril comunicaba el paraje con 

otros poblados como Ingeniero Jacobacci, la localidad de Ñorquincó lucha por 

                                            

56 Reproducido en: http://genoma.cfi.org.ar/  

http://genoma.cfi.org.ar/
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recuperar algo de su antiguo esplendor de la mano del tren turístico patagónico 

ñLa Trochitaò.57 

El Departamento de Pilcaniyeu limita al norte con la Provincia del 

Neuquén, al este con los departamentos de El Cuy y 25 de Mayo; al sur con el 

de Ñorquinco y al oeste con el de Bariloche. Su superficie es de 10.545 kms2 y 

alberga a 7.356 habitantes. Ese número lo convierte en el 8º Departamento 

más poblado de la provincia. Posee tres municipios, Pilcaniyeu, con 727 

habitantes y 80 kms2 de superficie; Comallo con 1.251 habitantes y 25 kms2, y 

el recientemente incorporado municipio de Dina Huapi con 2.043 habitantes.58 

Otros parajes y localidades son: Laguna Blanca, Pilquiniyeu del Limay, 

Cañadón Chileno y Villa Llanquín, además posee una población rural 

diseminada de 1.123 habitantes. 

Nacida como producto del impulso dado a la región por la instalación del 

ferrocarril, Comallo será oficialmente fundada como poblado permanente en el 

año 1918; su nombre tiene origen en lengua originaria: "co" agua y ñmalloò 

caliza fina para pintar o tierra pintada. Desde antes de la presencia del Estado, 

la región era transitada por comunidades indígenas por su paso cercano a 

Bariloche y servir como lugar de abastecimiento de agua en zonas de 

precordillera. Comenzó a tener mayor presencia y tránsito de personas a 

                                            

57 Al respecto de la trochita ver apartado sobre transportes y comunicaciones. 

58 La región que actualmente ocupa la comunidad de Dina Huapi fue territorio perteneciente a 
los pueblos indígenas hasta 1881 con la campaña militar al Nahuel Huapi, que tenía como 
objetivo desterrar a los originarios. Estas tierras ya habían sido transitadas por varios 
exploradores, pero fue F. P. Moreno quién en 1880 se encuentra con el mítico Cerro Leones. 
La llegada del Ferrocarril y la instalación de la estación férrea generó lo que es considerado 
como el primer asentamiento poblacional de la zona, en cercanías de la Estación Ñirihuau. 
Pasarán varias décadas hasta que tome su denominación actual. Hacia 1950 Jons Bendstrup y 
Cristian Hansen, de origen dinamarqués, compran tierras de una de las antiguas estancias y 
las inscriben con el nombre de Dina Huapi. Aquí se crea el primer ñtamboò. propietarios de las 
tierras, deciden fraccionar y vender en los años ô70 gran parte de las tierras no cultivadas y 
creando Dina Huapi 1 y 2, uno se ubicaría en la costa Noreste del lago Nahuel Huapi luego del 
río Ñirihuau hasta casi la intersección con Ruta 23 y la otra fracción, la de mayor superficie, 
separada de la primera por la ex-ruta 237. Las primeras viviendas se construyen entre 1974 y 
1976. Su crecimiento se hace notorio desde fines de los ô80 y continúa en la actualidad, ya que 
muchos deciden vivir en este lugar, dejando las grandes ciudades. La localidad se funda el 25 
de noviembre de 1986 concebida originalmente como una Comisión de Fomento de la 
Provincia de Río Negro. En abril de 2008 se sancionó la ley Provincial N°4320 que 
institucionalizó a Dina Huapi como un Municipio autónomo, llamándose por primera vez a 
eleccio0nes mediante el voto popular a los representantes comunales en el año 2009. 
Reproducido en: http://genoma.cfi.org.ar/  

http://genoma.cfi.org.ar/
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principios de siglo XX. La Estación Comallo del Ferrocarril del Sur será 

inaugurada en 1932 tomando el nombre del pueblo.59 

Además de ser punta de riel y compartir ciertas características 

económicas con el resto de los pueblos de la línea sur, Comallo desarrolló 

como actividad económica complementaria la producción de ladrillos que inició 

durante la década de 1930, cuando por iniciativa privada e individual se instaló 

el primer horno, con fabricación artesanal y a pequeña escala; siendo, a pesar 

de sus periodos de auge, una actividad secundaria ya que los productores de 

ladrillos realizan otras actividades vinculadas al comercio o puestos como 

empleados del Estado. 

La actividad en forma comercial comenzó en 1949 a 5 kilómetros del 

pueblo de Comallo. En los comienzos la fabricación de ladrillos se realizaba 

con 10 o 15 empleados y 100 caballos obteniendo una producción de 100.000 

ladrillos por año. Entre los años 1950 y 1970 el empleo de personal ascendió a 

70 u 80 obreros, todos ellos pobladores de la cuenca del arroyo Comallo; 

superando el millón de ladrillos por año, que se despachaba en no menos de 

15 vagones del ferrocarril. El destino era esencialmente la ciudad de San 

Carlos de Bariloche y en el transcurso de la década del cincuenta se 

transportaba íntegramente en tren.  

En los primeros años de la década del setenta se vendió este predio al 

Instituto Provincial de Planificación y Vivienda (IPPV), que continuó 

produciendo ladrillos, pero a menor escala menor y calidad. Simultáneamente 

surgieron varios pequeños productores, la mayoría de los cuales eran antiguos 

empleados de aquel primer emprendimiento empresarial, que fueron los que 

prolongaron la actividad hasta la actualidad 

Madariaga, (2002) sostiene que el auge de la actividad ladrillera en la 

década del sesenta se debió principalmente a la presencia del IPPV en 

Comallo y en la Región Sur lo que demandó ladrillos para las obras. Pareciera 

que desde entonces se vislumbró la rentabilidad de esta actividad por lo que 

                                            

59 Reproducido en: http://genoma.cfi.org.ar/  

http://genoma.cfi.org.ar/
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muchos productores se dedicaron a ella poniendo en funcionamiento unos 20 

hornos.60 

En la actualidad esta actividad se encuentra en decadencia por la 

competencia de otras zonas productoras más distantes que ingresan al 

mercado ladrillos y ladrillones de mejor calidad y a menor precio. En los costos 

de producción de Comallo los insumos de mayor peso están representados por 

la leña y mano de obra, cuya adquisición puede concretarse en dinero o por 

medio del intercambio de bienes o trabajo. 

Con 22.475 km2, El Cuy constituye el tercer departamento más extenso 

de la provincia. Limita al norte con el departamento General Roca y la provincia 

de Neuquén; al este con el departamento Avellaneda; al sur con los de 9 de 

Julio y 25 de Mayo y al sudoeste con el departamento de Pilcaniyeu. Las 

localidades con Comisiones de Fomento que lo componen son: Aguada 

Guzmán, Cerro Policía, El Cuy, Las Perlas, Mencué, Naupa Huen y Valle Azul; 

a las que se suman los parajes de Chasico, Lonco Vaca y Trica-Co.  

La población del departamento es de 4795 habitantes, según el censo 

de 2010, con una densidad poblacional de 0,2 habitantes por km2. Integra, 

junto con el de Ñorquincó y 9 de Julio, los de menor densidad de la Provincia. 

Su cabecera administrativa es la localidad homónima a cargo de una Comisión 

de Fomento y las localidades más pobladas son Las Perlas, El Cuy y Valle 

Azul, en ese orden. En este departamento se pueden diferenciar notablemente 

las localidades ubicadas en las márgenes del Río Limay y Negro (Las Perlas y 

Valle Azul) por cuanto están sobre valles que se dedican íntegramente a la 

producción de fruticultura y su economía queda enmarcada en la del Alto Valle 

del Río Negro. La zona sur de este departamento es el que está ligado a las 

características económicas, climáticas y sociales de la Línea Sur.  

El sistema vial es deficitario e impone condiciones de aislamiento a la 

población. Las viviendas de los pobladores de los parajes y localidades 

                                            

60 Es posible inferir que dicho auge se encuentre, por otra parte, ligado a las políticas en 
cuestión arquitectónica que tomó el Parque Nacional Nahuel Huapi y consecuentemente la 
ciudad de Bariloche con el proceso de des-chilenizacion; este proyecto tenía como objetivo 
cortar con los lazos simbólicos entre los pueblos del Nahuel Huapi y los poblados chilenos, fue 
por ello que se incentivó la utilización de mampoestria y ladrillos para reemplazar las 
construccioes en madera. 
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interiores, así como las del campo, están en su mayoría construidas con adobe 

y cuentan con pocas habitaciones para un grupo familiares numerosos, de 5 

miembros en promedio.  

En la Provincia del Río Negro se identifica al Departamento El Cuy por 

presentar el mayor porcentaje de hacinamiento en viviendas y hogares. La 

actividad productiva está condicionada a la austeridad del clima árido de 

meseta, con grandes oscilaciones de temperatura entre verano e invierno y 

precipitaciones menores a 200 mm anuales, sobre un terreno imposible de 

aprovechar para la Este Departamento no posee estrategias visibles para el 

desarrollo regional, más que las ayudas a las emergencias ganaderas 

implementadas por la provincia. El alto grado de necesidades básicas 

insatisfechas de las localidades y parajes que no se encuentran cerca del Alto 

Valle, las limitaciones productivas y la carencia de pozos que provean de agua, 

sumadas a las distancias a otros centros urbanos hacen de este departamento 

uno de los más pobres de la Provincia. 

 

6.4. La población rionegrina  

-Características y distribución 

Como ya se mencionara, tras las campañas militares emprendidas 

contra las poblaciones indígenas del sur entre los años 1879 y 1885, el Estado 

nacional argentino se propuso organizar administrativamente los nuevos 

territorios: fundar pueblos y radicar nuevas poblaciones, abrir caminos, 

fomentar las comunicaciones y arbitrar las medidas y acciones necesarias para 

incorporarlos a la dinámica e intereses del Estado-nación, así como a las 

pautas propias del funcionamiento del sistema capitalista. 

 El aniquilamiento de gran parte de las poblaciones originarias y el 

repoblamiento de fines del siglo XIX y principios del XX, sumados a la ecléctica 

política de tierras ejercida por el Estado, explica en buena medida la variedad y 

la desigualdad imperante en el mosaico social y en la conformación de las 

regiones rionegrinas.  

La oferta de nuevas tierras y la legislación argentina de la primera 

década del siglo XX, atrajeron a una pequeña porción del enorme flujo 

inmigratorio que por entonces desembarcaba en Buenos Aires. La venta de 
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tierras públicas fue organizada por el Estado nacional mediante una serie de 

leyes y decretos ya mencionados que, junto a la especulación, contribuyeron a 

la acumulación de las mejores tierras en unas pocas manos.  

Los indígenas sometidos que permanecieron en el Territorio Nacional 

tras las campañas militares fueron incorporados a la nueva sociedad en calidad 

de trabajadores rurales en las estancias, como trabajadoras domésticas en los 

nuevos pueblos o como fiscaleros, es decir, ocupantes precarios de las tierras 

marginales ahora fiscales. Agentes del Estado nacional se ocuparon de la 

erradicación compulsiva de indígenas y chilenos pobres que habitaban -

muchos de ellos desde hacía decenas de años- los campos fiscales. Fue 

práctica usual que los inspectores de policía les arrebataran sus animales y 

muchas veces los poderosos estancieros introdujeran hacienda ajena en sus 

propiedades para acusarlos de robo. 

La explotación ganadera extensiva, con predominancia ovina, fue 

entonces la actividad orientadora del proceso de poblamiento en la mayor parte 

de los territorios patagónicos, hecho que le confirió al conjunto espacial las 

características fisonómicas que todavía hoy mantiene: grandes espacios 

distribuidos entre pocos establecimientos ganaderos, vacíos importantes de 

población y escasos valles irrigables, más densamente poblados, destinados a 

la agricultura intensiva. Un débil sistema de centros independientes entre sí y 

conectados con la ciudad de Buenos Aires caracterizó en general al área 

costera, que recogía la importante producción ovina del interior, en tanto que 

las áreas andinas, mayormente productoras de vacunos, mantenían una 

importante vinculación con centros y puertos del sur chileno. En el caso de El 

Bolsón y su comarca, el eje de la economía local se centró en el 

autoabastecimiento y la venta de algunos excedentes de ganado, cereales y 

frutos. Mientras incipientes ciudades se desarrollaban en los puertos, 

constituidos en centros de atracción poblacional de los más variados orígenes, 

las poblaciones del interior de la meseta rionegrina mostraban escaso 

desarrollo.  

La actividad agrícola se concentró en el Alto Valle del río Negro y 

Neuquén, donde se realizaron obras de infraestructura para dotar de agua a las 

tierras y desde principios del siglo comenzó un proceso de parcelización, que 

se transformó con el tiempo en un área de chacras pequeñas y medianas. Con 
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el correr de los años en el Alto Valle se produjo un particular fenómeno de 

metropolización por el cual los distintos centros de población, muy cercanos 

entre sí, se fueron especializando en servicios y funciones determinadas. La 

ciudad-puerto de Bahía Blanca, ubicada en el sudoeste de la provincia de 

Buenos Aires, se convertiría durante mucho tiempo en punto de enlace entre 

este sector norpatagónico y el resto del país, brindando sus servicios a una 

amplia zona de influencia, rol que en la actualidad se ha corrido a las 

localidades del área de la confluencia de los ríos Limay y Neuquén. En algunos 

sitios puntuales, desarrollos económicos de distinta importancia generaron 

otros núcleos con características específicas de poblamiento, particularmente 

los vinculados a la explotación de hidrocarburos, como es el caso de Catriel. 

Pero, mayoritariamente, la Patagonia era todavía, avanzado el siglo XX, 

un territorio escasamente ocupado con una densidad demográfica promedio 

inferior a un habitante por km2. Para 1914, Río Negro, el más poblado de los 

territorios patagónicos, sólo tenía poco más de 40.000 habitantes cuando el 

país ya superaba los siete millones. La única comunicación posible con 

Neuquén, por ejemplo, -además del ferrocarril-, era el cruce en balsa del 

caudaloso río de igual nombre, en tanto que un amplio sistema de huellas y 

caminos atravesaba la cordillera como muestra de una articulación 

socioeconómica que perduraba desde antaño.  

Durante décadas, la población siguió siendo escasa, móvil y dispersa. 

Predominaron los hombres por sobre las mujeres, la población rural por sobre 

la urbana, los analfabetos por sobre los alfabetizados. Para 1914, el 57% de la 

población no había ido nunca a la escuela, porcentaje que se redujo al 25,1% 

en 1943. El mayor número de analfabetos se evidencia entre la población de 

más de 50 años: el porcentaje asciende al 66% de la población de esa franja 

etaria. La población joven ïentre 0 y 21 años- constituía en 1943 el 53, 67%.  

El número de extranjeros era muy numeroso. Entre las colectividades se 

tejieron redes de solidaridad y estrategias para seguir manteniendo vivas las 

pautas culturales de sus países de origen, lo que dio lugar a la conformación de 

asociaciones mutualistas, gremios y escuelas particulares. Los grupos de poder 

estaban compuestos por los dueños de los almacenes de ramos generales, los 

estancieros latifundistas y ganaderos, los empleados públicos jerarquizados 

(jueces de paz, directores de cárceles y escuelas, el jefe de correos y 
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telégrafos), los párrocos y misioneros, los militares y algunos profesionales. 

Estos grupos de poder buscaban el control de los circuitos comerciales, la 

concentración de la propiedad y/o uso de la tierra, para lo que en muchas 

ocasiones se asociaron formando grandes compañías de las que participaron 

capitales extranjeros. 

Como vimos anteriormente, las Municipalidades y las Comisiones de 

Fomento que se organizaron en pueblos y ciudades, sufrieron desde su origen 

la carencia de fondos propios, enfrentamientos internos, acefalías e 

irregularidades en los procesos electorales. En muchos casos, la dotación de 

servicios surgió de iniciativas privadas. Si los capitales privados lograban llegar 

a buen puerto, esto se debía al volumen de la inversión que eran capaces de 

asumir y a las facilidades extraordinarias brindadas por el Estado nacional, 

como en el caso del Ferrocarril del Sud. La línea privada Bahía Blanca-Zapala 

se puso prontamente en funcionamiento, la estatal que unía la capital 

territoriana Viedma con San Carlos de Bariloche tuvo que esperar hasta la 

década del 30 para transformarse en una realidad, pese a los continuos 

reclamos de los pobladores de la Línea Sur y de la zona andina. Los caminos 

que surcaban el territorio fueron escasos y de construcción tardía.  

En este proceso. el golpe de Estado de 1930 significó una revisión del 

sentido económico y cultural de las diferentes regiones del país y su inserción 

en el mercado nacional, así como de una nueva actitud nacionalista y de 

construcción de identidades regionales y locales (Ballent y Gorelik, 2001). La 

denominada crisis mundial del 30, marcó las limitaciones de la etapa del 

crecimiento argentino sustentado en la exportación agropecuaria y dio paso a 

un nuevo sistema económico cuyo sostén fue la sustitución de importaciones. A 

su vez, el impacto de la crisis económica mundial en el país, puso en cuestión 

el llamado modelo agro-exportador y fortaleció la idea de crear un mercado 

nacional integrado, a partir de la implantación de políticas proteccionistas y de 

desarrollo territorial de algunas regiones del interior del país y de la revisión de 

su sentido económico y cultural. 

Fue en la década de 1930 cuando se produjo el afianzamiento del 

aparato estatal en Río Negro y el poder otorgado a las elites sobre el control de 

los recursos de dominación se evidenció en un aumento sustancial de obras 

públicas, construcción de caminos, hoteles, hospitales y escuelas. La idea de 
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"argentinizar" a la Patagonia y a sus habitantes, en especial en sus áreas de 

frontera, por parte del Estado y de los gobiernos nacionalistas de la época 

facilitó, priorizó y financió la realización de obras públicas a través de las 

recientemente creadas Dirección Nacional de Vialidad y Dirección de Parques 

Nacionales, entre otras (Bandieri, 2009). 

Tras el golpe, el poder político nacional reconsideró el espacio 

patagónico y aceleró su proceso de incorporación al mercado nacional atlántico 

de forma definitiva. La creación de la ya mencionada Dirección de Parques 

Nacionales, dispuesta por la ley 12.103 en 1934, significó una nueva actitud 

nacionalista y proteccionista: la promoción de una integración territorial que 

permitiese la conquista del mercado nacional y la exaltación de espacios 

naturales, de paisajes, que con sus bellezas fueran capaces de alimentar el 

"amor a la Patria". 

Fue en esta década cuando se afianzaron los procesos de construcción 

de sociedades urbanas, lo que demandó gran esfuerzo y fue producto de 

ensayos político-administrativos; la conformación de los sectores dominantes 

locales; la consolidación de la forma urbana en tanto eje articulador del 

espacio, en relación con los nuevos vínculos económicos y estrategias de 

dominación. 

Las obras públicas y el crecimiento e instalación de oficinas públicas 

generó un aumento del empleo público, tanto para la población residente como 

para nuevos pobladores, que vinieron a cubrir los puestos de educación, salud 

y seguridad que reclamaban las poblaciones territorianas. 

Del total de población del Territorio aportado por los datos censales, la 

población rural y urbana fue variando su porcentaje entre los años 1914 y 1943. 

CUADRO 2: Porcentajes de distribución de la población del Territonio 
Nacional del Río Negro 

Censo 

Año 

N° de 

habitantes 

zona 

urbana 

N° de 

habitantes 

zona rural 

Total 
% 

POBLACIÓN 

URBANA 

%  

POBLACIÓN 

RURAL 

1895 2.626 6.615 9.241 25% 75% 
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Fuente: Elaboraci·n propia a partir de los datos aportados por los Censos Nacionales de 1920 

y 1947. 

Hacia la década del 40, como queda demostrado con los datos volcados 

en el cuadro, se estaba produciendo un proceso de urbanización más 

acelerado y complejo que permitió a varias familias instalarse en las áreas 

urbanas y poder desarrollar allí sus actividades de subsistencia y manutención, 

incluso familias desapegadas del trabajo agrícola y más dedicadas a las 

actividades comerciales y de servicio (ramos generales, fletes, educación, 

salud, administrativos, etc.), situación que era producto del crecimiento 

demográfico, la diversificación y urbanización en diferentes regiones del 

espacio territoriano.  

En los últimos cuarenta años, un interesante proceso migratorio ha 

convertido al norte de la Patagonia en una zona privilegiada por las 

migraciones internas y externas. Hombres y mujeres jóvenes de distintas 

provincias argentinas se instalaron en la zona buscando alternativas 

ocupacionales y nuevos proyectos de vida. A partir de 1950, mientras la 

población total del país se duplicó, la de la Patagonia se quintuplicó, aunque 

ese crecimiento se concentró en determinadas áreas andinas y en los pocos 

oasis de riego ubicados en los valles de los ríos. No afectó mayormente a las 

inmensas mesetas patagónicas donde la actividad dominante sigue siendo la 

cría extensiva del ovino. Un acentuado proceso de urbanización se observa en 

los últimos años en el área valletana como producto de la tendencia general a 

la tercerización de la economía, en tanto que la densidad de población muestra 

marcadas diferencias entre el área de Neuquén, que en las últimas décadas ha 

                                            

61 El Censo Nacional de 1920 contempla que es posible que se realizaran omisiones en la 
recolección de datos, por lo que, al total que porcentualmente da un total de 49% de población 
urbana y un 51% de población asentada en las zonas rurales, se le aplica una corrección del 
2% arrojando lo valores expresados en el cuadro. 

1912 13.761 20.468 34.229 40% 60% 

1914 13.089 29.163 42.242 31% 69% 

1920 20.858 21.794 42.652 47% 53%61 

1947 36.132 98.218 134.350 26,9% 73,1% 
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sido la provincia de mayor tasa de crecimiento anual, superior a la del país en 

su conjunto, y territorios como Santa Cruz donde la relación no llega a un 

habitante por km2. Los Cuadros 3, 4 y 5, insertos a continuación, muestran la 

evolución de los habitantes de Río Negro en comparación con las otras 

provincias patagónicas y los totales regionales y del país, así como su 

densidad actual de población. 
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CUADRO 3: Evolución de la población de Rio Negro en la Patagonia y en el total nacional 

(1895-2010) 

Censos Neuquén 
Río 

Negro 
Chubut 

Santa 

Cruz 

Tierra del 

Fuego, 

Antártida 

e Islas 

del 

Atlántico 

Sur 

Total 

Patagonia 

Total 

Nacional 
Porcentaje 

1895 14.517 9.241 3.748 1.058 447 29.011 
4.044.91

1 
0,72 

1914 28.866 42.242 23.065 9.948 2.504 106.625 
7.903.66

2 
1,35 

(*)1920 29.784 42.652 30.118 17.925 2.608 123.087 
9.648.00

0 
1,28 

(**)1947 86.636 134.350 58.856 24.522 *5.045 309.409 
15.893.8

11 
1,95 

1960 109.890 193.292 142.412 52.908 11.209 509.711 
20.013.7

93 
2,55 

1970 154.143 262.622 189.920 84.457 15.658 706.800 
23.364.4

31 
3,03 

1980 243.850 383.354 263.116 
114.94

1 
29.392 1.034.653 

27.949.4

80 
3,70 

1991 388.833 506.772 357.189 
159.83

9 
69.369 1.482.002 

32.615.5

28 
4,54 

2001 474.155 552.822 413.237 
196.25

8 
101.079 1.737.551 

36.260.1

30 
4,79 

2010 551.266 638.645 509.408 
273.96

4 
127.205 2.100.488 

40.117.8

70 
5,23 

(*) El Censo de 1920 es s·lo de Territorios Nacionales.  

(**) En el a¶o 1947 no se incluy· la poblaci·n de la Ant§rtida e Islas del Atl§ntico Sur. Tampoco se contabilizaron 

51.898 habitantes que en ese entonces pertenec²an a la Gobernaci·n Militar de Comodoro Rivadavia. 

Fuente: Elaboraci·n propia seg¼n datos del Instituto Nacional de Estad²sticas y Censos ïINDEC-, Censos Nacionales 

de Poblaci·n. 
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CUADRO 4: Crecimiento de población intercensal, Río Negro, Patagonia y total nacional 

(en %): 1895-2010 

Años 
Neuq

uén 

Río 

Negro 

Chub

ut 

Santa 

Cruz 

Tierra 

del 

Fuego 

Total 

Patago

nia 

Total 

Nacion

al 

1895 s/d s/d s/d s/d s/d s/d s/d 

1914 99 357 515 840 460 268 95 

1920 3 1 31 80 4 15 22 

1947 191 215 95 37 93 11 65 

1960 27 44 142 116 122 65 26 

1970 40 36 33 60 40 39 17 

1980 58 46 39 36 88 46 20 

1991 59 32 36 39 136 43 17 

2001 22 9 16 23 46 17 11 

2010 16 16 23 39 26 21 11 

Población 2010/ 

Población 1895* 

38 69 136 259 267 72 10 

* Indica el cociente entre la poblaci·n de 2010 y 1895 y, por tanto, el factor de crecimiento en ese periodo. Por 

ejemplo, en el caso de Neuqu®n, la poblaci·n en 2010 era 38 veces la de 1895. 

Fuente: Bandieri y Dab¼s, 2019.  

 

CUADRO 5: Densidad poblacional de Río Negro y resto de Patagonia  

en % (1895-2010) 

Años Neuquén 
Río 

Negro 
Chubut 

Santa 

Cruz 

Tierra 

del 

Fuego 

Total 

Patagonia 

Total 

Nacional 

1895 0,15 0,05 0,02 0,00 0,02 0,04 1,45 

1914 0,31 0,21 0,10 0,04 0,12 0,14 2,84 

1920 0,32 0,21 0,13 0,70 0,12  0,16 3,47 

1947 0,92 0,66 0,26 0,10 0,23 0,39 5,72 

1960 1,17 0,95 0,63 0,22 0,52 0,65 7,20 

1970 1,64 1,29 0,85 0,35 0,73 0,90 8,40 
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1980 2,59 1,89 1,17 0,41 1,36 1,31 10,05 

1991 4,13 2,76 1,59 0,66 3,22 1,88 11,73 

2001 5,04 2,72 1,84 0,80 4,69 2,21 13,04 

2010 5,86 3,15 2,27 1,12 5,90 2,67 14.43 

 

Las densidades poblacionales se calcularon sobre las siguientes superficies territoriales de cada provincia: Neuqu®n 

94.078 km2, R²o Negro 203.013 km2, Chubut 224.686 km2, Santa Cruz 243.943 km2, Tierra del Fuego (no incluye el 

Sector Ant§rtico e Islas del Atl§ntico Sur): 21.571 km 

Fuente: Estimaciones propias a partir del cuadro 3 y de los datos de superficie territorial correspondientes al Censo 

Nacional de Poblaci·n 2010. (INDEC) (Bandieri y Dab¼s, 2019) 
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-Las comunidades indígenas desde el siglo XIX hasta la actualidad 

El proceso de consolidación del Estado y la imposición violenta de un 

orden estatal sobre los territorios indígenas ïtras la campaña militar- derivó en 

el ejercicio de una soberanía territorial sobre estas regiones. A medida que las 

comunidades fueron duramente diezmadas por el ejército, la desarticulación 

social, los campos de concentración, su venta como mano de obra, o por 

diversas enfermedades como la viruela -armas tanto o más violentas que el 

Rémington-, se fue produciendo una nueva modalidad de ocupación del 

espacio patagónico.  

El Estado se apropió de las tierras de las comunidades indígenas y las 

transfirió, promoviendo la propiedad privada. Aunque la actividad económica 

dominante siguió siendo la ganadería extensiva y las relaciones comerciales 

con Chile poco se modificaron con los nuevos límites geográficos y políticos 

impuestos a la región -al menos durante lo que resta del siglo XIX y primeras 

décadas del XX-, la gradual presencia estatal implicó la imposición de nuevas 

formas de relaciones sociales, particularmente visibles en el proceso de 

apropiación privada de los recursos naturales. 

La instalación de formas capitalistas se materializó también en la 

presencia de una serie de conflictos, compartidos con la sociedad ñblancaò 62 

subalterna, que fueron minando en todo sentido la organización social interna 

de los pueblos originarios. El proceso abierto en la década de 1880 provocaría 

un intenso y sistemático proceso de genocidio y etnocidio que, con diferentes 

modalidades, perdura hasta el presente (Lenton, 2014). 

La venta indiscriminada de alcohol, por su parte, fue un elemento de 

penetración fuerte y destructivo en las comunidades indígenas y base del 

enriquecimiento de no pocos comerciantes de la región. Otra coacción 

importante se centró en el confinamiento de estos pueblos en campos de 

concentración -como el establecido en el paraje rionegrino de Valcheta- y en la 

erradicación de sus formas de espiritualidad, para lo cual se insistió 

                                            

62 Utilizamos ñblancaò para referirnos a un heterogéneo grupo no mapuche/tehuelche que 
incluye mestizos, criollos, argentinos, chilenos e inmigrantes de diferentes nacionalidades. 
Reconocemos la connotación racial del término, pero lo utilizamos para dar cuenta de un grupo 
diverso que acompaña los procesos estatales de poblamiento y penetración estatal. 
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permanentemente en la conversión de los pueblos originarios al catolicismo. El 

bautismo coercitivo fue parte de la conquista espiritual que siguió a la 

dominación política.  

A la desestructuración de las familias en el exilio forzoso, donde los 

hombres fueron hechos prisioneros y las mujeres y niños destinados al servicio 

personal de las familias porteñas, se agregaron distintas formas de 

sobrevivencia en la región misma, siempre sobre la base de grupos reducidos 

en terrenos de mala calidad, bajo condiciones materiales de vida que 

aumentaron la marginalidad y la pobreza, propiciando la integración de sus 

miembros a la oferta de mano de obra de otros grupos subalternos en el ámbito 

patagónico. 

Las reducidas dimensiones de los lotes para la práctica de la ganadería 

ovina y caprina y la degradación de los suelos por efecto de la recarga de 

animales, impiden hasta la actualidad que las comunidades originarias 

obtengan excedentes que les permitan mejorar la calidad de su producción. A 

esto se agrega un sistema de comercialización intermediado por los sectores 

mercantiles que se vuelve claramente ineficiente para estos grupos, puesto que 

terminan cambiando bajo el sistema de trueque su producción de lana y pelo 

de chivo por los productos básicos para su supervivencia. Por otra parte, al 

estar rodeados de propiedades particulares, sufren permanentes presiones 

sobre sus tierras, con la excepción de aquellos que consiguen articular 

gestiones a través de cooperativas de pequeños productores.  

 

-El genocidio y los efectos de largo alcance 

Una muy importante cantidad de pobladores originarios fueron hechos 

prisioneros después de las campañas militares, derivándose a distintos puntos 

del país. Los traslados se efectuaron en forma masiva, por tierra, ya fuese a 

pie, o usando las terminales ferroviarias de Chichinales hacia la costa, y desde 

allí por mar a través del puerto de Carmen de Patagones (Delrio et al, 2018), 

tarea que estaba a cargo de particulares especialmente contratados a ese fin. 

En algunos casos, luego de una corta estancia en Buenos Aires, se los remitía 

en calidad de ñprisioneros de guerraò a la isla Martín García o a otros puntos de 

concentración en la ciudad, como los cuarteles de Palermo y Retiro, hasta tanto 
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se decidiera su destino. Las condiciones infrahumanas de estas prisiones-

alojamientos han sido señaladas en diversos documentos y profusamente 

trabajadas en las investigaciones realizadas sobre el particular (Delrío, 2005; 

Pérez, 2016; Delrío et al, 2018). 

Las mujeres jóvenes y los niños se distribuían entre las familias como 

criados, en tanto que los hombres se derivaban a otras provincias como 

Tucumán, donde se los destinaba como mano de obra en la producción 

azucarera, o se los incorporaba al ejército o la armada. Los ancianos, 

descartables a esos fines, quedaban a cargo de instituciones estatales 

sobreviviendo como podían. De esa manera, al desmembrarse las familias, se 

aseguraba la discontinuidad de su reproducción física y cultural. 

Los poderosos lonkos Inacayal, Foyel y su gente, ubicados 

originalmente sobre la margen este de la cordillera y el lago Nahuel Huapi, 

fueron llevados a Buenos Aires, deambulando por distintos lugares hasta que 

Francisco P. Moreno realizó gestiones para que el gobierno le entregara 

algunos ï15 en total-, para que sirvieran como empleados de maestranza en el 

nuevo Museo de Ciencias Naturales de la ciudad de La Plata. Luego de algún 

tiempo, Foyel y su gente fueron liberados, regresando al territorio para 

integrarse a la oferta de mano de obra como peones rurales. Inacayal y parte 

de su grupo quedaron en el museo, muriendo allí y siendo expuestos en las 

vitrinas que sus propios familiares y conocidos debían limpiar y mantener 

(Podgorny, 1992, 2009 y 2010; Farro, 2009 y 2011) .63  

La ñcuesti·n ind²genaò, tema de debate nacional hacia fines del siglo XIX 

y el siglo XX, no derivó en ningún plan orgánico ni legislación que permitiese la 

                                            

63 tal como lo expresa Marina Sardi (2016) muchas veces lo que para el científico son 
esqueletos o colecciones de objetos inanimados, para los descendientes estos cuerpos y 
objetos culturales asociados representan no solo la corporalidad de los ancestros, sino además 
la evidencia material de la destrucción violenta de sus modos tradicionales de vida, en incluso 
como en el caso de la ñCampa¶a al Desiertoò del genocidio contra su comunidad por quienes 
argüían servir a un propósito superior como lo son el ñprogreso y ñcienciaò. Estas situaciones, 
muchas veces no exentas de tensiones y roces por parte de las autoridades y los 
representantes comunitarios, permiten desandar situaciones históricas de desigualdades y 
violencia institucional. 

Si bien por lo general este tipo de colecciones fueron creadas en el proceso de 
institucionalización de la antropología física como parte de los gabinetes y laboratorios de los 
grandes museos científicos de los países centrales (Stocking 1985) este proceso se difundió en 
el resto del globo como una práctica académica deseable que se sostuvo a lo largo del tiempo. 
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reivindicación de estos grupos, invariablemente sometidos a los intereses de 

los grandes comerciantes y latifundistas patagónicos (Mases, 2002; Delrío, 

2005; Mases y Gallucci, 2007; Salomón Tarquini, 2010; Lenton 2011, Pérez, 

2016; Delrío et al, 2018). 

La falta de una política clara por parte del Estado nacional respecto a 

qué hacer con los indígenas sobrevivientes se tradujo en una serie de prácticas 

contradictorias (Delrio, 2010). Sólo en algunos casos surgió la preocupación 

por incorporarlos como ñciudadanosò. En el clima de ideas imperante en la 

Argentina finisecular, incorporación o exterminio parecían ser entonces las 

alternativas en discusión. La preocupación de algunos por incluir al indígena ï

previamente "civilizado"-, como parte de una comunidad culturalmente 

homogénea que se defina como ñargentinaò, se vinculaba también con la 

necesidad de generar identidades nacionales diferenciadas con ñel otroò, en 

este caso el chileno (Quijada, 1999).  

La escuela fue sin duda una de las instituciones claves en la concreción 

de este propósito, como luego se verá, en cuanto asumió un enérgico 

programa de educación patriótica que, a partir de un conjunto de rituales y 

contenidos didácticos, se proponía ñfabricarò argentinos (Mecozzi, Carey y 

Lusetti, 2011). Los niños incorporados al sistema escolar que utilizaran sus 

nombres de origen mapuche o mapuche-tehuelche o hablasen su idioma, eran 

víctimas permanentes de acoso, agresiones y degradaciones cotidianas.  

De esa manera, estos sujetos se invisibilizaban en el conjunto de la 

sociedad borrando su pasado, su origen e identidad y, por otro lado, 

ancestralizándolos en el relato histórico y museográfico. El ñindioò se 

transformaba entonces en parte de un pasado nacional que había que construir 

ïy la historia y la educación cumplían en ello un rol esencial-, donde se lo 

reconocía como parte del poblamiento originario y portador de culturas 

autóctonas, pero se justificaba también su dominación en aras de la 

ñcivilizaci·n y el progresoò, rechazando cualquier posibilidad de reconocimiento 

de la pluralidad étnica y la interculturalidad. 

Las imágenes del indígena se convirtieron con rapidez en supuestos y 

prejuicios que tienden a reforzar las descalificaciones hacia los pueblos 

originarios y sus reclamos desde el presente y que piensan al Estado como una 

categoría ahistórica y pre-existente a los procesos de poblamiento. A través de 
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la historia se ha tendido a homogenizarlos, no solo en el conjunto de la 

sociedad, sino que también puertas adentro: de esta forma se ha partido del 

supuesto sobre la ausencia de conflictos internos, sin rupturas y sin disenso, 

como un todo uniforme. Así mismo, normalmente han sido identificados con el 

nomadismo quitando de esta forma el componente territorial de su devenir en el 

tiempo. 

Desde el discurso político y el discurso científico se han construido 

nociones entorno a estas comunidades mapuche, mapuche/tehuelche y existe 

una contradicción permanente para considerarlos indistintamente como 

ciudadanos y como un ñotroò aborigen (Delrio, 2010) en esta construcción 

ecléctica de las fronteras internas que determinan quién pertenece al colectivo 

nacional y quién no. De esta forma se ha construido su existencia limitada en el 

tiempo pasado, a partir de la construcción de una idea de lo indígena en 

extinción, pertenecientes a un mundo pre-social ajeno a la civilización: es decir 

sacrificable, discurso de efectos perdurables y absolutamente vigentes en la 

actualidad. 

El sometimiento y la incorporación de los pueblos originarios a la 

economía capitalista significaron la marginalización material causado por el 

acceso diferencial de los recursos. De esta forma, la conformación de 

comunidades rurales compuestas por población indígena junto con migrantes 

internos y extranjeros fue la norma en la región norpatagónica. Los efectos de 

estos procesos de marginación y exclusión pueden observarse en lo profundó 

que caló en la provincia la crisis del ô30 en términos productivos para la Línea 

Sur. Tanto es así que en la memoria de 1933 el Gobernador del Territorio, 

Adalberto Pagano, informaba al Ministerio del Interior que el 68% de la 

población censada se encontraba en la más absoluta miseria, es decir que de 

7.200 personas, 4.896 eras pobres o indigentes. Volcados a la mendicidad o el 

hurto, los jefes de familia abarrotaron la cárcel capitalina64.  

De esta forma, el accionar de la policía de Río Negro y sus objetivos han 

operado a su vez sobre las comunidades originarias a lo largo del tiempo. Entre 

1911 y 1914 la policía se creó siguiendo un discurso de seguridad interna y 

                                            

64Memoria de la Gobernación de Río Negro 1933, foja 88 (Delrio 2010:. 239). 
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para brindar tranquilad a los ñvecinos de bienò que se afianzaban en la región 

luego del avance militar. Entre 1918 y 1924 las policías centraron sus esfuerzos 

en la persecución a contrabandistas y pobladores ñilegalesò de origen chileno. 

Entiéndase, que contrabandistas y chilenos fueron sinónimos utilizados para 

identificar a los miembros de los pueblos originarios (Pérez, 2016). El 

cuatrerismo y los miedos ante posibles levantamientos fueron los fundamentos 

para justificar la presencia de policías y gendarmería durante los años 193065. 

Es resaltar identificar cómo a través de políticas de seguridad se construyen 

representaciones que perduran en el imaginario social, tildando a los pueblos 

originarios de peligroso y así poder habilitar la violencia preventiva. 

A lo largo de los años han sido numerosos los embates contra las 

comunidades originarias. El Estado, en alianza y connivencia con los sectores 

privados de la economía, ha generado o avalado nuevas formas de violencia y 

mecanismos de despojo. 

 

-Organizaciones, relevamientos y reivindicaciones 

La propiedad comunitaria de la tierra luego de estos procesos de 

expropiación y violencia ha sido -y lo continúa siendo- uno de los derechos 

indígenas vulnerados. De todas formas, la construcción del indígena como un 

sujeto social relacionado armoniosamente con el entorno natural es parte 

también de una construcción idealizada de la identidad étnica. Noción esta que 

ha servido por un lado para reforzar desde los discursos conservadores su 

ñestado atrasadoò en términos civilizatorios, y por el contrario por aquellos que 

se consideran amigos de la causa a modo de idealizarlos en términos del ñbuen 

salvajeò. Asimismo, en algunos oportunidades, las propias comunidades han 

hecho uso de esta relación identitaria en la construcción de banderas políticas 

(Mombello, 2018). 

Un conjunto de leyes avalan los históricos reclamos de las comunidades. 

La Reforma Constitucional de 1994, establece: ñReconocer la preexistencia 

étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos. Garantizar el respeto a su 

                                            

65 Para analizar la actuación de la policía Pérez (2012) centra su investigación en la localidad 
de Mencué, donde según los documentos, se realizaron verdaderas razias. 
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identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconocer la 

personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitaria 

de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y 

suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, 

transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su 

participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás 

intereses que los afecten. Las provincias pueden ejercer concurrentemente 

estas atribucionesò (artículo 75, inciso 17). En esos años, también se sumaron 

avances normativos con las reformas de las constituciones y leyes provinciales.  

Los Pactos internacionales de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales y de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos y la Convención Internacional sobre la Eliminación de 

Todas las Formas de Discriminación Racial (art. 75 inc. 22). Otros convenios 

internacionales debidamente ratificados, con valencia infraconstitucional pero 

supralegal (art. 75 inc. 22); en particular, el Convenio No 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes (ley 24.071); Convenio No 107 OIT, para 

establecer una política que respeta el derecho a la igualdad en condiciones de 

pluralidad. En efecto, reconoce como titulares de los derechos a los pueblos 

indígenas y no a las poblaciones, cuya pertenencia se establece por un criterio 

de adscripción subjetiva colectiva. Y, sobre este sujeto colectivo, establece un 

plexo de derechos colectivos que tienen como eje el derecho a la autonomía, 

entre los que se cuenta, como veremos, el derecho a las tierras, a los territorios 

y a sus recursos, el derecho a la organización con instituciones propias, el 

derecho a fijar las prioridades para el desarrollo autónomo y el derecho a la 

consulta y participación en todos los asuntos que afectan sus intereses. El 

principio interpretativo que rige el Convenio es el derecho a la integridad 

cultural de los pueblos, que se manifiesta en el respeto por la integridad de sus 

valores, sus prácticas y sus instituciones (art. 5). La Declaración de las 

Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobada por 

la Asamblea General el 13 septiembre de 2007, suscripta por nuestro país. 

En el año 2004 se conformó el Consejo de Participación Indígena con la 

representación nacional de todos los pueblos que habitan en nuestro país, 
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elegidos por sus propias comunidades según sus propias pautas culturales. 

Desde esta representación se han acompañado la sanción, entre otras, de: 

Ley 26.160 que suspende los desalojos y ordena relevar las tierras de 

ocupación actual, tradicional y pública de las comunidades indígenas, vigente 

hasta el 27 de noviembre del año 2017, cuyo vencimiento fue recientemente 

pospuesto. 

Ley No 26.206 de Educación Nacional, que instituye como una 

modalidad del sistema educativo la educación bilingüe e intercultural y 

promueve la valoración de la multiculturalidad en la formación de las y los 

educandos. 

Ley No 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual, que reconoce 

a los pueblos originarios la comunicación con identidad, con reserva de 

frecuencia de radio y televisión en las localidades donde cada pueblo está 

asentado y la participación en el Consejo Federal de Comunicación 

Audiovisual. 

Ley 26.994, que establece la incorporación en el Código Civil de la 

Nación del derecho a la posesión y propiedad comunitaria de las tierras que 

tradicionalmente ocupan y de aquellas otras aptas y suficientes para el 

desarrollo humano (artículo 18) atento a la mirada pluralista e intercultural que 

el ordenamiento tiene entre sus principios rectores.  

La ley 2.287 de 1988 modifica los criterios para ejercer los derechos de 

propiedad de las tierras tradicionalmente ocupadas frente a estas 

problemáticas indígena y campesina. Dicha ley expresa el derecho a la 

autodeterminación dentro del marco constitucional, implicando un real respeto 

por sus tradiciones, creencias y actuales formas de vida. Los artículos 22 y 23 

refieren a la transferencia de la tierra a los proyectos a implementar en materia 

forestal, minera, agropecuarios o industriales de acuerdo a las costumbres y 

cultura de las poblaciones originarias. 

En el ámbito rionegrino, la constitución provincial en su artículo 42 

contempla los derechos de los pueblos indígenas y el Estado reconoce la 

continuidad de la cultura preexistente, y la considera como ñcontributiva de la 

identidad e idiosincrasia provincialò. Así mismo en el texto se establece que se 

promueve la propiedad inmediata de las tierras que poseen, los beneficios de la 

solidaridad social y económica para el desarrollo individual y de su comunidad, 






























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































